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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS



	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-3132-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Donald Arguedas Cortes y otros
	02-03-10
	ESTRUCTURA DEL MINAET

-Decreto Ejecutivo No. 35669-MINAET. Publicado en La Gaceta No. 3 del 06 de enero del 2010. Reglamento Orgánico del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. 

El reglamento impugnado tiene por objeto describir la estructura del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y determinar las relaciones administrativas de los órganos que lo conforman para el cumplimiento de las funciones y competencias asignadas por las leyes y los reglamentos ejecutivos vigentes. Se indica que el decreto impugnado establece un régimen disciplinario para las instituciones de la administración que provean funcionarios al MINAET, será aplicado por esa institución y se impugna también la línea de dirección establecida en el decreto, pues consideran que afectan órganos desconcentrados, como el SINAC. 



	10-3131-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodrigo Arias López
	01-03-10
	INCAPACIDAD PARA ASEGURADOS ASEGURADOS PENSIONADOS, VOLUNTARIOS Y POR CUENTA DEL ESTADO

-Artículos 10, 29, 36 y 42 del Reglamento del Seguro de Salud. 

-Artículos 7 y 12 del Reglamento para la Afiliación de los Asegurados Voluntarios. 

-Artículo 3 del Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud. 

-Acuerdo de Junta Directiva de la CCSS, tomado en el artículo 20 de la sesión 8210, celebrada el 13-12-2007. Publicada en La Gaceta No. 18 del 25 de enero del 2008, en correspondencia con lo resuelto por la misma Junta Directiva el 04-02-2010.

-Oficio GF-7-160 del 15 de enero del 2010.

Se acusa que las normas impugnadas excluyen a los asegurados pensionados, voluntarios y por cuenta del Estado de obtener una incapacidad o licencia por maternidad y recibir por consiguiente la ayuda económica correspondiente. 



	10-3143-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rocío Aguilar Montoya

Contralora General de la República


	02-03-10
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BNCR

-Artículo 49 de la undécima reforma a la quinta convención colectiva de trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. 

La norma establece un incentivo especial anual por años de servicio, según la evaluación del desempeño del funcionario, si es como mínimo satisfactorio, en caso de 10 años de servicio, se le da una semana de salario, 15 años, dos semanas, 20 años, tres semanas. 



	10-3127-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Adriana Coto Méndez
	02-03-10
	REGULA SUBVENCIÓN DE CENTROS PRIVADOS

Ley número 8791 del 26 de noviembre del 2009, denominada Estímulo Estatal de pago de salarios del personal docente y administrativo de las Instituciones Privadas de Enseñanza. 

La ley regula lo relativo a la ayuda que presta el Estado, con el pago de salarios a título de subvención o estímulo, de una parte o la totalidad del personal docente, administrativo, a los centros privados sin fines de lucro, que imparten educación formal en los niveles de educación preescolar, general básica y educación diversificada. Se acusan violaciones al trámite legislativo de la ley



	10-3187-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eladio González Solis

Empresa Hidroeléctrico Los Negros S.A.


	03-03-10
	POTESTADES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

- Informe sobre los resultados de un estudio efectuado en relación con el proyecto hidroeléctrico Los Negros. Promovido por la Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A. y con la creación de la empresa hidroeléctrica Los Negros S.A. Informe DFOE-PR-13/2006

-Artículos 4 párrafo último, 7 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. No. 7428. 

Se acusa que el informe de Contraloría, que es un órgano que no puede actuar como administración activa, deroga implícitamente un convenio privado de accionistas, celebrado entre la empresa de Servicios Públicos de Heredia e Inversionistas Nerja de San José. Se acusa que la entidad se apoya en las normas impugnadas para ejecutar acciones de fiscalización, ajenas al marco de su competencia funcional. 



	10-3227-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Eduardo Briceño Villegas
	03-03-10
	ESPECIFICACIONES EN REVISIÓN TÉCNICA DE VEHÍCULOS

-Artículos 34, 35, 36 y 37 de la Ley de Tránsito. 

-Reglamento a la Ley de Tránsito.

-Manual de Revisión Técnica. 

Se impugnan los estándares de calidad que exigen a los vehículos, pues perjudica a los que son carburados. 



	10-3225-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Aguilar Ugalde
	03-03-10
	POLARIZADO DE VEHÍCULOS

-Artículos 114 y 133 inciso d) de la Le de Tránsito.

Las normas impugnadas sancionan a los conductores, cuyos vehículos tengan calcomanías o algún material que impida la visibilidad, con polarizado de ventanas, o sin parabrisas. Se acusa que los vehículos nuevos, tienen de fábrica un grado de polarizado en los vidrios delanteros y traseros. 



	10-3226-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Enrique Romero Pérez
	03-03-10
	VICIOS EN NUEVA LEY DE TRANSITO

-Ley de Tránsito

Se acusa que no se consultó al Poder Judicial la nueva Ley de tránsito, que hubo una serie de vicios legislativos, que el sistema de sanciones es muy fuerte, que el Poder Ejecutivo la puso en funcionamiento parcialmente, sin haber sido publicada. 



	10-3197-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Sagot Roríguez
	03-03-10
	AMBIENTE

PLAN DE DESARROLLO URGANO DEL GRAN AREA METROPOLITANA
-Decreto Ejecutivo No. 35748-MP-MINAET-MINVAH, denominado Reforma “Plan Regional de Desarrollo Urbano Gran Área Metropolitana”: Delimitación del área y reglamento de la primera etapa del Plan, ciudades del Valle Central de Costa Rica (Anexo 1 del Plan)”.

Se indica que el decreto impugnado busca abrir espacios únicamente a urbanizaciones, fraccionamientos y quintas, en zonas que son áreas de recarga acuíferas, corredores biológicos, zonas de alta fragilidad ambiental, entre otros. Lo que a su juicio violenta el derecho al ambiente.  



	10-3292-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Fernando Vargas Zeledón
	04-03-10
	COMERCIO

SANCIONES ADUANERAS

-Artículo 242 de la Ley General de Aduanas. No. 7557 y sus reformas. 

La norma establece una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías que se importan, en los casos en donde se cause, a juicio de la administración, perjuicio. Considera el recurrente que la sanción resulta confiscatoria y violatoria del derecho de propiedad. 



	10-3293-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Mora Rojas
	04-03-10
	TRANSITO

PRUEBA DE MANEJO EN VEHÍCULOS DE TRANSMISIÓN MANUAL

-Decreto Ejecutivo No. 34865-MOPT del 14-10-2008. Publicado en La Gaceta número 224 del 19-11-2008.

La norma señala que se debe hacer la prueba de manejo únicamente con vehículos de transmisión manual, cuando antes se permitía hacerla con cualquier tipo de vehículo. 



	10-3289-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Bonilla Vindas
	04-03-10
	PENSION

CALCULO DE PENSIÓN EN CASOS DE INCAPACIDAD

-Artículos 226 y 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Las normas impugnadas señalan que los funcionarios judiciales que se pensionan por “imposibilidad” tienen derecho a una pensión que se calcula  sobre el 80% del promedio salarial de los mejores 24 salarios y no sobre el 100%, como se disponía anteriormente. En el caso concreto, la persona fue pensionada por incapacidad absoluta y permanente y la pensión se le calculó con base en estas reglas.  



	10-3409-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alonso Núñez Quesada
	05-03-10
	TRIBUTARIO

SE ACUSAN VIOLACIONES EN LA FORMACIÓN DE LEY EN MATERIA TRIBUTARIA.

-Ley No. 8683 del 19-11-2008. Impuesto Solidario para el Fortalecimiento de Programas de Vivienda. Publicada en La Gaceta No. 239 del 10 de diciembre del 2008. 

-Reglamento a la Ley del Impuesto Solidario para el Fortalecimiento de Programas de Vivienda. Decreto Ejecutivo No. 35515 del 18 de setiembre del 2009, publicado en el Alcance No. 40 de La Gaceta No. 189 del 29-09-2009.

Se acusan violaciones al procedimiento de formación de la ley, se acusa que no se publico el texto sustitutivo para la aprobación de la ley y no se consultó a las instituciones descentralizadas en relación con el sistema social e impositivo que establece. 



	10-3430-0007-CO
Consulta Judicial
	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Alajuela


	08-03-10
	PENAL

DIRECTRIZ DEL MINISTERIO PUBLICO

-Directriz del Ministerio Público, según la cual, en los procesos en donde se quiera aplicar la suspensión del proceso a prueba, en procesos por conducción temeraria, como plan reparador deben requerir la donación del vehículo a favor del Estado, de lo contrario el Ministerio Público no acepta ningún otro plan diverso. Exp. 09-5970-0305-PE



	10-3431-0007-CO

Consulta Judicial
	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Alajuela


	08-03-10
	PENAL

DIRECTRIZ DEL MINISTERIO PUBLICO

-Directriz del Ministerio Público, según la cual, en los procesos en donde se quiera aplicar la suspensión del proceso a prueba, en procesos por conducción temeraria, como plan reparador deben requerir la donación del vehículo a favor del Estado, de lo contrario el Ministerio Público no acepta ningún otro plan diverso. Exp. 09-2419-0305-PE



	10-3466-0007-CO

Consulta Judicial
	Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Alajuela


	08-03-10
	PENAL

DIRECTRIZ DEL MINISTERIO PUBLICO

-Directriz del Ministerio Público, según la cual, en los procesos en donde se quiera aplicar la suspensión del proceso a prueba, en procesos por conducción temeraria, como plan reparador deben requerir la donación del vehículo a favor del Estado, de lo contrario el Ministerio Público no acepta ningún otro plan diverso. Exp. 09-2164-0057-PE



	10-3541-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gonzalo Campos Jiménez
	09-03-10
	PENAL

APELACIÓN DE SENTENCIAS Y REGISTRO DE ANTECEDENTES

-Artículos 319 y 42 del Código Procesal Penal. 

-Artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales. No. 6723 del 10 de marzo de 1982

Se acusa que las normas impugnadas no permiten el recurso de apelación por el fondo contra el auto de apertura a juicio y contra la sentencia condenatoria dictada por el Tribunal Penal de Juicio. El que se registre por tantos años la condena, lesiona el derecho de trabajo e impone una sanción administrativa, que afecta la vida social, familiar y laboral del individuo, pues el que se registre la sentencia es una pena de carácter social. 



	10-3555-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Ángel Guillén Elizondo
	10-03-10
	LEY DE TRANSITO

-Reforma a la Ley de  Tránsito y las modificaciones de los artículos 117, 118 y 254 bis del Código Penal. Publicada en el Alcance número 55 de la Gaceta 248 del 23-12-2008

Las normas se impugnan por vicios en la formación de la ley y se alega su desproporcionalidad en las penas de cárcel, así como la suspensión de la licencia de conducir vehículos.

 

	10-3597-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Doris Guzmán Céspedes
	10-03-10
	LIMITE DE AYUDA PARA INSTITUCIONES PRIVADAS DE ENSEÑANAZA

-Ley No. 8791 del 26-11-2009. Ley de Estímulo Estatal de pago de salarios del personal docente y administrativo de las Instituciones Privadas de Enseñanza. 

Se cuestiona el límite que fija la ley como estímulo estatal, dejando plena discrecionalidad al Poder Ejecutivo-Ministerio de Educación, para que fije antojadizamente el porcentaje del presupuesto que se destinará año a año al estímulo de la educación de un o,01% a un 0.7%



	10-3594-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Abel Nicolás Chinchilla Mata
	10-03-10
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL

-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no Hugo pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	10-3647-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alfredo Aguilar Vargas
	10-03-10
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BANCO POPULAR

-Artículos 50 inciso c) y 58 de la Tercer Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular de Costa Rica. 

Las normas regulan lo referente a las investigaciones administrativas y los casos de empate en el seno de la Junta de Relaciones Laborales. Se acusa que la Gerencia General tiene un doble papel, de juez y parte en los procedimientos administrativos, pues llevan a cabo la investigación y decide finalmente. 



	10-3766-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Herson Cubero Zeledón
	12-03-10
	PRUEBA DE MANEJO

-Decreto Ejecutivo número 34865-MOPT del 14 de octubre del 2008. 

Se impugna la obligación de presentar la prueba de manejo en vehículos con transmisión manual.



	10-3898-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Rodríguez Vargas 

Motor Sport SA
	16-03-10
	COBRO POR ESPECTÁCULOS PUBLICOS EN ALAJUELA

-Reglamento de Espectáculos Públicos de la Municipalidad de Alajuela. Publicado en La Gaceta NO. 160 del 22-08-2000. 

Se acusa que la norma grava con un 5% sobre el valor de cada boleto de entrada a todo espectáculo público, sobre el 13% del impuesto de ventas. Se considera un cobro excesivo.



	10-3968-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto Alfredo Coto Valverde
	18-03-10
	PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL EN CASOS DE DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES

-Artículo 31 del Código Procesal Penal (reforma). Ley de  Fortalecimiento de la lucha contra la explotación sexual de personas menores de edad, mediante la adición y la reforma de varios artículos al Código Penal. Ley No. 8590. Publicada en La Gaceta del 30 de agosto del 2007.

La norma regula la prescripción de la acción penal, si no se ha iniciado la persecución penal, en tonto señala que en casos de delitos sexuales cometidos contra personas menores de edad, el plazo comenzará a correr a partir de que la víctima haya cumplido la mayoría de edad.



	10-4026-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María del Roció Murillo Mora y otro
	18-03-10
	INTERPRETACIÓN SOBRE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE NORMAS PROCESALES

-Aplicación retroactiva de la causal de interrupción de la prescripción prevista en el artículo 33 inciso d) del Código Procesal Penal.

-Interpretación y aplicación de la normativa procesal referente a las causales interruptoras de la prescripción. 

Se acusa que los jueces han interpretado que tratándose de normas procesales, el tratamiento es distinto que con las normas de derecho sustantivo, y que la norma aplicable es la vigente al momento de ocurrir el acto que ella regula y no opera la retroactividad de la ley. 



	10-4035-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yashín Castrillo Fernández
	19-03-10
	SE IMPIDE ASEGURAR EN LA CCSS PAREJA DEL MISMO SEXO

-Artículo 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la CCSS en el artículo 19 de la sesión número 7082, del 03-12-1996 y publicado en La Gaceta No. 25 del 05-02-1997. 

-Resolución número 003-229-10 del 09-03-2010 de la CCSS. 

Mediante la resolución impugnada la CCSS le niega a un ciudadano asegurar a su pareja, quien es mayor de edad y de su mismo sexo, pues la norma señala que sólo se podrá asegurar al compañero, entendido como persona hombre o mujer, que convive en unión libre, en forma estable y bajo un mismo techo con otra de distinto sexo. 



	10-4048-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Camilo Saldarriaga Jiménez y otro
	19-03-10
	SOLO NACIONALES PUEDEN SER REPRESENTANTES ESTUDIANTILES

-Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. Publicado en La Gaceta del 22-03-1974. 

La norma se impugna en cuanto exige como requisito indispensable, la nacionalidad costarricense para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden. 



	10-4290-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Guillermo Pérez Calderón
	24-03-10
	CONVENCION COLECTIVA DEL INS
-Artículo 140 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. 

La norma señala que es procedente el despido de un funcionario, al acumular 24 meses de incapacidad en los últimos tres años. 



	10-4352-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Tomas Federico Nassar Pérez

Calvo Distribución El Salvador S.A.


	24-03-10
	RENDIMIENTO DE GARANTIA EN CASOS DE APLICACIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL REPRESENTANTE DE CASAS EXTRANJERAS

-Artículo 10 bis de la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras No. 6209 del 09-03-1978, adicionado por la Ley No. 8629 del 30-11-2007.

La norma impugnada establece que cuando se reclame una indemnización por daños y perjuicios, deberá resarcirse íntegramente la lesión patrimonial causada o la que pueda causarse. El juez, a petición de parte, podrá fijar una garantía y fijará el plazo, en que deba presentarse, bajo apercibimiento de no oír posteriores gestiones en caso de omisión. Considera el recurrente que la norma impone un obstáculo al acceso de la justicia de la parte demandada e implica una denegatoria al derecho de audiencia. 

 

	10-4412-0007-CO

Consulta Legislativa


	Alberto Salom Echeverría y otros
	25-03-10
	REFORMAS A LEYES DE PROPIEDAD INTELECTUAL

-Reforma al artículo 2 de la Ley 6683 del 14-10-1982, artículo 52 de la Ley 8039 del 12-10-2000 y artículo 8 de la Ley 7975 del 04  de enero del 2000. Expediente Legislativo No. 17264.

Son reformas a la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad Intelectual y  Ley de Información No Divulgada. Se consultan aspectos de procedimiento parlamentario.



	10-4408-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Leiva Urcuyo
	25-03-10
	PROCESOS DISCIPLINARIOS CONTRA NOTARIOS

- Artículos 18, 19, 138, 141, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 160, 161, 164, 169, 170 del Código Notarial. 

Las normas impugnadas  regulan el proceso disciplinario “jurisdiccional” contra notarias y notarioas públicos, pues se asegura que es competencia del Poder Ejecutivo y no del Poder Judicial. 



	10-4416-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Allen Quirós Arias
	25-03-10
	SANCIONES POR PRESENTACIÓN TARDIA DE LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO DE VENTAS

-Artículo 86 párrafo 3 del Código de Procedimientos Tributarios. 

-Interpretación del Tribunal Fiscal Administrativo de párrafo octavo. 

-Directriz 22-2003, dictada por el Director de Tributación Directa del 24-06-2003.

La norma establece que a la hora de ordenar el cierre, por omitir presentar en el plazo de ley la declaración de impuesto de ventas de un negocio, la Administración desconocerá cualquier traspaso del establecimiento. 



	10-4460-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Masis Mata
	26-03-10
	SANCIONES IMPUESTAS POR EL COLEGIO DE ABOGADOS

-Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho del Colegio de Abogados de Costa Rica. Aprobado por la Junta Directiva del Colegio en sesión ordinaria del 25-11-2004, ratificado en sesión del 02-12-2004. Publicado en La Gaceta No. 242 del 10-12-2004.

Se acusa que el Colegio de Abogados publica las sanciones que impone a los profesionales asociados. Cuestiona además que las sanciones impuestas a los agremiados deben hacerse por ley.



	10-4461-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Cristian Soto Mora
	26-03-10
	SANCIONES IMPUESTAS A NOTARIOS

-Artículos 139, 146 inciso a), 143 inciso b), 144 inciso b) 145 inciso c) del Código Notarial. 

-Artículo 51 de los Lineamientos para el Ejercicio y Control del Servicio Notarial. Publicado en el Boletín Judicial número 99 del 24-05-2007.

Se acusa que las normas impugnadas no definen lo que es la falta leve versus una falta grave. Se acusa que las normas son poco claras e imprecisas. 



	10-4478-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Victor Emilio Granados Calvo
	26-03-10
	APROBACIÓN DE LEYES PARA GARANTIZAR LA TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS Y RECURSOS DEL PODER EJECUTIVO A LAS MUNICIPALIDADES

Omisión de la Asamblea Legislativa en la promulgación de la Ley de Transferencia de competencias del Poder Ejecutivo a los Gobiernos Locales, ordenado mediante reforma parcial del artículo 170 de la Constitución Política. Ley 8106 del 03-junio de 2001, publicada en el Diario Oficial La Gaceta 132 de 10-7-2001 y entró a regir  el 10 de julio del 2002 

Se acusa que desde la vigencia de la reforma parcial al artículo 170 de la Constitución Política, a la fecha  han transcurrido ocho años y ocho meses sin que se haya aprobado por parte de la Asamblea Legislativa, ninguna de las leyes necesarias para garantizar la transferencia de competencias y recursos del Poder Ejecutivo a las municipalidades del país, lo anterior  debido a la ausencia de plazo razonable alguno para promulgar  la ley. 

	10-4480-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Barrios Sancho
	26-03-10
	DESTITUCIÓN DE LOS DELEGADOS  DE LA COMISIÓN DE INTEGRACIÓN DE LA ASAMBLEA DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL BANCO POPULAR PARA EL PERIODO 2010-2014 

Decreto Ejecutivo 35687-MTSS, publicado en el alcance 1a la Gaceta  número 3 del 6 de enero del 2010 y 35717-MTSS al alcance 2 a la Gaceta 21 del 1°  de febrero de 2010, el cual adiciona y modifica parcialmente el primero, mediante los cuales reglamentó el inciso c) del artículo 14 bis de la Ley Orgánica del Banco Popular que derogó el Reglamento  publicado en la gaceta 210 del 29 de octubre de 2009, aprobado por la Junta Directiva del Banco Popular en sesión 4704 celebrada el 5 de octubre del 2009, denominado  “Reglamento para la integración de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular.

Se acusa que la aplicación del decreto ejecutivo 35687-MTSS, con lo cual se destituyó tácita y arbitrariamente  a los delegados  de la Comisión de Integración de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular para el período 2010-2014, sin mediar ninguna comunicación o explicación al respecto, y además se ordenó integrar la comisión  de integración  en la forma descrita por la nueva normativa, derogando cualquier decisión o disposición anterior sobre el tema.

 

	10-4488-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Asociación Costarricense de la Industria Fonográfica y Afines y otros 


	26-03-10
	TRATADOS INTERNACIONALES SOBRE DERECHOS DE AUTOR

-Artículo 15 párrafo 3 del Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución de Fonogramas (1996), adoptado en Ginebra el 20 de diciembre de 1996. 

-Artículo 16.1 de la Convención de Roma, sobre la Protección de los Artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de Fonogramas y los Organismos de Radio Difusión. Adoptado en roma el 26-10-1961

Las normas impugnadas señalan que la parte contratante podrá, mediante una notificación depositada en poder del Director General de la OMPI, declarar que aplicará las disposiciones del párrafo 1) únicamente respecto de ciertas utilizaciones o que limitará su aplicación de alguna otra manera o que no aplicará ninguna de estas disposiciones. Considera el accionante que el núcleo fundamental del derecho de propiedad intelectual está siendo suprimido o matizado, pues se habilita al Estado a no reconocer la remuneración equitativa que deriva del derecho de autor. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	05-14531-0007-CO.
VOTO   2010-04462


	03/03/2010
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elia Rosa Wong Dijeres en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan, por inconstitucionales,  las siguientes frases del artículo 7 del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial: "de conformidad con el artículo 80 del Código de Trabajo, cuando un servidor, en propiedad o interino se encuentre incapacitado por un periodo superior a tres meses (...) y su no ejercicio, que deberá razonarse siempre no podrá exceder del tiempo en que procede el tiempo de subsidios de acuerdo con el Reglamento del Seguro Social. En el caso de servidores interinos, la potestad conferida por esa norma deberá ser ejercitada a más tardar seis meses después de que se venció la incapacidad (...)". En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a partir del momento establecido en el voto 18356-2009 de las catorce horas y veintinueve minutos del dos de diciembre del dos mil nueve, en la que se declaró la inconstitucionalidad del artículo 80 del Código de Trabajo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	09-18785-0007-CO.

VOTO  2010-04463


	03/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ghazala, Sociedad Anónima en contra del Artículo 14 del Reglamento para verificar el cumplimiento de obligaciones patronales y de trabajadores independientes n°8051 del 27-4-06. Se rechaza de plano la acción.-

	10-01257-0007-CO.
VOTO  2010-04473


	03/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez en contra del Artículo 197 del Código Electoral, por violación del numeral constitucional 102, inc. 7. Se rechaza de plano la acción.-  Los Magistrados Calzada, Jinesta y Salazar salvan el voto y dan curso a la acción contra el artículo 197 del Código Electoral.-

	10-01854-0007-CO.
VOTO  2010-04474


	03/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Carolina Aguilar Blandino en contra del Artículo 197 del Código Electoral. Ley No. 8765. Publicado en el Alcance No. 37. Gaceta 171 del 02-09-2009. Se rechaza de plano la acción.-  Los Magistrados Calzada, Jinesta y Salazar salvan el voto y dan curso a la acción contra el artículo 197 del Código Electoral.-

	10-01537-0007-CO.
VOTO  2010-04475


	03/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Rodríguez Fonseca en contra del Convenio Para Crear Una Nomenclatura de Grados y Títulos de la Educación Superior Universitaria Estatal. Se rechaza de plano la acción.-

	10-01401-0007-CO.
VOTO  2010-04476


	03/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Chan Jaen en contra del Artículo 1, numeral 13, letra F del Decreto Ejecutivo No. 32333-MP-J, publicado en la Gaceta No. 82 del 29 de abril del 2005. Alcance No. 11. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-02756-0007-CO.
VOTO  2010-04480


	03/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Golfito en lo referente al Artículo 336 del Código Procesal Penal.  No ha lugar a evacuar la consulta.-



	09-06335-0007-CO.
VOTO  2010-04483


	03/03/2010
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. María Dolores Ramírez Bonilla en contra del Artículo 43 párrafo primero y segundo del Estatuto de Servicio Civil. Artículo 43 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Ley No. 1581 del 0-05-1953 y sus reformas.-Artículo 94 del Decreto Ejecutivo No. 33270-C. No ha lugar a las gestiones formuladas.-

	10-02561-0007-CO
VOTO  2010-04486


	03/03/2010
	. A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Manuel Gutiérrez Gómez en contra del Procedimiento Legislativo de la Ley que Regula Subvención de Centros Privados. Se rechaza de plano la acción.-   La Magistrada Calzada Salva el voto y ordena dar curso a la acción.-

	10-02725-0007-CO.
VOTO  2010-04487


	03/03/2010
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Erika Segura Escalante, Karla Bustamante Herrera en contra del Decreto Ejecutivo número 34865-MOPT del 14 de octubre del 2008. Se rechaza de plano la acción.-

	10-02127-0007-CO.
VOTO  2010-04488


	03/03/2010
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Enrique Fallas Elizondo en contra de la Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	08-07053-0007-CO.
VOTO  2010-04489


	03/03/2010
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Villalta Fernández en contra de los Artículos 1 y 5 inciso a) de la Ley No. 7605 de 2 de mayo de 1996, que deroga el régimen de pensiones de los diputados y reforma el régimen de pensiones del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción.-    La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad.-

	10-02791-0007-CO
VOTO  2010-04491

.
	03/03/2010
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Giselle Mora Peña en contra de Los Lineamientos Generales sobre la Planificación del Desarrollo Local "Lineamientos Generales sobre la Planificación del Desarrollo Local" Resolución SC-1-2009 de la Subcontralora General de la República, Resolución SC-1-2009 de la Subcontralora General de la República, publicada en la Gaceta No. 52 del 16 de marzo del  dos mil nueve, el artículo 1 párrafo penúltimo de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos y el Decreto Ejecutivo N.35388-PLAN-2009 "Reglamento de Creación de los Consejos Cantonales, Consejos Distritales y Consejos Regionales de Coordinación Institucional” del 24 de julio del 2009. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 10-000965-007-CO se tramita ante esta Sala. Con relación al Decreto Ejecutivo 35388-PLAN del 2 de julio del 2009, désele curso a la acción y téngase como ampliación de la misma.-

	10-02225-0007-CO.
VOTO  2010-04492


	03/03/2010
	A las quince horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Julio César Sevilla Vargas en contra de los Artículos 103, 110 y 254 bis del Código Penal y las Reformas a la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se deniega el trámite a esta acción.-

	10-00646-0007-CO.
VOTO   2010-04493


	03/03/2010
	A las quince horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jovel Arias Ortega en contra Ley No. 8683 del 19 de noviembre del 2008. Impuesto Solidario para el Fortalecimiento de Programas de Viviendas, Reglamento a la Ley de Impuesto Solidario para el Fortalecimiento de Programas de Viviendas. Decreto Ejecutivo No. 35515 del 18-09-2009. Se deniega trámite a esta acción.-

	10-02115-0007-CO.
VOTO   2010-04566  


	05/03/2010
	A las nueve horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. John Hernández Rojas en contra de los Artículos 17, 18 y 19 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836. Artículo 40 de la Ley General de Salud. La palabra clínico. Se rechaza de plano la acción.-

	10-01648-0007-CO.
VOTO  2010-04659


	05/03/2010
	A las once horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes de la República en contra de los Artículos 17, 18 y 19 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 y los Artículos 1 y 2 de la Ley No. 8423, específicamente en cuanto a la reforma del artículo 40 de la Ley General de Salud y del artículo 19 de la Ley No. 6836. Se rechaza por el fondo la acción.-

	07-16419-0007-CO.
VOTO  2010-04786


	10/03/2010
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Merino Del Río en contra del Artículo 41 bis al Reglamento de la Asamblea Legislativa Adicionado por medio del Acuerdo Legislativo No. 5020 del 8-11-99. Se declara SIN lugar la acción.-  (2) En la resolución de este asunto participó la Magistrada Doris Arias Madrigal en sustitución del Magistrado Castillo Víquez. Acto seguido, sale del recinto la Magistrada Arias Madrigal para dar lugar al Magistrado Castillo Víquez, quien seguirá integrando la Sala por el resto de la sesión.-

	10-03225-0007-CO.
VOTO   2010-04798


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Aguilar Ugalde en contra de los Artículos 114 y 133 inciso d) de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-

	10-02616-0007-CO.
VOTO  2010-04799


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edilberto Escobar Cascante en contra del Artículo 25, inciso d) del Reglamento de la Ley de Carrera. Se rechaza de plano la acción.-

	10-01859-0007-CO
VOTO  2010-04800

.
	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Rojas Franco en contra de los Artículos 1, 9, 11 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. No 7428 y Numeral 12 inciso c)  de la Ley General de Control Interno. No. 8292. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03227-0007-CO.
VOTO  2010-04801


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Eduardo Briceño Villegas en contra de los Artículos 34, 35, 36 y 37 de la Ley de Tránsito. Reglamento a la Ley de Tránsito. Manual de Revisión Técnica. Se rechaza de plano la acción.-

	09-18079-0007-CO.
VOTO   2010-04802


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Solidarista de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz S.A. (ASEFYL) en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte que establece la Naturaleza Jurídica de la Cesantía como un Derecho Adquirido. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03226-0007-CO.
VOTO  2010-04803


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez en contra de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-

	10-02781-0007-CO.
VOTO  2010-04804


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Enrique Rodríguez Picado en contra del Artículo 185 del Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-02854-0007-CO.
VOTO  2010-04805


	10/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Carrillo Vallejos en contra del Artículo 88 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-14976-0007-CO.
VOTO  2010-04806


	10/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara Costarricense de Restaurantes y Afines en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que se establece la naturaleza salarial del 10% de servicio en la Ley de Creación de derecho de propina a trabajadores de restaurante. Se declara SIN LUGAR la acción.-

	08-14902-0007-CO.
VOTO   2010-04807


	10/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Dinarte Zúñiga en contra del Artículo 74 del Código Municipal, la frase que dice se cobrará una tasa por el servicio de mantenimiento de parques, zonas verdes y sus respectivos servicios. Se declara sin lugar la acción.-

	09-09442-0007-CO.
VOTO   2010-04808


	10/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gloria Orozco Soto en contra del Artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que la dependencia económica del cónyuge supérstite a que se refiere el artículo 9°, párrafo primero, inciso a), del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en la sesión No. 6898 de 07 de febrero de 1995, no es absoluta o total.  Comuníquese y notifíquese. Publíquese en el Boletín Judicial y en el diario oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.-

	09-11869-0007-CO
VOTO  2010-05101

.
	16/03/2010
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alejandro Batalla Bonilla en contra del Artículo 6 de la Ley General de Control Interno No. 8292 del 31 de julio del 2002. Se declara sin lugar la acción.-

(2) En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Gilbert Armijo Sancho (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Fernando Cruz Castro, Aracelly Pacheco Salazar (en sustitución de la magistrada Calzada Miranda), Jorge Araya García (en sustitución del Magistrado Jinesta Lobo), Luis Humberto Barahona de León (en sustitución del magistrado Castillo Víquez) y Roxana Salazar Cambronero. 

	09-00900-0007-CO.
VOTO  2010-05102


	16/03/2010
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Eduardo Sánchez Sibaja en contra del Acuerdo Legislativo que convocó a la Asamblea Legislativa para sesionar extraordinariamente el 12 de diciembre de 2008. Se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.-  

(3) En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Gilbert Armijo Sancho (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Fernando Cruz Castro, Aracelly Pacheco Salazar (en sustitución de la magistrada Calzada Miranda), Jorge Araya García (en sustitución del Magistrado Jinesta Lobo), Rosa María Abdelnour Granados (en sustitución del magistrado Castillo Víquez) y Roxana Salazar Cambronero.

	10-03541-0007-CO.
VOTO  2010-05145


	16/03/2010
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Araya Rivas, Gonzalo Campos Jiménez en contra de los Artículos 319 y 452 del Código Procesal Penal. Artículo 11 de la Ley de Registros y Archivos Judiciales No. 6723 del 10 de marzo de 1982. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03293-0007-CO.
VOTO  2010-05146


	16/03/2010
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Mora Rojas en contra del Decreto Ejecutivo No. 34865-MOPT del 14-10-2008. Publicado en la Gaceta número 224 del 19-11-2008. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03594-0007-CO.
VOTO   2010-05147

	16/03/2010
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Abel Nicolás Chinchilla Mata en contra del Artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano el recurso.-



	09-03350-0007-CO.
VOTO   2010-05220


	16/03/2010
	A las dieciséis horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cascadas del Toro S.A. en contra de la Ley 8345 y otras. Se declara sin lugar el recurso.-

	10-03143-0007-CO
VOTO   2010-05221

.
	16/03/2010
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Contraloría General de la República en contra del Artículo 49 de la Undécima reforma a la quinta convención colectiva de trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 49 de la Undécima Reforma a la Quinta  Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Nacional de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-    El Magistrado Armijo pone nota.-

	10-03431-0007-CO.
VOTO  2010-05242


	16/03/2010
	A las diecisiete horas con diez minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez Penal del I Circuito Judicial de Alajuela en cuanto a la resolución de las doce horas del diecinueve de febrero del dos mil diez,  dictada dentro del expediente número 09-002419-0305-PE, que es causa por el delito de conducción temeraria cometido en perjuicio de La Seguridad Común. Acumúlese esta consulta a la que en el expediente número 10-003430-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	10-03466-0007-CO.
VOTO   2010-05243


	16/03/2010
	A las diecisiete horas con once minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela en cuanto a la resolución de las trece horas cinco minutos del dieciséis de febrero del dos mil diez,  dictada dentro del expediente número 09-002164-0057-PE, que es causa por el delito de conducción temeraria cometido en perjuicio de La Seguridad Común. Acumúlese esta consulta a la que en el expediente número 10-003430-0007-CO  se tramita ante esta Sala.

	09-04036-0007-CO.
VOTO   2010-05867


	24/03/2010
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Nacional de Profesionales en Enfermería en contra del Artículo 25 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 del 22-10-2004. Publicada en la Gaceta No. 207. Se declara sin lugar la acción.-

(2) En la resolución de este asunto participó el Magistrado Alexander Godínez Vargas en sustitución del Magistrado Fernando Castillo Víquez. Acto seguido, sale del recinto el Magistrado Godínez Vargas para dar lugar al Magistrado Castillo Víquez, quien seguirá integrando la Sala por el resto de la sesión.-

	10-02693-0007-CO.
VOTO  2010-05884

	24/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Partido del Sol en contra del Artículo 102, transitorio III del Código Electoral y Artículo IV del Reglamento de Financiamiento de Partidos Políticos. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03131-0007-CO.
VOTO  2010-05885


	24/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Arias López en contra de los Artículos 10, 29, 36 y 42 del Reglamento del Seguro Salud y otros. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03766-0007-CO.
VOTO  2010-05886


	24/03/2010
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Herson Cubero Zeledón en contra del Decreto Ejecutivo 34865. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03132-0007-CO.
VOTO   2010-05887


	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Donald Arguedas Cortés, Edwin Cyrus Cyrus, Enrique Joseph Jackson, Fernando Guerrero Chavarría, Fernando Quirós Brenes, Jorge Vásquez Jiménez, Luis Ángel Zúñiga Salas, Luis Hernández Brizuela, Luis Rojas Bolaños, Marco Vinicio Araya Barrantes, María Elena Mora Madrigal, Nolan Quirós Rodríguez, Rafael Gutiérrez Rojas en contra del Decreto Ejecutivo No. 35669 MINAET. Publicado en la Gaceta No. 3 del 06 de enero del 2010. Reglamento Orgánico del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03555-0007-CO.
VOTO  2010-05888


	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Guillén Elizondo en contra de la Reforma a la Ley de Tránsito y las modificaciones de los artículos 117, 128 y 254 bis del Código Penal. Publicada en el Alcance número 55 de la Gaceta 248 del 23-12-2008. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03968-0007-CO.
VOTO   2010-05889


	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Rodríguez Picado, Roberto Alfredo Coto Valverde en contra del Artículo 31 del Código Procesal Penal. La Ley 8590 – Fortalecimiento de la Lucha Contra La Explotación Sexual de las Personas Menores de Edad Mediante La Reforma y Adición de varios Artículos al Cobro Procesal Penal, Ley 4573. Se rechaza de plano la acción.-

	10-04026-0007-CO
VOTO  2010-05890


	24/03/2010
	. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Lobo Madrigal, María del Rocío Murillo Mora en contra de la Aplicación retroactiva de la causal de interrupción de la prescripción prevista en el artículo 33 inciso d) del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-03292-0007-CO.
VOTO  2010-05891


	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Fernando Vargas Zeledón en contra del Artículo 242 de la Ley General de Aduanas No. 7557 y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-02402-0007-CO.
VOTO   2010-05892


	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Irene Rodas Seas en contra del Artículo 7 y 8 de la Ley de Salarios y el Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, las frases "con treinta pasos consecutivos" y "hasta un máximo de treinta pasos consecutivos"  contenidas en los artículos 7 y 8 respectivamente, de la Ley de Salarios y Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. Esta declaratoria de inconstitucionalidad,  no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto reatroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y a la Contraloría General de la República.-.

	08-10337-0007-CO.
VOTO  2010-05893


	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Continental Property Brokers CPB, S.A. en contra del Artículo 6 del Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Asegurados de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción.-

	08-10485-0007-CO.
Sentencia 2010-05894

	24/03/2010
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. BN Vital Operadora de Pensiones S.A., Luis Leonardo Molina en contra del Artículo 46 inciso c) de la Ley No. 7523. Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias del 30 de junio de 1995, adicionado mediante Ley No. 7983 del 16 de febrero del 2000, publicada en el Alcance No. 11 de la Gaceta No. 35. Se rechaza por el fondo el recurso.-

	
	
	


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-0782-007-CO
	Asociación de Comunidad de Ecologistas La Ciba-Amigos de la Tierra Costa Rica (COECO CEIBA-AMIGOS DE LA TIERRA), contra el Decreto Ejecutivo No. 34958 MINAET-COMEX, publicado en el Alcance No. 53 de la Gaceta No. 242 del 15-12-2008. "Reglamento al artículo 80 de la Ley de Biodiversidad", por estimarlo contrario a los artículos 1, 9 y 50 de la Constitución Política.

Resolución de 15:30 horas del 01 de febrero del 2010
Boletin judicial 42-43-44 fechas 02,03, 04 de marzo del 2010
	PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN ASUNTOS AMBIENTALES

La norma se impugna en cuanto lesiona el derecho de participación ciudadana en los asuntos relacionados con el Gobierno de la República, derivado del Principio Democrático (artículo 9 párrafo primero de la Constitución Política), específicamente el derecho de participación en el proceso de emisión de normas de aplicación general, susceptibles de afectar directamente el derecho de la población a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, incluyendo la protección efectiva de la biodiversidad y sus elementos asociados. Estos derechos fueron violentados durante el procedimiento seguido por el Poder Ejecutivo para la aprobación del reglamento impugnado con lo que se lesiona también el precepto 50 constitucional, según el cual toda persona está legitimada para denunciar los actos que infrinjan este derecho y exigir la reparación del daño causado, pues en la medida en que se afecta el derecho del pueblo a participar, se está obstaculizando el ejercicio de esa amplia legitimación que nuestra Constitución reconoce. El Decreto impugnado, tiene por objeto regular la materia ambiental, en concreto la protección de la biodiversidad nacional y sus elementos asociados, como el conocimiento tradicional de las comunidades locales derivado de su uso o conservación. Reglamenta el artículo 80 de la Ley de Biodiversidadn número 7788, de fundamental importancia para garantizar la protección de la biodiversidad. Su consecuencia directa es la limitación, restricción e incluso modificación de los efectos y alcances de la norma legal. Sin embargo, el reglamento no fue sometido a un proceso de información o consulta a la población costarricense de previo a su promulgación definitiva, incumpliéndose de esta forma la obligación de consulta de los anteproyectos de disposiciones de carácter general, establecida en el artículo 361.2 de la Ley General de la Administración pública, por lo que se negó a la población en general, que tiene un interés difuso en la protección efectiva de la biodiversidad nacional, como las organizaciones representativas de intereses generales o corporativos que igualmente pueden resultar afectos por cualquier innovación o modificación normativa que incida sobre elementos que protegen elementos de la biodiversidad, lo que viola el derecho constitucional a la participación ciudadana y el principio democrático. El procedimiento de aprobación del reglamento impugnado en esta acción también lesiona de manera severa el derecho consagrado en el párrafo segundo del artículo 50 de la Constitución Política que incluye el derecho de toda persona a participar en aquellos asuntos donde se discuta una posible afectación al ambiente, contemplado en el Principio 10 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo. El procedimiento de promulgación de la norma reglamentaria impugnada violó las normas y principios constitucionales ya indicados, porque el reglamento se encuentra directamente vinculado a una norma esencial para la protección del ambiente y la biodiversidad, como es el artículo 80 de la Ley de Biodiversidad (7788), que establece un mecanismo de control previo para garantizar que cualquier solicitud de concesión de derechos de propiedad intelectual sobre innovaciones relacionadas con elementos de la biodiversidad, se realice respetando los objetivos, fines y principios de la Ley de Biodiversidad y los convenios internacionales para la protección de la diversidad biológica firmados por Costa Rica. Para ello la ley crea un requisito de consulta obligatoria a la Comisión Nacional de Gestión de la Biodiversidad (Conagebio) que deberán cumplir todas aquellas oficinas estatales encargadas de tramitar y resolver solicitudes de derechos de propiedad intelectual, cuando esas solicitudes versen sobre invenciones derivadas de elementos de la biodiversidad o que involucren dichos elementos, esta consulta es de efecto vinculante. 


	10-477-0007-CO
	Maureen Ballestero Vargas en su condición de diputada a la Asamblea Legislativa, para que se declare inconstitucional el artículo 262 del Código Electoral,  por estimarlo contrario a los principios de legalidad, división de poderes, reserva constitucional en materia de cancelación de credenciales, autorregulación del Parlamento y a lo dispuesto en los artículos 9, 11, 33, 35, 99, 102 incisos 3) y 5), 111, 112, 121 incisos 9) y 22)  de la Constitución Política
Resolución de 08:30 horas del 04 de febrero del 2010
Boletin judicial 42-43-44 fechas 02, 03, 04 de marzo del 2010
	CANCELACIÓN DE CREDENCIALES POR PARTE DEL TSE

La norma se impugna en cuanto confiere al Tribunal Supremo de Elecciones la competencia para cancelar las credenciales de los Miembros de los Supremos Poderes, especialmente de los Diputados a la Asamblea Legislativa, sin que exista fundamento constitucional para ello. Refiere que el constituyente estableció taxativamente las causales por las cuales los Miembros de los Supremos Poderes pueden perder su credencial. Dichas causales se encuentran expresamente previstas en los artículos 111 y 112 de la Constitución Política. En consecuencia, el artículo 262 del Código Electoral, en cuanto autoriza al Tribunal Supremo de Elecciones para cancelar las credenciales a los diputados, incurre en una clara violación del citado principio constitucional de que las causales para la pérdida de credenciales de los Miembros de los Supremos Poderes son taxativas y reguladas directamente por la Constitución.  Ninguna de las normas constitucionales le asignan al Tribunal Supremo de Elecciones la competencia de dictar la sentencia o sanción final en casos de denuncias contra los diputados ni contra los otros Miembros de los Supremos Poderes, ni permiten que sea cancelada la credencial de un diputado. La competencia del Tribunal Supremo de Elecciones en esta materia se circunscribe por mandato constitucional a la investigación de los casos de parcialidad política de los funcionarios públicos y a actividades políticas de funcionarios a quienes esté prohibido ejercerlas. Por esa razón, el artículo 262 del Código Electoral es abiertamente inconstitucional por sustraer de la Asamblea Legislativa o de la Corte Suprema de Justicia, las competencias constitucionales de juzgar a los Miembros de los Supremos Poderes, y por violentar el principio constitucional de juez natural. Así se informa para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso.

	09-017557-0007-CO
	Mario Alberto Víquez Jiménez, mayor, casado, portador de la cédula de identidad número 1-416-1051, en su condición de Presidente y representante legal del Patronato Nacional de la Infancia, y Lilliana Alonso  Sáenz, mayor, casada, portadora de la cédula de identidad número 1-592-497, en su condición de Presidenta y representante legal de la Unión de Instituciones Privadas de Atención al Menor (UNIPRIM), contra los artículos 1, 6, 7, 13, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de la Ley General de Centros de Atención Integral, ley número 8017.

Resolución de las 9:41 horas del 18 de febrero del 2010
Boletin judicial 46- 47- 48 fechas 08, 09, 10 de marzo del 2010

	OTORGAMIENTO DE PERMISOS A ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES VINCULADAS A LA ATENCIÓN DE MENORES DE EDAD

Las normas se impugnan en cuanto asigna a un órgano adscrito al Ministerio de Salud denominado Consejo de Atención Integral, funciones y atribuciones que le competen exclusivamente al PANI y al Ministerio de Salud. Dentro de esas atribuciones están las de autorizar, supervisar, fiscalizar y coordinar el adecuado funcionamiento de las diversas modalidades de atención integral de los niños hasta los doce años, y las de dictar políticas de atención integral de los niños, sin embargo, esas son competencias constitucionalmente asignadas al Patronato Nacional de la Infancia, de conformidad con el artículo 55 de la Constitución Política. Asimismo, las normas atribuyen al Consejo la competencia para autorizar, fiscalizar e incluso sancionar el funcionamiento de los centros de atención integral, lo cual es competencia del Ministerio de Salud en conjunto con el PANI. Además, ello provoca que los centros privados no gubernamentales que se encarguen de la atención integral de los menores de doce años, deban seguir dos procedimientos paralelos para adquirir los permisos de funcionamiento, lo cual provoca atrasos y dificultades para los centros, quienes incluso han dejado de recibir oportunamente los subsidios y aportes económicos del Estado. Por todo lo anterior, se estima que las normas impugnadas producen una invasión en las competencias constitucionalmente asignadas al PANI como institución autónoma especializada encargada de la protección del menor, y vulneran su  autonomía en perjuicio del interés superior del menor.  

	10-1493-007-CO
	Kendall Alpízar Cruz contra el artículo 56 del Código de Familia.

Resolución de las 13:33 del 18-02-2010
Boletin judicial 46-47-48 fechas 08, 09, 10 de marzo del 2010

	DETERMINACIÓN DE GUARDA, CRIANZA Y EDUACIÓN DE LOS HIJOS EN CASOS DE DIVORCIO

La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, al indicar que en caso de divorcio el Tribunal determinará a cuál de los cónyuges confía la guarda, crianza y educación del menor, lo que implica suspender parcialmente la patria potestad a uno de los progenitores, pese a que a priori ambos gozan de dichos deberes-obligaciones. Considera que el artículo impugnado violenta el principio de igualdad, ya que impone eliminar cualquier diferencia que pueda existir en el ejercicio parental de la patria potestad, los principios de razonabilidad y proporcionalidad en relación con los artículos 158 y 159 del Código de Familia que establecen las condiciones en que se da la terminación y suspensión de la patria potestad y el debido proceso, pues al nacer un niño que no viva con ambos padres, en el momento de un divorcio o en una separación de una unión de hecho, el artículo 56 del Código de Familia suspende parcialmente la patria potestad de uno de los padres de manera automática, convirtiéndose en una sanción automática. Estima que la norma transgrede también el principio de interés superior del menor, ya que es parte de este interés que el niño sea guardado, educado y criado por ambos padres, si ambos son idóneos para ejercer la guarda, crianza y educación.

	10-1095-007-CO
	Ana Isabel Biamonte Pérez en su condición de Presidenta del Partido "El Puente y los Caminos de Mora",  para que se declare inconstitucional el artículo 41 del Código Electoral, Ley número 8765 del diecinueve de agosto del dos mil nueve. 

Resolución de 15:50 horas del 03 de marzo del 2010

Boletin judicial 60-61- 62chas 26-29-30 de marzo del 2010
	CONFORMACIÓN DE JUNTAS RECEPTORAS DE VOTOS

 La norma se impugna en cuanto limita la conformación de las juntas receptoras de votos a la representación de los partidos inscritos a escala nacional, lo cual afecta a los partidos cantonales, al no tomarlos en consideración.



	10-00373-0007-CO
	RODRIGO CALVO SANCHEZ, mayor, casado, portador de la cédula de identidad número 4-102-484, para que se declare la inconstitucionalidad de los  artículos 22, 23, 24, 25 y el Transitorio XIII de la Ley de Protección al Trabajador número 7983, por estimarlos contrarios a los artículos 33, 41 y 129 de la Constitución Política.
Resolución de 08:50 horas del 08 de marzo del 2010

Boletin judicial 60-61- 62chas 26-29-30 de marzo del 2010

	RETIRO DE FONDOS DEL REGIMEN OBLIGATORIO DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS

Las normas se impugnan por cuanto lo estipulado en el transitorio XIII resulta discriminatorio y contrario al artículo 33 de la Constitución Política. No es lógico que los trabajadores que se pensionen dentro de los diez años siguientes a la vigencia de la ley, puedan retirar la totalidad de los fondos acumulados en sus cuentas hasta ese momento y los que lo hagan posteriormente no, pues es una diferencia antojadiza. También se considera que el transitorio es inconstitucional por cuanto los fondos acumulados son individuales, conforme lo estipula el artículo 9, de la citada ley. Dicho artículo dispone que el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias será de capitalización individual y operará como un complemento de otros regímenes. Si se trata de un asunto individual no se puede bajo ninguna circunstancia, menoscabar la autonomía de la voluntad, para decidir si se retira o no la totalidad de lo acumulado. Los artículos 22, 23, 24 y 25 de la ley, lo que establecen son varias alternativas para escoger a la hora de pensionarse, pero todas destinadas al no retiro de la totalidad de lo acumulado, limitando así el derecho de cada persona que decida pensionarse,  pues limita su derecho de decisión y provoca una discriminación entre las personas  que se pensionen antes del 1 de marzo del 2010 y los que lo hagan posteriormente


	10-001695-0007-CO
	María Doris Gutiérrez Carrera contra el  artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Resolución de 09:15 horas del 08 de marzo del 2010

Boletin judicial 60-61- 62chas 26-29-30 de marzo del 2010

	ELIMINAN PENSIÓN POR CASARSE DE NUEVO

La norma se impugna en cuanto violenta el artículo 33 de la Constitución Política, ya que produce una situación de desigualdad frente a la familia  con base en el matrimonio legal y afecta los derechos patrimoniales de ésta, pues obligaría a la pareja a mantenerse en una unión de hecho, para no perder el derecho, lo que fomenta ese tipo de relaciones y en consecuencia provoca la lesión a los derechos señalados en el artículo 571 del Código Civil, porque limita el derecho a heredar, así como los demás derechos que señala el Código de Familia, incluyendo lo señalado en el artículo 160, en cuanto a los alimentos. Dicha norma excede los límites de razonabilidad y violenta otros derechos fundamentales, como la protección constitucional al matrimonio como base de la familia.  Aduce que la norma también contraviene el artículo 74 de la Constitución Política, que establece que el derecho de pensión es de carácter irrenunciable pues la norma restringe el libre ejercicio del derecho a contraer matrimonio, por lo que tal situación eliminaría de forma automática el derecho a la pensión, es decir, una renuncia a dicho derecho. Afirma que ya esta Sala ha declarado inconstitucionales otras normas que establecían ilegítimamente  la caducidad del derecho de pensiones por hecho de contraer matrimonio, y en ese sentido se cita el voto 08-016976. Asimismo, el inciso d) del artículo 20 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte lesiona los principios de razonabilidad y proporcionalidad que integran el bloque de constitucionalidad al establecer una sanción al derecho a contraer matrimonio y propiciar relaciones de hecho que no son las que nuestro sistema establece como base de la sociedad.

	
	
	


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN

	FECHA
	VOTO

	42
	02/03/2010
	Sentencia 2009-13590

Expediente 09-06254-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jeffry Madrigal Angulo en contra del Artículo 09 del Decreto Ejecutivo 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 9 del Decreto Ejecutivo N° 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	46
	08/03/2010
	Sentencia 2009-14027

Expediente 08-07911-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Asesoría ASEPRO DE CENTROAMERICA Sociedad Anónima en contra del Artículo 100, inciso a) de la Ley de Contratación Administrativa, Ley número 7494 del dos de mayo de mil novecientos noventa y cinco y artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. Se declara parcialmente con lugar la acción.- En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "y aplicará a todo el sector público" contenida en el párrafo segundo del artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto número 33411-H del veintisiete de setiembre de dos mil seis. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo y a la Contraloría General de la República.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.- En lo restante, se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.-


	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN

	FECHA
	VOTO

	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-05221

Expediente 10-03143-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Contraloría General de la República en contra del Artículo 49 de la Undécima reforma a la quinta convención colectiva de trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 49 de la Undécima Reforma a la Quinta  Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Nacional de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-  El Magistrado Armijo pone nota.-

	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-05220

Expediente 09-03350-0007-CO. A las dieciséis horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cascadas del Toro S.A. en contra de la Ley 8345 y otras. Se declara sin lugar el recurso.-

	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-05102

Expediente 09-00900-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Eduardo Sánchez Sibaja en contra del Acuerdo Legislativo que convocó a la Asamblea Legislativa para sesionar extraordinariamente el 12 de diciembre de 2008. Se declara sin lugar la acción planteada.- Notifíquese.-   (3) En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Gilbert Armijo Sancho (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Fernando Cruz Castro, Aracelly Pacheco Salazar (en sustitución de la magistrada Calzada Miranda), Jorge Araya García (en sustitución del Magistrado Jinesta Lobo), Rosa María Abdelnour Granados (en sustitución del magistrado Castillo Víquez) y Roxana Salazar Cambronero.

	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-04806

Expediente 09-14976-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara Costarricense de Restaurantes y Afines en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que se establece la naturaleza salarial del 10% de servicio en la Ley de Creación de derecho de propina a trabajadores de restaurante. Se declara SIN LUGAR la acción.-

	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-04807

Expediente 08-14902-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Dinarte Zúñiga en contra del Artículo 74 del Código Municipal, la frase que dice se cobrará una tasa por el servicio de mantenimiento de parques, zonas verdes y sus respectivos servicios. Se declara sin lugar la acción.-

	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-04808

Expediente 09-09442-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gloria Orozco Soto en contra del Artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que la dependencia económica del cónyuge supérstite a que se refiere el artículo 9°, párrafo primero, inciso a), del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en la sesión No. 6898 de 07 de febrero de 1995, no es absoluta o total.  Comuníquese y notifíquese. Publíquese en el Boletín Judicial y en el diario oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.-



	63
	31/03/2010
	Sentencia 2010-04786

Expediente 07-16419-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Merino Del Río en contra del Artículo 41 bis al Reglamento de la Asamblea Legislativa Adicionado por medio del Acuerdo Legislativo No. 5020 del 8-11-99. Se declara SIN lugar la acción.-  (2) En la resolución de este asunto participó la Magistrada Doris Arias Madrigal en sustitución del Magistrado Castillo Víquez. Acto seguido, sale del recinto la Magistrada Arias Madrigal para dar lugar al Magistrado Castillo Víquez, quien seguirá integrando la Sala por el resto de la sesión.-
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AMBIENTE 

6064-10. RETARDO PARA FINALIZAR LA CONSTRUCCIÓN DEL PUENTE SAN LUIS EN GUÁCIMO. Indican  los recurrentes que desde el año 2006, el Río Platanar derrumbó el puente que comunica a la comunidad del Bosque con la Comunidad de San Luis de Guácimo, y dejó a dichas comunidades incomunicadas, lo cual constituye un enorme peligro a todos los vecinos que viajan a diario por ese camino para ir a trabajar, y los niños que transitan rumbo a la escuela.  Señalan que debido a las peticiones presentadas por ellos la Comisión Nacional de Emergencias contrató a una empresa, bajo la contratación número CE-087-08, para solucionar el problema.  Refieren que dicha empresa solamente ha construido los bastiones de dicho puente, y dejó abandonada la obra,  la cual está suspendida desde hace ya más de nueve meses.  Acusan que pese a que han solicitado explicaciones a la Municipalidad recurrida, al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, a la fecha no ha sido posible que se les brinde una respuesta y solución inmediata al grave problema, a pesar que se invirtieron recursos públicos.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que en el ámbito de sus competencias y atribuciones, tome las medidas necesarias y gire las órdenes que correspondan para que en el plazo de un año, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se concluya la construcción del puente denominado San Luis, en Guácimo, que ha sido objeto de este recurso. CL

6130-10. SE ORDENA RESTABLECER EL PASO Y EL SERVICIO DE AGUA POTABLE EN LA COMUNIDAD DE LOMAS DEL TORO EN MATINA DE LIMÓN.  Reclaman los recurrentes que en la comunidad de Lomas del Toro, Matina, se presentó maquinaria una  empresa  contratada por la Comisión Nacional de Emergencias para la construcción de un puente en dicha comunidad. Aducen que, sin previo aviso a las comunidades, tiraron el puente y, con él, las tuberías del acueducto. Señalan que en la comunidad ubicada en la parte alta, cincuenta y siete familias quedaron incomunicadas de tres rutas de acceso que eran las únicas por las que se podía ingresar a la comunidad. Añaden que el siete de septiembre de dos mil nueve, en unión con la Municipalidad de Matina, se reunieron con la Presidenta de la Comisión Nacional de Emergencias, ocasión en la que se tomaron una serie de acuerdos en beneficio de la comunidad, que hasta ahora, no se han cumplido. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que en el término improrrogable de dos días, contado a partir de la notificación de esta resolución, proceda a llevar a cabo las acciones necesarias para que se reestablezca el paso y sobre todo el servicio de agua potable, de forma permanente en la Comunidad de Lomas del Toro en Matina Limón y todas las comunidades que se hayan visto afectadas por el proceder indebido de la Constructora Solano Fallas, contratada por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. CL

5996-10. CAMIONES CISTERNAS NO CUMPLEN REQUISITOS PARA CIRCULAR  DE ACUERDO AL PARÁMETRO DE ANTIGÜEDAD. Aduce el recurrente que en  los decretos que fijan los requisitos para los camiones cisternas de transporte de  hidrocarburos; se emitió un criterio en el cual  se dispuso que no se le exija los 10 años de antigüedad,  ni lo referente a las pruebas de hermeticidad, de presión y medición de espesores.  Asegura que los requisitos que se exigen en esos decretos están en relación con los aspectos de seguridad en la operación de los cisternas, vehículos que potencialmente pueden afectar el medio ambiente y salud de las personas. Al respecto, indica que un solo litro de hidrocarburos es suficiente para contaminar más de quinientos mil litros de agua, según datos de Acueductos y Alcantarillados y el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento, y, por ende, es preocupante que actualmente el ochenta y cinco por ciento de la flota vehicular tenga más de diez años de antigüedad. Considera que el Estado esta incumpliendo con su obligación de proteger la salud vida y ambiente de los costarricenses. Solicita que se exija que no sean utilizados por parte del MINAET vehículos que no cumplan con los requisitos en mención y, que los que actualmente se encuentran bajo esas condiciones sean sacados de circulación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro y  al Director General de Transporte y Comercialización de Combustibles, ambos del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, respectivamente, que dentro del ámbito de sus competencias se adopten dentro de un plazo de seis meses  las medidas necesarias para dar cumplimiento a los Decretos Ejecutivos 24813-MAE y 32921-COMEX-MINAE-MEIC y se cumpla con el parámetro de antigüedad que dispone el artículo 22 del Decreto Ejecutivo 24813-MAE con respecto a los cisternas que transportan derivados de hidrocarburos y se ajuste a derecho. CL 
6038-10. PROBLEMAS POR FALTA DE ALCANTARILLADO EN LA COMUNIDAD DE LOS CORALES 1 DE LIMÓN. Refieren  los recurrentes que son vecinos de Corales 1 en Limón centro, localidad que presenta serios problemas en el alcantarillado público de aguas negras, jabonosas y servidas.  Aducen haber denunciado el problema ante la Ministra de Salud, no obstante, aunque se comprobó el daño al ambiente, nunca se le entregó a los vecinos un documento en el que se indicaran las medidas que se adoptarían para solucionar el problema. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Limón y  al Director de la Región Huetar Atlántica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; lo siguiente: a) Que dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia brinden una solución efectiva al problema generado por la falta de alcantarillado público de aguas negras, jabonosas y servidas, en el sector Los Corales 1 de Limón, de conformidad a las ordenes sanitarias emitidas por el Área Rectora de Salud de Limón; b) Que de inmediato inicien las gestiones correspondientes para solventar el problema generado por la falta de alcantarillado sanitario en ese lugar, para lo cual deberán adoptar las medidas presupuestarias correspondientes. CL

6022-10. PROBLEMAS DE INUNDACIONES PROVOCADOS POR RÍO NÚÑEZ EN PANDORA DE LIMÓN. Alegan los  recurrentes que  son vecinos de San Rafael de Pandora, Limón, y se dedican a la agricultura. Indican que desde hace tiempo han tenido problemas relacionados con inundaciones provocadas por el Río Núñez, el cual colinda con sus fincas. Refieren que esta situación ha empeorado con el transcurso del tiempo, y hace 4 meses su cauce se introdujo en sus parcelas, con lo que se dañaron los cultivos  Explican que ante la inminencia del peligro se unieron a fin de construir un dique, sin embargo,  se interpuso una queja en su contra, lo que ocasionó que los trabajos fueran suspendidos de inmediato. Que acudieron al Ministerio recurrido, a fin de requerir que se ocuparan de sus problemas, pero se les indicó que ellos no eran competentes en esa materia, por lo que tenían que acudir ante la Comisión Nacional de Emergencias. Pese a lo dicho, ninguna de las autoridades recurridas se ha preocupado en prestarles auxilio, y el cauce del río ha crecido tanto que está a punto de dañar los postes de luz y la calle de acceso a su comunidad.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que de inmediato y de manera coordinada, procedan a atender la gestión de los accionantes formulada el 8 de octubre de 2009, relacionada con el riesgo de inundaciones del río Núñez y la construcción de un dique en su cauce, para cuyo efecto deberán realizar las inspecciones correspondientes por medio de los órganos internos competentes. CL

5402-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA QUE PROVOCA BAR EN SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Indica la recurrente que el  20 de junio de 2009 se produjo un gran escándalo en un bar que se ubica contiguo a su casa de habitación en Santo Domingo de Heredia. Debido a lo anterior llamó de manera inmediata a la policía de la localidad, quienes al llegar al sitio levantaron un acta de lo acontecido. Agrega que el día 29 de junio de 2009, presentó un escrito ante la Sección de Patentes de la Municipalidad de Santo Domingo, con el fin de ponerlos en conocimientos de los hechos acusados, y a su vez les hizo ver que el problema del ruido se venía dando desde hace mucho tiempo, pues el dueño del local comercial normalmente cierra las puertas de su bar a medianoche, pero sus clientes se quedan hasta la dos o tres de la mañana. Acusa que en varias oportunidades ha denunciado los problemas  por el exceso de ruido y que la municipalidad  recurrida ha omitido tomar acciones concretas para solventar la problemática que sufre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Santo Domingo, al Alcalde, al Encargado de Gestión de Cobros y Patentes y Encargado del Departamento Legal de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, disponer, de inmediato, lo necesario para proteger la salud de la amparada con respecto a las actividades en el negocio Bar y Marisquería El Róbalo, programando inspecciones, girando las órdenes pertinentes y, de ser necesario, emitiendo medidas cautelares y ejerciendo la potestad sancionatoria con que cuentan. De las medidas adoptadas deberán informar a la Sala en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL 
5442-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA POR RUIDO QUE GENERA CENTRO RELIGIOSO EN OROTINA. Indica el recurrente que es vecino de Orotina en un barrio residencial, y que cerca de su casa se ubica un edificio construido con bloques de cemento, el cual fue alquilado a una Iglesia Evangélica. Señala  que los  vecinos han soportado desde hace año y medio el ruido desmedido que el templo genera, sin que las autoridades hagan nada por arreglar esa situación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, lo siguiente: a) Proceder de inmediato, a realizar las mediciones sónicas suficientes, en el Centro Religioso denominado Cristo Centro ubicado en Orotina, así como en la vivienda del denunciante, a fin de determinar si los niveles de sonido emitidos por dicho centro religioso cumple los rangos permitidos por la ley; b) En caso de constatar la existencia de alguna irregularidad, emitir y ejecutar las órdenes correspondientes, para brindar una solución definitiva al problema. CL

5408-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL QUE GENERAN INMUEBLES DEL ESTADO EN BARRIO SAN JOSÉ EN CURRIDABAT. Acusa el recurrente que es vecino de Barrio San José y en reiteradas ocasiones ha logrado apreciar a personas con discapacidad circular por la calle ya que las aceras no cuentan con rampas para el uso de esta parte de la población, lo que pone en peligro su integridad física. Agrega también que en esa misma comunidad, existen varios lotes, propiedad del Estado, que son utilizados como tiradero de basura, lo que genera malos olores, asimismo, se constituyen en criaderos de dengue. Sin embargo, hasta el momento, aún no ha recibido respuesta a su gestión, tampoco una solución a los problemas planteados.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente del Concejo Municipal  al  Alcalde Municipal de Curridabat,  al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo y  al Ministro de Obras Públicas y Transportes, que de inmediato, dispongan lo necesario para eliminar definitivamente los problemas de contaminación ambiental que se producen en los inmuebles del Ministerio de Obras Públicas y Transportes e Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo que se ubican en el Barrio San José y tomen las medidas necesarias para garantizar que, en plazo de doce meses contado a partir de la notificación de esta resolución, en ese barrio se eliminen las barreras arquitectónicas existentes para la población discapacitada. CL

4881-10. BOTADERO DE BASURA EN LOS CHILES  GENERA PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. Alega la recurrente que el botadero municipal de los Chiles genera serios problemas de salud y contaminación ambiental, toda vez que el mismo no cumple con los estudios correspondientes ni con los requisitos legales y reglamentarios para funcionar. Señala que el mismo se encuentra a cielo abierto, situación que puede generar una catástrofe en la población, y que a unos kilómetros del botadero se encuentran los pozos de agua que abastece a la localidad y que al no haber ningún estudio de factibilidad podría ocasionar una contaminación en los mantos acuíferos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Los Chiles, adoptar de inmediato las medidas que sean necesarias para que no se siga utilizando como botadero de basura la finca ubicada en el sector conocido como El Parque de Los Chiles, debiendo encontrar un terreno que se establezca como verdadero relleno sanitario con todos los requisitos legales y reglamentarios. Asimismo se ordena al Director del Área Rectora de Los Chiles del Ministerio de Salud, o a quien en su lugar ocupe este cargo, vigilar el desarrollo de los planes que dicha Municipalidad establezca para dicho fin. Se ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Los Chiles, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL

4938-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL ORIGINADA POR BOTADERO DE BASURA EN POCOCÍ. Manifiesta el recurrente que el botadero del cantón de Pococí, deviene en un enorme foco de contaminación ambiental, al no contar como mínimo con los medios para el manejo  de los desechos sólidos conocidos como lixiviados.  Señala que los recurridos con sus actuaciones y omisiones han violentado el Reglamento de Rellenos Sanitarios, al no  disponer de una planta para el tratamiento de los lixiviados y el cumplimiento de las especificaciones técnicas establecidas en el Reglamento de Aprobación y Operación de Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales, Que en efecto, hace más de tres años han venido monitoreando el vertedero que utiliza la Municipalidad recurrida para disposición de todos los desechos que se producen en ese  cantón, incluyendo los infecto contagiosos (hospitalarios), los cuales constituyen por su composición una verdadera amenaza para la salud pública y particularmente la integridad física de las personas conocidas como "buzos", que se dedican a buscar y recolectar materiales reciclables o reutilizables entre la basura, con los riesgos de contraer diversas enfermedades, por no contar con las condiciones básicas y los implementos de rigor. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

4949-10. FUNCIONAMIENTO DE FINCAS PIÑERAS EN BERLIN DE LOS CHILES PRODUCE LA DESTRUCCIÓN DE BOSQUES Y HUMEDALES. Argumenta la recurrente que se presentó ante el Tribunal Ambiental Administrativo una denuncia sobre la siembra de cientos de hectáreas de piña, en Berlín de Los Chiles. En ese momento, se expuso que las piñeras han destruido paulatinamente bosques y humedales, sin que ni siquiera contaran con los permisos de ley. Así las cosas, el 19 de enero de 2009 el Tribunal emitió la resolución número 33-99-TAA a través de la cual requirió al Ministerio de Salud del Área Huetar Norte, que investigara los hechos denunciados y presentara el informe correspondiente, además, pidió un informe a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, a efectos de verificar si esas empresas contaban con la viabilidad ambiental. Fue así como el 11 de febrero de 2009 el Ministerio de Salud remitió el primer oficio al Tribunal donde indicó que ninguna de las dos compañías piñeras investigadas contaba con los permisos sanitarios; igual aconteció con el informe de la Secretaría, donde se advirtió que tampoco tenían las viabilidades ambientales. Aduce además que dentro del expediente que se tramita en el Tribunal, hay una copia de una denuncia en la Fiscalía de Los Chiles,  en donde se ordenó clausurar esa actividad, pues no cuenta con permisos ni con la viabilidad ambiental; y en lo relativo a los cultivos, y se denunció la falta de un plan de manejo de desechos, de operación de actividades que involucren agroquímicos, de medidas de seguridad, de monitoreos para desechar la contaminación del suelo y de las aguas superficiales y subterráneas, por lo que en ese sentido, se recomendó acatar las disposiciones del Tribunal Ambiental y ponerse a derecho con los permisos. Pese a la existencia de ese informe,  no hay prueba alguna que los criterios emitidos se hubieran acatado por parte del Área recurrida, ni tan siquiera el Tribunal Ambiental Administrativo ha actuado ni ha emitido ninguna determinación al respecto, ello desde el mes de mayo pasado. Se declara CON LUGAR el recurso y en consecuencia se ordena: a)  al Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo, proceder dentro del plazo máximo de un mes a partir de la notificación de esta resolución a resolver de forma definitiva la denuncia que se tramita bajo expediente no.319-08-01TAA y a determinar y valorar los daños que causaron las empresas recurridas por haber funcionado sin los permisos respectivos; b) al Director Regional del Ministerio de Salud Región Huetar Norte, proceder dentro del plazo máximo de diez días a partir de la notificación de esta resolución a tomar las medidas que correspondan con la situación actual según aparecen en las recomendaciones del informe de inspección sanitaria oficio G-RRS-RHN-16-2009 en lo que corresponda. Asimismo, proceda a verificar el funcionamiento de las fincas piñeras de Berlín de los Chiles y finca la Lora en la Unión del Amparo, efectuar inspecciones y fiscalizaciones periódicas sobre la actividad desplegada por las empresas Jimmy Hause S.A., Swiss Tropical Fruit S.A. y Agro Vicces S.A., determinar si existen reportes de contaminación en las aguas cercanas y tomar las medidas correctivas que las inspecciones arrojen, en cuenta la clausura de la actividad Piñera desarrollada en la Finca Berlín de Los Chiles si se comprueba que no tiene viabilidad ambiental; c)a los representantes legales de las empresas THE JIMMY HAUSE S.A., cédula jurídica 3-101-377021, AGRO VICCES S.A., cédula jurídica 3-101-484848 Y SWISS TROPICAL FRUIT S.A, cédula jurídica 3-101-325320, empresas que tienen propiedades con actividad de piña en Berlín de los Chiles (propiedad de Jimmy Hause S.A., administrada por Swiss Tropical Fruit S.A.) y en la Unión del Amparo, finca la Lora (propiedad de Agro Vicces S.A.) a paralizar las actividades relacionadas con la piña que no cuenten con los respectivos permisos, y en todo caso, a realizar dichas actividades en respeto del derecho a gozar de un ambiente sano y el derecho a la salud de los vecinos de la zona. CL

4961-10.CONSTRUCCIÓN DE TORRES ELÉCTRICAS EN GOLFITO PONE EN PELIGRO VIVIENDAS ALEDAÑAS. Acusan los recurrentes que en el lugar donde actualmente viven con sus familias el Instituto Costarricense de Electricidad tiene una central o Sub Estación en Río Claro de Golfito y por tal motivo en la zona existen varias torres de soporte de líneas de transmisión eléctricas. No obstante, actualmente están construyendo una línea de transmisión eléctrica a nivel centroamericano, y ha iniciado los trámites de construcción de dos torres en terrenos aledaños a sus casas. Acusan que para elaborar dicha torre el Instituto recurrido adquirió algunos terrenos, junto con una servidumbre que requieren para el paso de las líneas eléctricas e iniciaron los trámites para adquirir o expropiar algunas casas que están ubicadas en la parte donde desviaron la dirección de esas líneas. Comentan que sus casas de habitación quedan dentro del ángulo interno del triángulo que se forma entre ambas torres, con el agravante de que pueda ocurrir un siniestro por derrumbe, llevándose todas las casas aledañas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
4691-10. PERMISO DE TALA DE ÁRBOLES EN BARRIO EL CACAO DE SANTA CRUZ. Refiere  la recurrente que el Apoderado Especial de Banco Improsa SA, presentó en la Oficina Regional del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones en Santa Cruz, solicitud de permiso de aprovechamiento de árboles sobre una finca propiedad de esa entidad financiera, ubicada en el Barrio El Cacao, con el fin de desarrollar un proyecto de vivienda. Indica que la Oficina Regional del MINAET en Santa Cruz, otorgó permiso de tala de árboles para aprovechamiento al recurrido, sin realizar un análisis riguroso de aspectos relevantes para la conservación, protección y prevención futura de faltantes de agua en la comunidad de Barrio El Cacao de Santa Cruz, no se ajusta a las labores que por ley le corresponden al MINAET. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Banco Improsa Sociedad Anónima. Se ordena al Apoderado Especial de ese Banco, que debe detener en forma inmediata el "Proyecto Conjunto Residencial de Interés Social El Cacao", sito en Santa Cruz de Guanacaste, hasta tanto se cumplan todos los requisitos legales que permitan su ejecución. Respecto al Jefe de la Oficina Subregional de Santa Cruz, Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, el Director de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y el Gerente del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

4594-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA EN CALLE OCHO DE SAN RAMÓN PROVOCADA POR EL PASO DE  VEHÍCULOS PESADOS. Indica el recurrente que la municipalidad recurrida, asignó la calle ocho de San Ramón, como ruta de paso de vehículos pesados. Manifiesta que es una calle residencial, en la que no existen fábricas, ni comercios grandes, por lo que el paso constante  durante las veinticuatro horas del día de los vehículos supra mencionados, provoca gran contaminación sónica que afecta a los vecinos de la localidad, por el uso de pitonetas y frenos de motor. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de San Ramón y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena al Alcalde Municipal de San Ramón, al Ministro, y al Director General de Ingeniería de Tránsito, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva el problema de contaminación sónica que aqueja al recurrente, por el paso de vehículos durante la noche en la Calle 8 de San Ramón. Asimismo, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de San Ramón, que luego de transcurrido el plazo otorgado para el cumplimiento de la orden mencionada, realice las mediciones sónicas correspondientes, con el fin de comprobar si se mantiene el problema de contaminación sónica acusado, situación de la que deberá informar a este Tribunal. CL 
4543-10.CONSTRUCCIÓN DE ACERA PEATONAL EN QUEPOS OBSTRUYE LA SALIDA DE AGUAS PLUVIALES Y RESIDUALES.  Alude  el recurrente que la Empresa Constructora y de Concesiones M.E.C.O  tiene a su cargo la pavimentación de la ruta 34 Quepos, pero cuando se construyó la acera peatonal a lo largo del trayecto y construyó una entrada de cemento hasta el portón de su propiedad. Indica que dicha entrada obstruye la salida de las aguas pluviales y las aguas residuales que bajan de las propiedades ubicadas en la parte superior de su vivienda, y por la inundación que se produce se imposibilita el paso tanto a su familia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
4630-10. CONTANIMACIÓN SÓNICA POR ACTIVIDADES QUE SE REALIZAN EN BAR Y SALA DE EVENTOS EN URBANIZACIÓN SEQUEIRA EN SAN JUAN DE SANTA BÁRBARA DE HEREDIA. Argumentan  los recurrentes que los establecimientos comerciales Bar Potrero y Sala de Eventos La Hacienda ubicados en la Urbanización Sequeira, en San Juan de Santa Bárbara de Heredia, someten a los recurrentes a una extrema contaminación sónica, por las actividades que realizan en sus inmuebles Solicitan se ordene a la autoridad de policía detener cualquier actividad que atente contra el disfrute del derecho a un ambiente sano. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora a.i. de la Región Rectora de Salud Central Norte del Ministerio de Salud; a la Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Belén-Flores, a la Alcaldesa Municipal de Flores, y al Presidente del Concejo Municipal de Flores, que procedan, de inmediato y en el marco de sus competencias, a disponer lo necesario para que los negocios Bar El Potrero y Sala de Eventos La Hacienda cumplan estrictamente el plan de confinamiento de ruidos que se les autorizó, verifiquen si ese plan logra con eficacia confinar los ruidos molestos para los vecinos y se corrobore si los negocios funcionan dentro del horario exacto permitido. CL 
4509-10.CONTAMINACIÓN SÓNICA GENERADA A HUÉSPEDES DE HOTEL POR EL RUIDO DE LA BOCINA DEL TREN Informa el  recurrente que es propietario de un pequeño hotel donde se suelen hospedar  europeos en un plan de descanso y sana recreación. Sin embargo, en la esquina sur de la cuadra donde está el hotel pasa la línea férrea y cada vez que pasa el tren, los maquinistas accionan sin control y de forma constante la bocina cuyo volumen es extremadamente alto, situación que causa enormes molestias. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

4497-10. DENUNCIA POR DESVIÓ DE AGUAS DE TANQUE SÉPTICO.  Aduce la recurrente que presentó una denuncia ante el Ministerio de Salud por la desviación de las aguas del tanque séptico de  un vecino de su propiedad.  Que la autoridad recurrida ordenó al responsable realizar las reparaciones necesarias  a fin de evitar la filtración, pero a la fecha no se ha cumplido lo ordenado.  Acusa que a la fecha no se ha solucionado el problema de salud y contaminación que le ha afectado.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
4595-10. MALAS CONDICIONES DE  LAS ALCANTARILLAS Y TRAGANTES EN PUNTARENAS.   Aduce el recurrente que el  alcantarillado del cantón Central de la provincia de Puntarenas, el cual está colapsado y debe ser reemplazado por ser este una trampa mortal para enfermedades. Solicita que se ordene a los recurridos reemplazar el alcantarillado sin más plazos, pues se ve el desinterés o la falta de una buena administración para resolver este crónico problema.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Puntarenas y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Puntarenas, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo establecido por la  Orden Sanitaria número 083-V-2009, se cumpla con lo dispuesto por dicho pronunciamiento, y a su vez se limpien y reparen las alcantarillas y tragantes de la ciudad de Puntarenas. Asimismo, se ordena a  la  Alcaldesa Municipal de Puntarenas, a la Jefe de la Región Pacífico Central, y al Gerente General, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de seis meses se brinde una solución efectiva al problema del alcantarillado pluvial de la ciudad de Puntarenas. CL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
5102-10. ACUERDO LEGISLATIVO EN DONDE SE HACEN LOS NOMBRAMIENTOS DE LOS MIEMBROS DE LA SUTEL.  Acción de Inconstitucionalidad en contra del Acuerdo Legislativo que convocó a la Asamblea Legislativa para sesionar extraordinariamente el 12 de diciembre de 2008. El Acuerdo impugnado convocó a la Asamblea Legislativa para realizar sesión extraordinaria el día viernes 12 de diciembre de 2008, así como los acuerdos tomados en la mencionada sesión por conexión, por estimar que son contrarios a los artículos 121 inciso 2) en relación con los artículos 116 y 117, en lo relativo a los requisitos esenciales del acto de sesionar que debe contemplar la Asamblea legislativa, el 121 inciso 22) en lo relativo al principio de autorregulación, así como el artículo 140, todos de la Constitución Política. Los acuerdos impugnados se refieren al nombramiento de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, que integrarán el Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción planteada. SL  
4786-10.  MOCIÓN PARA FIJAR PLAZOS DE VOTACIÓN. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 41 bis al Reglamento de la Asamblea Legislativa Adicionado por medio del Acuerdo Legislativo No. 5020 del 8-11-99. El artículo se impugna en cuanto a la existencia de vicios sustanciales en el procedimiento parlamentario seguido en la tramitación del expediente que le dio origen. Aduce el actor, que el texto de la norma fue alterado con posterioridad a su aprobación definitiva por el plenario legislativo y sin la participación  de un órgano legislativo competente para ello, pues  el texto aprobado por el plenario establece textualmente que: “Artículo 41 bis.- Moción para fijar plazos de votación. (…) e) (…) En todo caso, si vencido el plazo de los dos meses no se hubiese cumplido con las seis sesiones mínimas de discusión…”. No obstante lo anterior, pese a que dicho texto ya había sido aprobado en forma definitiva, posteriormente, se le realizó una modificación de fondo, mediante la cual se sustituyó  la frase que indica un plazo de “dos meses” por un plazo de “veintidós sesiones”.   Alega que en el expediente legislativo en el que se tramitó la reforma, no consta registro alguno que indique que antes de la votación final del texto, la Asamblea aprobara la introducción de este cambio sustancial. Indica que el cambio es sustancial, toda vez, que puede ser mucho más corto el plazo de dos meses que el plazo de veintidós sesiones, ya que el Plenario puede realizar hasta dos sesiones por día de lunes a viernes, por lo que el plazo de veintidós sesiones, puede agotarse en menos de tres semanas, reduciéndose con ello los tiempos de debate parlamentario en perjuicio de la participación de las minorías. Indica que se modificó el texto del acuerdo legislativo después de haberse configurado la voluntad de los representantes del pueblo,  por lo que el procedimiento en la tramitación del expediente legislativo número 13.661, que dio origen a la adición de un artículo 41 bis al Reglamento Legislativo, presenta vicios que lesionan el principio democrático. Finalmente, reclama que lo anterior vulnera el principio de Publicidad, dado que en el Diario Oficial La Gaceta se publicó un texto diferente al que efectivamente votó y aprobó el Plenario Legislativo. Con base en las consideraciones dadas en la  sentencia se declara sin lugar la acción. SL

BANCARIO 
5873-10. NIEGAN DEVOLUCIÓN DE AHORROS INVERTIDOS.  Manifiestan los recurrentes que la Superintendencia General de Entidades Financieras dispuso  congelar los fondos invertidos en el Servicio Cooperativo Nacional de Ahorro y Crédito de los Trabajadores Costarricenses R. L. (COOPEMEX R. L.), situación que implica que ellos no puedan retirar el dinero que tienen ahorrado en la cooperativa intervenida.Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza de plano el recurso. RP
COLEGIOS PROFESIONALES
5386-10. COLEGIO DE ABOGADOS CUESTIONA TCU PARA INCOPORACIÓN. Señala el recurrente que se egresó de la carrera de Derecho en la Universidad Panamericana.  Indica que pese a que cumple con todos los requisitos para la incorporación, entre ellos, la realización de Trabajo Comunitario Universitario, con la debida aprobación del Consejo Nacional de Educación Superior Universitaria Privada, el Colegio de Abogados se niega a incorporarlo.  Agrega que el Colegio recurrido cuestionó ante el CONESUP la validez del Trabajo Comunitario que realizó.  Por oficio número CONESUP-CURR-149-09 del 11 de setiembre del 2009, la Directora Ejecutiva del Consejo en respuesta a la solicitud del Colegio accionado informó que en el caso del amparado el Trabajo Comunitario fue certificado por la Universidad y cumplió con lo establecido en el artículo 9 de la Ley número 6693, motivo por el cual tiene validez.  Pese a lo anterior, el 9 de octubre del 2009, las autoridades recurridas continúan cuestionando ante el Consejo Superior de Educación Universitaria Privada la legalidad del cumplimiento del requisito del TCU.  Agrega que por oficio numero CONESUP-CURR-173-10-09 del 16 de octubre del 2009, la Directora Ejecutiva del Consejo reiteró que es criterio de la Secretaría Técnica que en el amparado cumplió con lo establecido en la legislación vigente para la aprobación del Trabajo Comunitario.  Señala que aún y cuando las autoridades del CONESUP han reiterado que en el caso del amparado sí realizó el TCU, el 17 de noviembre del 2009, la Directora Académica y de Incorporaciones del Colegio recurrido solicitó al Presidente del Consejo pronunciarse sobre la validez de los trabajos efectuados por determinadas personas, entre ellos, el amparado, argumentando que las consultas efectuadas previamente no fueron atendidas por el órgano al que se le solicitó.  Alega que lo actuado por los recurridos lesiona sus derechos fundamentales, por cuanto le impiden incorporarse al colegio profesional correspondiente y al ejercicio de su profesión.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
COMERCIO
5891-10. SANCIONES ADUANERAS. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 242 de la Ley General de Aduanas No. 7557 y sus reformas. La norma establece una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías que se importan, en los casos en donde se cause, a juicio de la administración, perjuicio. Estima el accionante que dicha sanción es irrazonable, desproporcionada, confiscatoria, violatoria del derecho de propiedad y del principio de igualdad. Aduce que se establece una “multa única” equivalente al valor aduanero de las mercancías que se importan, por el solo hecho de que se produzca una vulneración que cause un perjuicio mayor a cien pesos centroamericanos. Considera que el monto de las multas es sumamente alto en relación con los ingresos que percibe como agente aduanero. Además, en cuanto a lo dispuesto en el párrafo segundo, alega que se infringe el principio de igualdad, porque el legislador le da el mismo tratamiento y prevé la misma pena a conductas dolosas como las contempladas en los artículos 211 (contrabando) y 214 (defraudación). Sobre la potestad sancionatoria de la administración se cita la sentencia 8193-00 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
CONTRATOS O LICITACIONES
6030-10. CANCELAN CONCESIÓN  PARA LA EXTRACCIÓN DE MATERIALES DEL CAUCE DEL RÍO REVENTAZÓN.  Aducen los recurrentes que la amparada es titular de la concesión minera No. 8-91, para la extracción de materiales del cauce de dominio público del Río Reventazón. Señalan que mediante  resolución  de 15 de diciembre de 2008, el órgano recurrido acordó derogar la viabilidad ambiental del proyecto del Río Reventazón, y  solicitar a la amparada un plan de desmantelamiento del quebrador, un plan de mitigación sobre los impactos negativos, y requerir a la Dirección de Geología y Minas, la derogatoria de la concesión por los incumplimientos legales y ambientales detectados Acusan en ese sentido, que a la amparada nunca se le brindó audiencia previa ni derecho de defensa sobre los supuestos incumplimientos legales y ambientales. Indican que según consta en oficio No. INM-DA-0154-2009, el Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, en lo concerniente al afloramiento de agua que presuntamente existía en el terreno vecino al proyecto de la amparada, constató que no se trataba de una naciente, sino del desfogue o descarga de flujo o caudal base, por lo que consideran  lesionados los derechos de defensa y debido proceso y el principio de coordinación de la Administración. Se declara con lugar el recurso en contra de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y se le desestima respecto de los demás accionados. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

6053-10. DENEGATORIA DE RECONOCIMIENTO DE TÍTULO DE MEDICINA. Acusa el recurrente que le fue otorgada  una beca por el Gobierno de Rusia a estudiantes costarricenses, donde permaneció siete años en ese país, estudiando la carrera de Medicina. Señala que obtuvo el título de Médico General en la Universidad de Rusia de la Amistad de los Pueblos y cumplió con todos los requisitos, hasta llegar a la finalización de la carrera, en cuenta el internado vertical que se requería para optar por ese título.  Indica que una vez en Costa Rica, inició los trámites en aras de que se avalaran sus estudios, conciente de la necesidad de realizar el internado horizontal requerido en el país.  Refiere que para ser incorporado por el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, se requiere que su título sea avalado por el Consejo Nacional de Rectores, institución que solicitó a la Universidad de Costa Rica proceder a la equiparación de materias.  No obstante, dicha universidad se ha negado a hacer esa equiparación, argumentando que no tiene certificación de haber realizado algún internado, cuando lo cierto es que él sí realizó un internado, sólo que vertical,  que es diferente al horizontal que se aplica en Costa Rica.  Alega que la negativa de la Universidad recurrida lo coloca también en la imposibilidad de trabajar, pues no podría ejercer, si su título no es avalado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Rectora de la Universidad de Costa Rica, que dentro de los quince días posteriores a la notificación de esta sentencia, resuelva la solicitud de reconocimiento del título del recurrente o haga que sea resuelta, en aplicación de lo considerado en esta sentencia. CL

6181-10. SUPRIMEN BECA. Refiere la recurrente que la amparada  en una niña no vidente, y en esa condición ha gozado del beneficio de una beca que le otorga la autoridad recurrida, beneficio que sin darle ningún tipo de explicación le fue suspendido a partir de setiembre del año pasado. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas del Ministerio de Educación Pública, otorgar inmediatamente a la recurrente la beca que venía gozando, si otra causa ajena no lo impide, desde el momento en que le fue suspendida. CL
6047-10. MATRÍCULA. Indica el recurrente que se encuentra cursando octavo año solamente en la materia de matemática, mientras que el resto de las materias en noveno año. Refiere que debió presentar las pruebas de aplazados en matemática y la perdió,  y el once de febrero de  este año, se presentó a realizar la matrícula que le correspondía en el colegio recurrido, pero se le comunicó que no la podía realizar por problemas de espacio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro, al Director Regional de Educación de Pérez Zeledón y al Director del Liceo Nocturno de San Isidro de Pérez Zeledón, todos del Ministerio de Educación Pública, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias para otorgarle al recurrente, matrícula en el Liceo Nocturno de San Isidro de Pérez Zeledón, en el nivel que le corresponda. CL

6132-10. SE ORDENA FACILITAR TRANSPORTE A MENORES PARA DESPLAZARSE A CENTROS EDUCATIVOS. Aducen los recurrentes que son estudiantes y que viven  en la comunidad de Barrio El Pedregal que se ubica en el distrito de Río Nuevo del cantón de Pérez Zeledón. Añaden que la escuela a la que han asistido se encuentra a más de tres kilómetros de sus casas y el camino es muy empinado por lo que han sufrido innumerables accidentes. Agregan que tienen que enfrentarse al paso del puente sobre el Río Nuevo que en invierno frecuentemente se sale de su cauce, lo que pone en riesgo sus vidas. Por ello sus padres realizaron las gestiones necesarias ante las autoridades recurridas  abriera un centro educativo en su comunidad; sin embargo, la solicitud fue rechazada debido a que el terreno que ofrecieron no cumplía con las medidas establecidas. Agregan que debido al peligro latente que representa para ellos transitar por el camino mencionado,  y a la fecha  no están recibiendo lecciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la lesión del derecho a la educación, consagrado por los artículos 78 y 79 de la Constitución Política. Se ordena al Ministro de Educación Pública,  que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato, se brinden a los amparados las facilidades de transporte que necesitan para poder desplazarse a los centros educativos donde se encuentren matriculados, de tal forma que no se ponga en peligro su integridad física y se les permita continuar con su proceso de aprendizaje. CL

5453-10. NIEGAN INGRESO A CENTRO EDUCATIVO POR ATRASO EN MENSUALIDAD. Aduce el recurrente que la amparada es estudiante regular del centro educativo recurrido. Señala que su hija debía realizar el penúltimo examen parcial de matemáticas del tercer trimestre, sin embargo, en esa oportunidad la recurrida expulsó a su hija del colegio, argumentado que se encontraba atrasada en el pago de la mensualidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la DIRECTORA DEL COLEGIO CATÓLICO NUESTRA SEÑORA DE GUADALUPE, disponer de forma inmediata y coordinada de las medidas que sean necesarias a efecto de garantizarle a la amparada la continuidad del proceso educativo en ese centro de enseñanza, según sus necesidades y con las obligaciones y derechos que como educando le corresponde. CL
5460-10. MATRÍCULA. Alega la amparada que solicitaron traslado de su hija  del Liceo Fernando Volio al Colegio Técnico Profesional de San Isidro de El General, pero en este último, le negaron dicho derecho alegando que no tienen capacidad locativa para aceptarla, lo cual estima violenta el derecho a la educación de su hija.Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto se dirige contra el Ministerio de Educación Pública. En consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública, que si aún no lo ha hecho, de inmediato tome las medidas y disposiciones necesarias para ofrecerle alternativas educativas a la amparada y lograr su plena reinserción al proceso educativo durante el ciclo lectivo vigente. Se declara sin lugar en cuanto se dirige contra el Colegio Técnico Profesional de San Isidro de El General. CL Parcial

5458-10. NIEGAN MATRÍCULA POR EDAD. Establece el recurrente que el director del Colegio Técnico Profesional de Turrubares  le denegó la matrícula para este curso lectivo en virtud de su edad.  Afirma que sus calificaciones no son bajas, y que otros estudiantes mayores que él fueron matriculados. Aduce que necesita seguir estudiando, y el centro educativo en mención es la única institución cercana, por cuanto no dispone de recursos económicos para trasladarse a otro centro de estudios. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Colegio Técnico Profesional de Turrubares, matricular de inmediato al amparado en dicho centro educativo, en el nivel que le corresponda.  CL

5410-10. MATRÍCULA. Aduce la recurrente que el amparado vive en La Lima de Taras y por ubicación geográfica le corresponde el Colegio San Nicolás de Tolentino. Indica que el veintiuno y veintidós de octubre del año pasado se distribuyeron las boletas de prematricula,  pero no alcanzó a recoger una, ya que dieron solo cien boletas. Alega que se presentó a otros colegios de la zona, pero en cada uno le dan prioridad a los alumnos de su circuito y en algunos la dejaron en lista de espera, pero de ninguno la llamaron. Manifiesta que acudió de nuevo al Colegio recurrido y le dijeron no había matrícula, por lo que acudió al Ministerio de Educación donde le indicaron que no hay lugar, que lo matricule en el Colegio de Tierra Blanca porque ahí sí hay espacio, pero dicho colegio queda a una hora y media de donde vive el amparado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director Regional de Educación de Cartago, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que el tutelado sea matriculado en un centro educativo cercano a su domicilio y en el nivel que le corresponde. CL

5345-10. RECONOCIMIENTO DE TITULO EXTRANJERO. Alega el recurrente que obtuvo el título de Licenciada en Arte y Letras en el año 1992 en la Universidad Centroamericana de Nicaragua. Establece que el título le fue reconocido en la Universidad de Costa Rica, y se le equiparó con el grado de Bachillerato inscrito en dicha Universidad en la oficina de Registro bajo el número 556-137. Indica que otra persona presentó el mismo título obtenido en la Universidad Centroamericana de Nicaragua, y a él se le equiparó con el grado académico de Licenciado. Menciona que inició una serie de gestiones vía administrativa con el fin de que se le otorgara el reconocimiento pero no encontró una solución beneficiosa y reparadora. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
4888-10. SUPRIMEN BECA. Refiere  la recurrente que es beneficiaria de beca por parte del recurrido. Dice que en el dos mil ocho el FONABE tomó su caso como un Proyecto Específico por ser madre adolescente.  Indica que a partir de setiembre del dos mil nueve dejó de percibir sin ninguna razón  el beneficio. Agrega que se hizo acompañar de su madre el dos de noviembre pasado a las oficinas de FONABE para conocer las razones por la que se le suspendió el beneficio, y en esa ocasión no les permitieron ingresar a las instalaciones, y les dijeron que llamaran de afuera para que les dieran la información, lo que hicieron, y les dijeron que en el sistema de información que ellos manejan ella aparecía como desertora y que seguramente el encargado de becas del Liceo había enviado a suspender la beca. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas del Ministerio de Educación Pública, otorgar inmediatamente a la recurrente la beca que venía gozando, si otra causa ajena no lo impide. CL 
4845-10. NIEGAN ENTREGA DE TÍTULO DE BACHILLERATO POR ESTAR ATRASADA EN PAGO DE MENSUALIDAD. Manifiesta la recurrente que a pesar de haber concluido el undécimo año, la recurrida no le ha entregado el título, en vista de la falta de pago de unas mensualidades que sus padres le adeudan a dicha institución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Sistema Educativo Walt Whitman S.A, que DE INMEDIATO tome las medidas necesarias para que se reponga y entregue el título de bachiller en educación media a nombre de la amparada. CL
4832-10. SE ORDENA RESTABLECER EL PROCESO EDUCATIVO DE  LA ESCUELA ARENILLA DE SAN PEDRO DE PÉREZ ZELEDÓN.   Aduce el recurrente que en el curso lectivo 2009 existieron problemas con el actual director de la Escuela Arenilla de San Pedro de Pérez Zeledón. Indica que dicho funcionario cometía  abusos tanto verbal como psicológico en perjuicio de los estudiantes de dicho centro educativo, por ello, los padres de familia pusieron en conocimiento de dicha situación al Ministerio recurrido. No obstante, para el presente curso lectivo, el denunciado fue nombrado nuevamente como director de la institución. Argumenta que actualmente los estudiantes no están recibiendo lecciones, situación que les afecta académicamente, especialmente a los niños y niñas de primer grado. Indica que como padre de familia y miembro de la Junta de Educación siente preocupación ya que hasta el momento no ha recibido una solución al problema planteado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro y al Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Educación Pública, que de forma inmediata tomen las medidas necesarias, giren las órdenes que correspondan dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, y coordinen con las partes involucradas por los mecanismos establecidos al efecto, para que se solucione de forma definitiva la problemática que se presenta en la Escuela Arenilla de San Pedro de Pérez Zeledón, y se restablezca el normal funcionamiento de la Institución y el proceso educativo de los estudiantes. CL
4887-10. IMPOSIBILIDAD DE ASISTIR A EXAMEN DE BACHILLERADO DÍA SÁBADO POR RAZONES RELIGIOSOS. Explica la recurrente que es miembro activa de la Iglesia Adventista de Valencia. Indica que el Ministerio recurrido señaló un examen para el sábado 6 de marzo de 2010, sin embargo, debido a sus creencias religiosas no puede realizarlo ese día. En virtud de tal motivo, el pastor de su iglesia  envió una nota a la autoridad recurrida, en la que expuso su  situación; empero, la funcionaria accionada denegó la petición, lo que estima es lesivo de derechos fundamentales .Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Coordinadora del Programa de Bachillerato de la Educación Diversificada a Distancia de la Dirección de Gestión y Evaluación de la Calidad del Ministerio de Educación Pública, que proceda, de inmediato, a reprogramar la prueba de inglés que debe de presentar la recurrente, de manera que no le sea efectuada los días sábados.  CL
4648-10. SE ORDENA AL PANI AYUDAR A MENOR A CONTINUAR CON SU EDUCACIÓN.  Alega la recurrente, menor de edad, que en razón de que se fue de su casa, se presentó a matricularse sola en el Liceo de Moravia y no se lo permitieron, en razón de que le faltaba documentos, solicitó asistencia al PANI y no se la dieron, en su lugar, amenazaron con  internarla en un albergue, razón por la cual, no pudo matricularse en el colegio. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al derecho a la educación de la tutelada. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se garantice la continuidad de la recurrente en el sistema educativo. Tome nota la autoridad recurrida de lo dicho en el último considerando de esta sentencia. CL Parcial

4642-10. MATRÍCULA. Aduce el recurrente que por razones familiares, se inscribió para realizar la prueba de aptitud y una entrevista para ingresar al Colegio Técnico Profesional San Isidro. En esa prueba se le dijo que cumplía con el proceso de admisión y podía matricularse. No obstante, cuando se presentó a la matrícula, le dijeron que no había cupo. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director del Colegio Técnico Profesional San Isidro, que disponga de forma inmediata y coordinada -si es que ya no lo hizo-, la matrícula del amparado en el nivel que le corresponde en el Colegio Técnico Profesional San Isidro. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
6127-10. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON HORARIOS DE DOCENTES. Reclama el recurrente que desde el año 2000 labora para la Universidad de Costa Rica como docente en la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, y ostenta un puesto en propiedad de tres cuartos de tiempo desde el año 2004. Señala que en vista de que no se le prorrogó su nombramiento interino, solicitó al Director de la Escuela copia de los oficios relacionados a lo solicitud de propuesta de horarios a los demás docentes esa cátedra, pero se negó su petición, así como la  información sobre las jornadas laborales de los profesores de ese departamento. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación a los artículos 27 y 30  de la Constitución Política. Se ordena  a la Decana a.i. de la Facultad de Letras y Directora a.i. de la Escuela de Filología, Lingüística y Literatura y al Director del Departamento de Filología Clásica, ambos de la Universidad de Costa Rica, bajo pena de desobediencia que en el término improrrogable de 8 DIAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, respondan y entreguen la información  de las gestiones presentadas por el recurrente  el 31 de agosto del 2009,  14 de setiembre del 2009 y el 7 de diciembre del 2009.  En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

6126-10. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE. Manifiesta el recurrente que es el Administrador General del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén y el 26 de febrero del año en curso presentó una denuncia contra algunos miembros de la Junta Directiva. En vista de ello, en varias oportunidades ha solicitado al encargado del Subproceso Secretarial del Comité recurrido una copia de los anexos del oficio AA-091-2010, asimismo, acceso al expediente del concurso externo 02-2009, no obstante, sus gestiones han sido denegadas sin justificación alguna. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la lesión del derecho de acceso a la información administrativa. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén,  proporcionarle, inmediatamente, al recurrente, el acceso al expediente del concurso externo No.02-2009 y copia de los documentos anexos al oficio No. AA-91-2010, cuyo costo deberá ser asumido por el interesado.  En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5508-10. MIGRACIÓN OBLIGABA A LOS ABOGADOS A PRESENTAR PODERES ESPECIALES DE SUS CLIENTES PARA REALIZAR TRAMITES.  Aduce  el recurrente que es abogado dedicado al trámite de asuntos migratorios y que acudió a la Plataforma de Servicios de la Dirección accionada, a efecto de consultar  un expediente; no obstante, le indicaron que ante una nuevas circulares emitidas, todo abogado que necesite presentar o retirar documentos, realizar solicitudes a nombre de un extranjero o bien desee hacerse notificar u otras solicitudes similares, debe aportar un poder especial para realizar dichos trámites.  Asegura que explicó que era abogado y que no requería de poder alguno para consultar un expediente,  ante lo cual se le indicó que aunque fuese abogado tenía que traer el poder correspondiente. Se declara con lugar el recurso por violación del derecho protegido en los artículos 30 y 56 de la Constitución Política y, en consecuencia, se anulan las circulares AJ-0730-2009 del 20 de marzo de 2009 y AJ-00813-2009-AC emitidas por la Dirección General de Migración y Extranjería. CL
5101-10. ACCESO A EXPEDIENTES DISCIPLINARIOS POR PARTE DE TERCEROS Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 6 de la Ley General de Control Interno No. 8292 del 31 de julio del 2002.  La normativa cuestionada limita el derecho de los ciudadanos al acceso a la información en un ámbito de interés público, como es la responsabilidad disciplinaria de los funcionarios enmarcada dentro de los procedimientos de auditoria interna de las instituciones públicas. Considera el recurrente que la información referente a las actuaciones de los funcionarios públicos y de los procedimientos en los cuales se les llame a cuentas y se les formulen acusaciones por el incumplimiento de deberes debe estar sometida a las garantías de publicidad y transparencia para que el ciudadano común pueda tener acceso a esos procedimientos, dado el interés público que revisten. Concretamente, se cuestiona el hecho de que la norma cuestionada impida el acceso al expediente administrativo una vez iniciado el procedimiento obstaculiza el ejercicio de otros derechos, como la posibilidad de apersonamiento de otras partes interesadas que pudieran intervenir en el procedimiento administrativo, la posibilidad de que se formulen denuncias por la posible comisión de delitos de acción pública, y la posibilidad de controlar la legalidad del procedimiento.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL

4865-10. NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO DE LA CCSS. Reclama el recurrente que presentó una denuncia administrativa ante el Departamento de Inspección de la Caja en contra de sus patrones, en razón de no haberlo asegurado como trabajador  por espacio de diecinueve años. En virtud de lo anterior, solicitó a la Institución recurrida que se le entregara una copia certificada del expediente administrativo referido a la denuncia de cita. En virtud de dicha gestión se le comunicó que no se le permitía tener acceso a dicho expediente, que no podía fotocopiarlo y en consecuencia, que tampoco se le podía expedir la certificación requerida, por cuanto, no es considerado como parte dentro del mismo, lo anterior, sin considerar el hecho de que dicho expediente está formado por tres partes, sea la Caja Costarricense de Seguro Social, el patrono que incumplió con sus obligaciones y el trabajador afectado. Que lo único que pretende es que se le entregue copia de las declaraciones de los testigos y del expediente administrativo para presentarlo como prueba dentro del expediente judicial en donde se tramita la de manda laboral. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de la Subárea de Servicios Diversos, del Área de Aseguramiento y Fiscalización de Servicios de la Dirección de Inspección, poner en forma inmediata a disposición del recurrente, para que éste pueda fotocopiarla y obtener las certificaciones que requiera, la información del procedimiento administrativo que exclusivamente tiene que ver con su caso personal. CL

4900-10. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE. Señala  la recurrente que se encuentra  pensionada por el régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social desde el año 1994.  Con el propósito de gestionar una revisión en dicha pensión, desde el año 2009,  ha solicitado repetidamente su expediente  en el Departamento de Pensiones, ubicado en San José,  con el fin de obtener copias del mismo, sin éxito  alguno. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la lesión del derecho de acceso a la información administrativa. Se le ordena al   Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, inmediatamente, garantizarle a la recurrente, el acceso a su expediente administrativo. CL Parcial.

DERECHO A LA SALUD

6015-10. CIRUGÍA. Indica  el recurrente que debido a que tiene várices en las piernas se le extendió una orden de internamiento para practicarle una cirugía en sus piernas, cita que se fijó para el 10 de marzo de 2010 a las 6 de la mañana. Refiere que para ultimar detalles, se presentó al centro médico accionado el 8 de marzo, momento en que se le dijo que todo transcurría con normalidad; empero, el 10 de marzo su intervención fue suspendida por orden del gobierno, por lo que fue dejado en lista de espera. Aduce que desconoce la fecha en que se le va a practicar la cirugía. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se disponga lo necesario a fin de programar de forma cierta y precisa la fecha en que se le hará la intervención quirúrgica que el amparado necesita -bajo la estricta responsabilidad de su médico tratante- plazo que deberá ser razonable a efectos de tutelar eficientemente su derecho a la salud. CL 

5494-10. NIEGAN TRATAMIENTO DE ODONTOLÓGIA.  Establece la recurrente que  la amparada requirió de un  tratamiento de nervio, pero la Caja Costarricense de Seguro Social, le indicó que no podían hacerle el tratamiento de nervio que requiere, por lo que debía acudir a un médico privado para eso y regresar para el resto del tratamiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que en forma inmediata tome las medidas y remita las directrices para que a la amparada se le realice el tratamiento de nervio, según corresponda al criterio médico, en el nivel de atención pertinente. CL

5670-10. NIEGAN SUMINISTRO DE  IMPLEMENTOS PARA USO PERSONAL.  Alega  el recurrente que el amparado es discapacitado y en esa condición debe utilizar pañales, cremas, guantes y mascarillas, especialmente para asearlo, sin embargo, desde hace aproximadamente cuatro meses dichos artículos no le han sido suministrados, a pesar de que por su discapacidad los requiere.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a  la Directora General del Hospital William Allen Taylor de Turrialba y, al  Coordinador del E.B.A.I.S. central B del Área de Salud Turrialba Jiménez, que de inmediato, lleven a cabo, de manera coordinada, todas las actuaciones necesarias que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se faciliten al  amparado, los insumos que necesita para su aseo personal.  CL
4689-10. MEDICAMENTO. Aduce el recurrente  que el Servicio de Dermatología del Hospital México le recetó el medicamento cuyo nombre farmacéutico es Roaccutan. Afirma que dicho tratamiento lo finalizó en el mes de julio pasado, sin embargo el 26 de enero del presente año se le recetó un nuevo ciclo del tratamiento por ocho meses más, debido que el mismo no tuvo os resultados esperados. Acusa que a la fecha tiene un mes de esperar que se le facilite el medicamento en cuestión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, al  Jefe del Servicio de Dermatología y a la Directora del Servicio de Farmacia, respectivamente, todos del Hospital México, que de inmediato interpongan las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que el medicamento Iostretinoína le sea debidamente suministrado al amparado según los términos indicados por su médico tratante. Se advierte a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir en hechos similares a los que dieron lugar a la estimatoria de este amparo. C L

4690-10. RETARDO EN OTORGAR CITA MÉDICA.  Manifiesta  la  recurrente que debido a un  fuerte dolor de cabeza que viene padeciendo desde hace aproximadamente seis meses.  Indica que fue referida al Servicio de Neurocirugía del Hospital Enrique Baltodano Briceño de Liberia, con el fin de que fuera atendido por un especialista. Refiere que se apersonó al centro médico recurrido a solicitar la respectiva cita, la cual  fue concedida para hasta el 6 de diciembre de 2010. Aclara que su última cita fue el día 5 de enero de 2010, fecha en la cual le tomaron unas placas y 25 días después le indicaron que tenía un problema que debía tratar el respectivo especialista, sin embargo, su dolor persiste. Sostiene que no se le ha indicado que tiene de enfermedad padece, ni menos aún se le dio algún medicamento para tratar su dolor. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General y al Jefe del Servicio de Neurocirugía, respectivamente, ambos del Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño, brindar al amparado la atención médica en los términos reprogramados con motivo de este recurso de amparo. Se advierte a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir en hechos similares a los que dieron lugar a la estimatoria de este amparo. CL
4686-10. MEDICAMENTO. Alega  la recurrente que es una paciente de 59 años de edad que ha padecido de múltiples enfermedades, y que en virtud de éstas ha sido operada  de cáncer de distintos tipos.  Manifiesta que la ausencia del suministro diario y estricto del calcio produce efectos casi inmediatos que se reflejan en el adormecimiento de sus articulaciones, calambres, náuseas y vómito, entre otros. Explica que desde el año 2001 al 2007, la Farmacia del Hospital recurrido le suministró untito de calcio en tabletas de las que debía tomar 15 tabletas para alcanzar el nivel adecuado de calcio en la sangre, tratamiento que le provocó una insuficiencia renal crónica. Agrega que después de múltiples gestiones la Farmacia recurrida compró para pacientes como ella, un producto de la casa SANDOZ en tabletas efervescentes, el cual la casa matriz descontinuó sin previo aviso. Expresa que  la Farmacia no suministró ningún medicamento de ese tipo, por lo que se vio obligada a comprar de su propio bolsillo un producto llamado CALTRATE 600 para poder sobrevivir. Argumenta que la Caja está suministrando un calcio etiquetado como "carbonato de Calcio", al parecer producido por los mismos laboratorios de la Caja pero que lo ha hecho en forma intermitente, ya que unos meses sí lo ha entregado, otros no y otros ha entregado sólo la mitad de la dosis o menos. Considera que por su tipo de padecimiento no puede someterse a un método de prueba y error, por lo que, en conjunto con su médico tratante y según su consejo, el cual se basa en resultados, solicita respetuosamente que se obligue a la recurrida a suministrarle el calcio CALTRATE 600 u otro, si es que no lo hay, que cumpla con los requerimientos para tener una aceptable calidad de vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, al Jefe del Servicio de Medicina Nuclear y a la Directora a.i. del Servicio de Farmacia, todos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, realizar En FORMA INMEDIATA las gestiones administrativas, técnicas y médicas necesarias que estén dentro del ámbito de sus atribuciones, para que se le suministre a la recurrente el tratamiento de calcio que requiere, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. CL
4787-10. NIEGAN ATENCIÓN MÉDICA POR FALTA DE ESPECIALISTA. Manifiesta la recurrente que su hijo fue valorado en el Hospital de Niños y se le diagnosticó pie plano y un "hueso del pie torcido", situación que comunicó al médico tratante del niño en la Clínica de Pavas. Indica que el médico de la Clínica lo refirió a un especialista en Fisiatría, pero debido a que la Clínica de Pavas ni la Clínica Moreno Cañas cuentan con ese tipo de especialidad, el menor fue incluido en una lista de espera para recibir atención médica. Señala que acudió al  Hospital de Niños, pero se le indicó que ese hospital no posee esa especialidad. Sostiene que a su hijo lo han referido de un lugar a otro y a la fecha no ha sido posible que reciba la atención médica necesaria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General a.i. de la Clínica Doctor Ricardo Moreno Cañas y  a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, de mediato, coordinar lo necesario para que el menor amparado, reciba la atención especializada en Fisiatría que se le prescribió. En caso de no poder brindarse dicho tratamiento en un hospital o clínica de la Caja Costarricense de Seguro Social, deberá coordinarse lo que corresponda para que de manera inmediata se someta al menor tutelado, con la contratación de servicios externos si resulta necesario, a la atención especializada reclamada. CL
4568-10. NIEGAN TRATAMIENTO CON ACELERADOR LINEAL. Indica la recurrente que fue diagnosticada con cáncer de mama, por ello, fue sometida a una operación. Manifiesta que a consecuencia de dicha enfermedad y según la referencia médica confeccionada por el médico del  Servicio de Oncología del Hospital Max Peralta, debe recibir tratamiento de radioterapia. Indica que dicho médico le informó que la autoridad recurrida únicamente proporciona radioterapia "CORRIENTE O NORMAL EN LA MAMA DERECHA SEGÚN SU DIAGNÓSTICO, y que no le iban  aplicar radioterapia lineal, tratamiento que causa menos daño en el pulmón y otros órganos, ya que su costo es elevado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que se aplique el tratamiento con Acelerador Lineal para el cáncer que padece la recurrente, bajo el criterio y la estricta responsabilidad del médico tratante. CL 

DERECHO DE PENSION
5894-10. SANCIONES A OPERADORAS DE PENSIONES. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 46 inciso c) de la Ley No. 7523. Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias del 30 de junio de 1995, adicionado mediante Ley No. 7983 del 16 de febrero del 2000, publicada en el Alcance No. 11 de la Gaceta No. 35. La norma impugnada establece sanciones muy graves en los que pueden incurrir las operadoras de pensiones complementarias. Los recurrentes estiman que dicha norma viola el principio de tipicidad de las sanciones por ser un tipo abierto, ya que no define la conducta sancionable, sino que contiene una fórmula vaga o genérica, lo que impide al investigado conocer cuál conducta es sancionable y cuál no. Ello también, consideran que resulta contrario al principio de legalidad establecido en el artículo 11 de la Constitución Política al permitirle a la Administración una amplia discrecionalidad para determinar la conducta sancionable, lo que también viola el principio de seguridad jurídica.  También aducen que la norma es contraria al principio constitucional de proporcionalidad de las sanciones, ya que se califican como muy graves distintas transgresiones a una gran cantidad de directrices, normas y reglamentos heterogéneos de la Superintendencia de Pensiones, incumplimientos que no pueden considerarse de la misma gravedad y recibir las mismas sanciones por resultar ello desproporcionado.  Finalmente, aducen que el inciso c) del artículo 46 de la Ley N° 7523 remite al artículo 55 de la Ley número 7983, Ley de Protección al Trabajador, pero dicho artículo no hace referencia a los fines a los que se deben destinar los recursos de los afiliados –como lo indica el artículo acusado de inconstitucional-, sino que se refiere a una prohibición según la cual la administración de los fondos sólo puede ser realizada por los entes autorizados, salvo casos de excepción. Sobre el principio de tipicidad en el régimen disciplinario o sancionatorio administrativo, se citan los votos 5136-07, 1391-07 y 18169-06. Con base en estas y otras consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
4808-10. REQUISITOS PARA TRASLADO DE PENSIÓN A VIUDA EN LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna en cuanto concede el derecho a la pensión al cónyuge del asegurado fallecido, siempre que el cónyuge sobreviviente haya dependido económicamente de él, lo cual resulta contrario al derecho a la seguridad social y a la protección especial de la viuda, la familia, el enfermo y el desvalido, toda vez, que coloca al cónyuge sobreviviente en un estado en el cual su nivel de vida digna se ve desmejorada al no poder contar con el apoyo y socorro económico que hasta entonces le venía dando el cónyuge que murió.  Asimismo, se cuestiona la norma en el tanto genera una discriminación de género en perjuicio de la viuda, ya que si ésta contaba con ingresos propios como resultado de su incorporación al mercado laboral, no tiene derecho a la pensión por viudez. De esta forma, la norma impugnada en vez de proteger a la viuda y a la familia, permite el  empeoramiento del nivel a una vida digna de la viuda y del grupo familiar, ya que en lugar de poder contar con las fuentes de ingresos con la que ambos cónyuges contribuían a las cargas familiares, a partir de la muerte del uno de ellos solo se podrá contar con uno solo. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que la dependencia económica del cónyuge supérstite a que se refiere el artículo 9°, párrafo primero, inciso a), del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en la sesión No. 6898 de 07 de febrero de 1995, no es absoluta o total. SL

4601-10. DENEGATORIA DE PENSIÓN. Aduce  el recurrente que es una persona adulta mayor,  desvalida y no tiene ingresos económicos. En virtud de esas circunstancias, presentó una solicitud de pensión por el Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social. Que por resolución número 500640757 del veintinueve de abril de dos mil ocho,  el Jefe Administrativo accionado le denegó el derecho a la pensión, la cual fue confirmada por resolución número 28.790 de las once horas del quince de julio de dos mil nueve.  Acusa que el criterio para otorgar la pensión está ligado a los ingresos de otro miembro de la familia, pues en este caso, la suma a que se hace referencia la accionada es el monto que recibe su esposa de pensión del Régimen del Magisterio Nacional. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones número 500640757 del 29 de abril de 2008 y número 28.790, de las 11:00 del 15 de julio de 2009. CL

4462-10. DERECHO DE PENSIÓN EN EL PODER JUDICIAL PARA PERSONAS QUE SE ENCUENTRAN INCAPACITADAS. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. La norma se impugna en cuanto, en criterio de la accionante, por medio de ella se deja sin derecho a disfrutar de una pensión a un trabajador que tiene derecho a ella por causa de enfermedad, sin que se compruebe que exista alguna irregularidad en el otorgamiento de la incapacidad asociada. Agrega que existe un vicio en el ejercicio de la potestad reglamentaria, ya que al normar de ese modo lo dispuesto en los numerales 80 del Código de Trabajo y 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial por vía de reglamento autónomo, la Corte Suprema de Justicia invade las competencias constitucionales del Poder Ejecutivo, en la medida en que se da una restricción a un derecho fundamental (a la pensión) ya adquirido al haber cotizado por más de veintiséis años para ese régimen. Considera que al posibilitar el despido de servidores que requieran incapacitarse por razones de salud, infringe también el derecho al trabajo y a la estabilidad de los funcionarios públicos, creando causales de despido no contempladas en la ley. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan, por inconstitucionales,  las siguientes frases del artículo 7 del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial: "de conformidad con el artículo 80 del Código de Trabajo, cuando un servidor, en propiedad o interino se encuentre incapacitado por un periodo superior a tres meses (...) y su no ejercicio, que deberá razonarse siempre no podrá exceder del tiempo en que procede el tiempo de subsidios de acuerdo con el Reglamento del Seguro Social. En el caso de servidores interinos, la potestad conferida por esa norma deberá ser ejercitada a más tardar seis meses después de que se venció la incapacidad (...)". En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a partir del momento establecido en el voto 18356-2009 de las catorce horas y veintinueve minutos del dos de diciembre del dos mil nueve, en la que se declaró la inconstitucionalidad del artículo 80 del Código de Trabajo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- CL Parcial
4489-10. RÉGIMEN DE PENSIONES PARA DIPUTADOS. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 1 y 5 inciso a) de la Ley No. 7605 de 2 de mayo de 1996, que deroga el régimen de pensiones de los diputados y reforma el régimen de pensiones del Poder Judicial. Afirma el accionante que dichas normas son contrarias al orden constitucional por vulnerar los principios de irretroactividad de la ley y violar el derecho de pensión por conculcación al derecho de pertenencia al régimen. Señala que es claro que la entrada en vigencia de la Ley 7605 derogó el régimen de pensiones de los diputados, regulado en el capítulo IV de la Ley 7302. Mas no le bastó al legislador derogar un capítulo de una Ley anterior, en este caso, la 7302, sino que estableció una adscripción obligatoria para los diputados y ex diputados, que habían servido como tales en períodos anteriores y que en ese momento ejercían el cargo, impidiéndoles de esa manera poder acogerse a las disposiciones de la Ley anterior número 148 del veintitrés de agosto de mil novecientos cuarenta y tres. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad. SL

DERECHO DE PROPIEDAD

6027-10. PROBLEMAS DE ALCANTARILLADOS  EN PROPIEDAD EN ATENAS OCASIONADOS POR LA CONSTRUCCIÓN DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA CARRETERA SUR.  Alegan los recurrentes que son copropietarios de  una finca del partido de Alajuela, y que  con ocasión de la construcción de la Costanera Sur,  frente a su propiedad pasa el ramal que entronca dicha carretera con Atenas, por lo cual fueron expropiados de una franja de terreno con el objeto de darle ancho suficiente a esa vía. No obstante lo anterior, la constructora recurrida procedió a colocar un sistema de alcantarillado que pasa bajo la vía en dirección este-oeste, desaguando sobre su propiedad con el agravante de que las aguas son depositadas en el centro de su finca, lo cual les genera un enorme perjuicio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Secretario Técnico a.i. del Consejo Nacional de Concesiones, y a los Apoderados Generalísimos con límite de suma de trescientos mil dólares de la compañía denominada Constructora San José-Caldera CSJC S.A., disponer y coordinar lo necesario para que, de inmediato, se solucione la situación que produce la alcantarilla transversal (PK 1+220) que desagua sobre la propiedad de los recurridos, valorando si la mejor solución a efectos de proteger el derecho de propiedad de los recurridos es seguir la recomendación de la supervisora del proyecto, a saber, la construcción de un pequeño canal revestido de unos 20 metros que encauce las aguas de esta alcantarilla directamente hacia el lindero sur de la propiedad, donde se encuentra una depresión natural que permitirá, que las aguas se canalicen hacia la subcuenca. CL
6051-10. DESBORDAMIENTO DE RÍO TORRES GENERA PELIGRO A PROPIEDADES EN URBANIZACIÓN FLORIDA NORTE EN SAN JOSÉ.  Alega la recurrente que en la Urbanización Florida Norte situada en el norte-oeste del Museo del Niño, se encuentran  diecinueve propiedades que colindaban con el río Torres. Aduce que solicitó ante la Municipalidad de San José que limpie la salida, sin embargo  le indican que es competencia de la Municipalidad de Tibás, situación que genera un grave peligro para los habitantes de la comunidad, debido a la contaminación sónica generada por el ruido de los traileres que constantemente transitan por el lugar. Señala que al lado derecho del inmueble existe una construcción de dos plantas, con bases en concreto, expuestas al derrumbe sobre su casa de habitación y afirma que la Comisión Nacional de Emergencias no atendió la situación alegando falta de personal. Dos días después continuaron los deslizamientos y los diez metros de plástico que les entregaron se los llevó el río y la ayuda nunca llegó. Solicita además, que se atiendan las gestiones necesarias a fin de reparar los daños y el aseguramiento de su propiedad y se brinde una respuesta concreta sobre la situación actual de manera urgente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, así como a la Alcaldesa Municipal a.i de la Municipalidad de San José, que de forma inmediata coordinen en conjunto con la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, las acciones necesarias y efectivas a fin de llevar a cabo las medidas de mitigación que correspondan en el sector afectado por el desvío del río Torres en la Urbanización Florida Norte, debiendo concluir los trabajos dentro del plazo de SEIS MESES contados a partir de la notificación de la presente resolución. CL
5395-10. DESALOJO. PENDIENTE PROCESO DE DIVORCIO EN VÍA JUDICIAL. Aduce la recurrente que habita un inmueble por mera tolerancia, pues al separarse de hecho de su esposo, éste obligó a su suegra para que iniciara en su contra el desalojo. Sostiene que por medio de resolución de las trece horas con treinta minutos del once de setiembre del dos mil nueve, se estableció en su contra la orden de desahucio administrativo, por lo que se le otorgó un plazo de cinco días para desocupar el inmueble. Afirma que desde que contrajo matrimonio ha residido en dicho lugar y al encontrarse sin trabajo y con un niño de dos años de edad, requiere que se le otorgue un plazo mínimo de quince días para buscar un lugar dónde vivir. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Ministra de Seguridad Pública, suspender el desalojo administrativo en contra de  la recurrente y su familia, hasta tanto se determine en la vía jurisdiccional, mediante sentencia firme, si le asiste algún derecho sobre la casa de habitación en la que habita con su hijo menor. CL
5581-10. DESALOJO EN PLAYA OSTIONAL.  Aduce la recurrente que forma parte de la primera generación de pobladores de Playa Ostional y desde hace 54 años reside en esa zona. Indica  que el Ministerio recurrido procedió a comunicarle que debía desalojar ese sitio, acto que deberá ejecutar en el mes de enero de 2010. Comenta que su estilo de vida se basa en el manejo responsable de los recursos naturales y, tanto ella como su familia, se han dedicado a la pesca artesanal, la recolección moderada del huevo de tortuga y al turismo rural y comunitario, tareas que representan su único medio conocido para subsistir. Pese a la medida implementada,  no se le había comunicado ningún estudio técnico profesional dirigido a fundar la decisión por este medio cuestionada; a lo que se suma, que ni siquiera se les ha hecho saber cómo será su vida luego del desalojo, ni que hará el Estado con respecto a su situación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

5341-10. DESALOJO DE FUNDACIÓN DUEÑA DE UN COLEGIO ECOTURÍSTICO. Alega el recurrente que la Fundación Progreso Turístico Ecológico, fundada en 1999, es una entidad sin fines de lucro Administradora del Colegio Ecoturístico del Pacífico y de la Escuela Privada de Quepos. Ha sido reconocida por su gran labor a nivel local y nacional por sus altos resultados académicos obtenidos, y principalmente por el desarrollo humano de la juventud en la zona de Parrita y Aguirre. En el año 1999, la empresa Palma Tica cedió a la Fundación amparada una franja de terreno en la Zona Americana de Quepos, para edificar, una construcción que se destinaría a colegio de educación, lo cual llevaron a cabo. No obstante,  en noviembre del 2009 y en forma sorpresiva se les notificaron dos órdenes de desalojo dictadas por el Ministerio de Seguridad Pública, en sendos desahucios administrativos presentados por la Compañía Palma Tica y en donde se les dio hasta el día 22 de diciembre del 2009, para desalojar las instalaciones. Alega que la orden de desalojo se encuentra firme a la fecha y se ejecutará en cualquier momento, lo que causará un grave perjuicio a los más de 200 estudiantes, pues quedarán sin estudio, además de las graves consecuencias sociales que dicho desalojo causará al cantón de Aguirre y Parrita. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5220-10. EXPROPIACIONES QUE PUEDEN DECRETAR LAS PERSONAS JURÍDICA DE DERECHO PÚBLICO, INCLUIDAS EMPRESAS PÚBLICAS NO ESTATALES. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Ley 8345 y otras. Estiman los accionantes  que autorizar indiscriminadamente alianzas empresariales entre entes públicos nacionales como el ICE y empresas municipales como JASEC, para ejecutar conjuntamente obras en cualquier parte del territorio nacional, permite la transferencia de competencias. Manifiesta que aceptar que dicha norma pueda ser aplicada en la forma que lo han hecho el ICE y JASEC obliga a admitir que ella le permite a cualquier Municipalidad -que tiene su jurisdicción territorial limitada al respectivo cantón- para que pueda modificar su competencia por razón del territorio con la firma de un simple convenio. Afirma que el ICE-JASEC pretende privar a su representada de su patrimonio real por virtud de una concesión que le hace el ICE a JASEC, al atribuirle una competencia que la propia ley de JASEC no le reconoce y ello se hace con la sola firma de un convenio en el que el ICE le cede a la oficina cartaginesa sus propias facultades. Por otra parte, considera que el artículo 5 de la Ley de Expropiaciones, debe ser interpretado dentro de los límites que marcan los artículos 1 y 19 de ese mismo texto legal, resultando absurdo pretender que esa norma contenga una autorización abierta para que cualquier entidad pública -incluidos entes “de carácter no estatal”  puedan dictar expropiaciones, sin importar su competencia ni material ni territorial. Expresa además que el artículo 5 citado resulta inconstitucional por la interpretación que de esa norma hacen las autoridades públicas citadas. Con base en  las consideraciones dadas en la sentencia  se declara sin lugar el recurso. SL

4851-10. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN A LOS PROBLEMAS QUE SE GENERAN A LOS PROPIETARIOS DE LAS VIVIENDAS DE LA URBANIZACIÓN SAN ANTONIO DE PADUA DE CARTAGO. Aducen  los recurrentes que la autoridad recurrida les adjudicó una casa de interés social en el "Conjunto San Antonio de Padua" en Cartago desde el año 1990 por medio de escrituras públicas realizadas entre finales de 1990 e inicios de 1991. Añaden que el valor de la casa es financiada con recursos del A.I.D. y  el INVU. Agregan que desde el año 1997 las deudas adquiridas se encuentran canceladas. Sin embargo, han transcurrido 18 años y la Autoridad recurrida aún no ha procedido a la entrega de las escrituras de propiedad, tampoco ha inscrito los lotes en el Registro Público, situación que les ha perjudicado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo y al Alcalde Municipal de Cartago, que de manera inmediata procedan a realizar los estudios pertinentes y adoptar las medidas necesarias en coordinación con las autoridades respectivas, a fin de que dentro del plazo máximo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia se le de una solución definitiva a los problemas que presenta la Urbanización San Antonio de Padua, en Cartago. CL

4640-10. IMPIDEN ACCESO A FINCAS POR OBRAS DE CONSTRUCCIÓN DE LA CARRETERA SAN JOSÉ-CALDERA  Refiere  el recurrente que la sociedad La Perfecta Limitada que representa el amparado es dueña de las fincas del Partido de Alajuela. Comenta que en las diligencias de expropiación del Estado contra La Perfecta Limitada, para la construcción del proyecto denominado "Carretera Ciudad Colón-Orotina Sección Dos", se ordenó declarar interés público. Refiere que las tres fincas cuya actividad es el engorde de ganado y la siembra de pasto para la venta de pacas para la alimentación de caballos, actividad para la cual siempre se tuvo acceso a través de la servidumbre de paso. Especifica que con todo esto se violenta la libertad de tránsito y el derecho a la propiedad, ya que ninguno de los socios puede ingresar a dicho inmueble, acceso que solamente puede tenerse utilizando un helicóptero, por cuanto la propiedad en mención no tiene salida a la vía pública. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Consejo Nacional de Concesiones. Se ordena al  Gerente de Proyecto San José Caldera del Consejo Nacional de Concesiones, que, de manera inmediata, realice lo necesario para garantizar el acceso efectivo a la finca propiedad de la amparada La Perfecta Sociedad Limitada. CL

DERECHO DE TRABAJO
6037-10. SANCIÓN DE AMONESTACIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Alega  la recurrente que recibió de parte del funcionario recurrido, el oficio LSNT-20O-10-11-2009, en el cual le comunica la imposición de una sanción de "amonestación escrita", al atribuirle no cumplir adecuadamente con los expedientes de estudiantes con necesidades educativas a su cargo. Alega que dicha amonestación no cumplió el requisito del otorgamiento de la audiencia previa, con el fin de que pudiese ejercer su derecho de defensa, por lo que se ha violentado su derecho al debido proceso, con el agravante de que puede ser tomada en cuenta para perjudicar la Evaluación y Calificación de Servicios del presente curso lectivo. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y al derecho de defensa. Se anula la amonestación escrita que se le impuso a la recurrente mediante oficio número LSNT 200-10-11-2009 del diez de noviembre de dos mil nueve. CL
6012-10. CESE  DE NOMBRAMIENTO INTERINO. Refiere la recurrente que tiene cuatro años de laborar como Conserje en la Escuela Gabriela Mistral de La Guácima de Alajuela, y por problemas serios de salud presentó solicitud de readecuación de funciones ante la Comisión Bipartita del Área de Licencias del Departamento de Planificación y Promoción del Recurso Humano. Explica que se realizó la readecuación definitiva, sin embargo, le comunicaron que ya no le prorrogarán más su nombramiento interino, en aplicación de los artículos 9 inciso f) y 20 inciso a) del Estatuto de Servicio Civil. Solicita se respete su derecho constitucional a obtener un trato digno en el ejercicio de sus labores, que se le prorrogue su nombramiento y no se le niegue el derecho al empleo por una readecuación. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DRH-ASIGRH-UADM-11254-2009 del 13 de noviembre de 2009. Se ordena al Director de Recursos Humanos, mantener a la recurrente en el puesto que desempeñaba, de inmediato. CL

6043-10. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL. Aduce la recurrente que labora como Encargada del Departamento de Catastro en el Consejo Municipal del Distrito de Colorado de Abangares, ocupando una plaza en propiedad. Refiere que desde el nombramiento en dicho puesto se le reconoció el veinticinco por ciento del salario base, por concepto de prohibición, rubro que se paga a los funcionarios de la Administración Tributaria, sin embargo, el veintiséis de enero de dos mil diez, le entregaron nota, según la cual se revoca el acuerdo que aprobó el pago de la prohibición. Refiere que no se respetó el debido proceso legal, lo cual lo deja en estado de indefensión al no haber contado con la oportunidad para referirse a la medida.  Por lo que solicita se anule el acto administrativo que dispone la supresión del pago de prohibición  y se ordene la restitución inmediata de sus derechos fundamentales vulnerados. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo del Concejo Municipal de Distrito de Colorado No. 0029-2010, tomado en el capítulo II, artículo 2°, de la sesión ordinaria No. 04-2010 de 25 de enero de 2010. CL
6031-10. ATRASO EN EL PAGO DE PRESTACIONES. Indica el recurrente que laboró para el ministerio recurrido, desempeñándose como marinero en la Dirección Nacional de Guardacostas. Refiere que por oficio número 7742-2009-DRH del veintitrés de octubre de dos mil nueve, se le comunicó su despido con responsabilidad patronal y hasta ahora, no se le han cancelado sus prestaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Seguridad Pública y al Director de Recursos Humanos del Ministerio accionado, dictar y ejecutar las instrucciones y actuaciones correspondientes, para que dentro del término de un mes, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, se le haga pago efectivo al amparado, de las prestaciones laborales que de acuerdo con la ley le correspondan. CL

6050-10. SUSPENDEN PAGO DE GASTOS DE TRANSPORTE. Señala el recurrente que fue contratado por la Dirección General de Adaptación Social  y se encuentra destacado en el Centro de Adaptación Social San Lucas en la Provincia de Puntarenas. Menciona que la citada Ministra asumió el compromiso de atender los gastos de transporte en que incurrirían los servidores que resultaran trasladados a otros centros de trabajo. No obstante, se le canceló ininterrumpidamente el citado rubro por gastos de transporte, sin que se le informara las razones que motivaron la decisión. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la actuación administrativa mediante la cual se le suspendió al amparado el pago de los gastos por concepto de transporte. CL

6042-10. SANCIÓN DE AMONESTACIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Alega  el recurrente que fue sancionado "verbalmente" por un supuesto irrespeto a una compañera.  No obstante, alega violentado su derecho de defensa y debido proceso en el tanto, cuando fue llamado para escuchar su versión ya le tenían lista la carta de amonestación que fue enviada también a su expediente personal.  Lo anterior, lo considera irregular en el tanto, pasa de ser una amonestación "verbal" a una "amonestación escrita" que queda inserta en el expediente personal del funcionario.  Por ello solicita se le ordene a la recurrida excluir de los expediente de los funcionarios todas las amonestaciones verbales. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la amonestación verbal impuesta al recurrente mediante el oficio No. DIREXTU.008-2010 de 22 de enero de 2010.CL 
6063-10. SUSPENSIÓN SIN GOCE DE SALARIO POR MOTIVO DE DEMANDA PENAL. Refiere el recurrente que se dentro de la causa penal que se le sigue se le  impuso algunas medidas cautelares. Acusa que el Tribunal Supremo de Elecciones lo suspendió sin goce de salario, lo que en su criterio violenta el principio de presunción de inocencia que le asiste, debido a que se dispuso modificar únicamente la medida cautelar de la suspensión del cargo, la cual deberá ser con goce de salario por seis meses. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo adoptado en la sesión extraordinaria 024-2009 del nueve de marzo de dos mil nueve, en lo que atañe a la interpretación del Tribunal Supremo de Elecciones de que la suspensión del tutelado debía ser sin goce de salario. CL
6044-10. IUS VARIANDI. Manifiesta la recurrente que es funcionaria del Ministerio recurrido, siendo su puesto de Directora D4, en Puntarenas. Refiere que durante tres años estuvo temporalmente reubicada en la Dirección Regional de Enseñanza de Puntarenas, por una situación conflictiva injustificada, la cual se resolvió a su favor, debiendo devolverla a su puesto. Indica que mediante telegrama recibido el veintidós de enero de dos mil diez, se le comunicó traslado en propiedad de la Escuela Augusto Colombari a la Escuela Marañonal. Señala que ha solicitado en reiteradas ocasiones que se le reintegre en su puesto de Directora en la Escuela Augusto Colombari, sobretodo considerando que no se ha nombrado a otra persona en ese centro educativo; sin embargo, se le ha denegado injustificadamente el regreso a su puesto. Se declara con lugar el recurso, en cuanto al alegado ejercicio abusivo de la potestad del ius variandi por parte del Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Ministro y al Director del Departamento de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Educación Pública,  que de forma inmediata, dispongan la reubicación de la recurrente, en el puesto que ocupaba como Directora D-4 en el Centro Educativo Escuela Augusto Colombari ubicado en Barranca de Puntarenas. CL

5455-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA SIN DEBIDO PROCESO. Refiere el recurrente que se desempeña como Inspector de Trabajo en la Oficina del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en Santa Cruz, Guanacaste. Que por oficio número DRCH-012-2-10 del primero de febrero de dos mil diez, el funcionario recurrido le aplicó una sanción de llamada de atención por escrito, al atribuirle haber incurrido en una falta, sin que para ello le brindara el debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la amonestación impuesta al amparado por oficio DRCH.16-2-10 DE 03 de febrero de 2010 del Jefe de la Región Chorotega, Dirección Nacional de Inspección General del Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se ordena al Jefe de la región Chorotega Dirección Nacional de Inspección General del Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, restituir el procedimiento disciplinario realizado contra del amparado, el que  debe ser instruido con respeto a las garantías procesales del debido proceso, notificando al amparado del carácter y fines del procedimiento, garantizando el derecho de ser oído, y dándole la oportunidad para presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; respetando el plazo para el señalamiento de la comparecencia oral y privada establecido en el artículo 311 de la Ley General de la Administración Pública y respetando el principio contradictorio durante la celebración de dicha audiencia así como, en su caso, garantizando el derecho a recurrir  la resolución sancionatoria. CL
5466-10. DESPIDO DE AUDITOR INTERNO. Aduce  el recurrente que prestaba servicios como Auditor Interno a la corporación recurrida. Señala que se inició en su contra un procedimiento administrativo que culminó con su despido sin responsabilidad patronal. Indica que la Secretaria de la Junta Directiva recurrida le comunicó, que se acordaba acoger la recomendación emitida por la Contraloría General de la República y en ese sentido se prescindía de sus servicios como Auditor Interno a partir del 15 de diciembre de 2009, sin responsabilidad patronal. Acusa que la resolución por medio de la cual se dispone su despido sin responsabilidad patronal, carece de fundamentación así como de la indicación expresa de los recursos y plazos por medio de los cuales puede impugnarla. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
5407-10. ELIMINAN PAGO DE PROHIBICIÓN. Refiere  el recurrente que labora como encargado del Departamento de Rentas en el Concejo Municipal del Distrito de Colorado de Abangares, ocupando una plaza en propiedad desde el 16 de junio de 2000. Indica  que en el año 2003 se le reconoció el veinticinco por ciento de su salario base, por concepto de prohibición, rubro que se paga a los funcionarios de la Administración Tributaria, en el caso del consejo de Distrito correspondiente a los Departamentos de Catastro y Rentas. Acusa que en enero de  este año, le entregaron copia del Acuerdo CMDC-0028-2010, según el cual se revoca el Acuerdo Municipal que aprobó el pago de la prohibición.  Lo anterior,  considera que atenta contra sus derechos fundamentales en el tanto, no se respetó el debido proceso, lo cual lo deja en estado de indefensión al no haber contado con la oportunidad para referirse a la medida. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo del Concejo Municipal de Distrito recurrido, Nº CMDC-0028-2010 tomado en la sesión ordinaria Nº 04-2010 celebrada el 28 de enero de 2010. CL
5319-10. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO DE ABOGADO EXTERNO DEL BANCO POPULAR. Alega el recurrente que fue nombrado abogado y notario externo del Banco Popular, desde 1993. No obstante, en diciembre del 2009, se le comunicó que se le rescindía el contrato de servicios como abogado y notario externo del Banco recurrido, sin que de la lectura de éstos se desprenda fundamentación o motivación legal alguna contra la cual ejercer su derecho de defensa.  Ante tal situación, presentó en tiempo y forma los recursos de revocatoria, apelación y nulidad concomitante; no obstante, transcurrido el plazo legal, éstos no se han resuelto.  No obstante lo anterior, se le excluyó del rol de abogado externo (cobro judicial) y notario externo (formalización), sin  habérsele seguido el debido procedimiento establecido en la Ley General de la Administración Pública, si  la finalidad es revocar o anular el acto declarativo de derechos de su nombramiento por parte de la Junta Directiva indicada.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5867-10. PLUS SALARIAL PARA PROFESIONALES EN ENFERMERÍA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 25 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 del 22-10-2004. Publicada en la Gaceta No. 207. La norma se impugna en cuanto establece que se reconocerá la anualidad en un tres coma cinco por ciento (3,5%) calculada sobre el salario base, a los profesionales en enfermería, con grado académico de licenciatura o uno superior; a diferencia de los demás profesionales en ciencias médicas, a quienes se les reconoce un cinco coma cinco por ciento (5,5%) sobre el salario base.  Señala el accionante que es inconstitucional que la norma impugnada prive a las enfermeras y enfermeros profesionales de la posibilidad de acceder a un monto de anualidad igual al de sus otros pares profesionales en ciencias de la salud. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción.  SL

5872-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial le abrió un procedimiento de cobro administrativo en su contra en donde no se le convocó a una audiencia oral y privada para garantizar el contradictorio y su derecho de defensa, y porque durante el procedimiento no se produjo prueba que demuestre su falta personal. Solicita que se anulen las resoluciones impugnadas, se obligue a la Dirección Ejecutiva a que realice una audiencia oral y privada y se le restablezca en el ejerció y goce de sus derechos.  Se declara  con lugar el recurso. Se anula el procedimiento de ejecución seguido en contra del amparado, a partir de la resolución número 1245-06 de las 10:45 horas del 17 de mayo de 2006, la cual ordena el auto de inicio. CL
5892-10. TOPE DE ANUALIDADES EN CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 7 y 8 de la Ley de Salarios y el Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. Considera la accionante que las normas impugnadas infringen los derechos contenidos en los artículos 33, 45, 51, 57 y  68 de la Constitución Política, así como el principio de razonabilidad constitucional, pues al establecer un tope máximo de treinta pasos para el pago de anualidades se produce una discriminación salarial para los trabajadores de la Contraloría General de la República, se desapodera de forma ilegítima los derechos patrimoniales de los trabajadores y se vulnera el principio de protección especial de las personas adultas mayores. Además, el tope establecido no es necesario, ni idóneo, ni proporcional. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, las frases "con treinta pasos consecutivos" y "hasta un máximo de treinta pasos consecutivos"  contenidas en los artículos 7 y 8 respectivamente, de la Ley de Salarios y Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. Esta declaratoria de inconstitucionalidad,  no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto reatroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y a la Contraloría General de la República. CL

5221-10. CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 49 de la Undécima reforma a la quinta convención colectiva de trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. La norma establece un incentivo especial anual por años de servicio, según la evaluación del desempeño del funcionario, si es como mínimo satisfactorio, en caso de 10 años de servicio, se le da una semana de salario, 15 años, dos semanas, 20 años, tres semanas.  Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 49 de la Undécima Reforma a la Quinta  Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Nacional de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-  El Magistrado Armijo pone nota. CL

4847-10. DEMORA EN EL PAGO DE AUMENTOS SALARIALES. Indican los recurrentes que son funcionarios de la Municipalidad de San Mateo y que desde hace un año y medio no les han cancelado los aumentos salariales que les corresponden por Ley, lo que se les ha indicado es que la Municipalidad se encuentra a la espera de una donación que les permita cancelar lo adeudado, lo anterior, debido a que el dinero en disputa no existe y no se encuentra presupuestado para el año 2010. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al, Alcalde de la Municipalidad de San Mateo, que debe tomar las medidas necesarias y urgentes para que en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de esta resolución se cancelen los aumentos salariales pendientes a los amparados. Asimismo, debe informar a esta Sala las gestiones que realizó. CL

4884-10. SUSPENDEN GASTOS POR CONCEPTO DE TRANSPORTE. Establece el recurrente que en el año 1995, se le traslada del Ministerio recurrido al Centro Penal de Pococí, por necesidad institucional. Indica que en ese momento se le ofreció como parte del salario, un horario de lunes a jueves, alimentación, alojamiento y lógicamente el pago del transporte. Acusa que en el mes de diciembre del 2009, sin haberle notificado, se le deja de cancelar el rubro correspondiente al transporte desconociendo las razones. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la actuación administrativa mediante la cual se le suspendió al recurrente el pago de los gastos por concepto de transporte. CL
4893-10. REDUCEN SALARIO POR REESTRUCTURACIÓN DE PUESTO SIN DEBIDO PROCESO.  Aduce el recurrente que labora para el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y ocupa el puesto de Profesional 1 en propiedad en dicha institución, Indica que fue ascendido del puesto de Técnico de Suministros 1, a Profesional 1, y que ingresó  al régimen  de carrera profesional a partir del primero de mayo del dos mil uno, y desde entonces se le ha reconocido y pagado dicho incentivo. Aduce  que la Dirección de Recursos Humanos del instituto recurrido, le comunicó que la Junta Directiva por acuerdo número 2008-552, de la sesión ordinaria número 2008-073 del veintisiete de noviembre del dos mil ocho, había reestructurado su puesto a partir del primero de diciembre del dos mil ocho, del puesto de Profesional 1 al puesto de Gestor Experto, con una reducción del salario base mensual de treinta y cinco mil colones, sin que se le brindaran las razones fundamentadas de dicha reasignación, ni se contemplara una indemnización en virtud de la lesión causada a sus derechos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el documento del primero de enero de dos mil nueve, por el que se comunicó al recurrente la reestructuración de su puesto.  Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos  y Alcantarillados, que dentro del plazo de tres días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, dicte un nuevo oficio en el que se informen al recurrente en forma clara y justificada las razones que justifican la reestructuración de su puesto, luego de lo cual se deberá otorgar a dicho servidor la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, mediante la interposición de los recursos que procedan. CL Parcial

4872-10. DEMORA EN CONCLUIR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. Manifiesta el recurrente que dentro del proceso disciplinario que se tramita en su contra,  debido a una serie de cargos por un supuesto maltrato de alumnos, dio origen a que fuera trasladado a labores administrativas; sin embargo, se ha extendido por un año y medio la medida, sin que haya una resolución final del caso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que adopte las medidas necesarias para que el procedimiento disciplinario de investigación que se sigue en contra del recurrente, esté concluido dentro del improrrogable plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta resolución y una vez resuelto, que se defina de modo permanente la situación laboral del accionante a fin de que pueda ejercer sus funciones en el lugar que sea determinado de acuerdo con sus condiciones personales, profesionales y de necesidad de la prestación de sus servicios. CL 

4834-09. SE ORDENA PRORROGAR NOMBRAMIENTO DE EDUCADORA EMBARAZADA. Alega la recurrente que labora como docente para el Ministerio de Educación Pública, específicamente en la Escuela de Llano Bonito de la Dirección de Guápiles y en diciembre del 2009 se le comunicó por medio de telegrama su nombramiento interino en la Escuela El Maná desde el 1° de febrero de 2010 al 31 de enero de 2011. Añade que por encontrarse en estado de gravidez, el médico tratante de la Clínica de Llano Bonito de la Caja Costarricense de Seguro Social, le extendió una incapacidad a partir del 21 de enero hasta el 20 de mayo de 2010. No obstante, el Director del centro educativo le indicó que su prórroga no había sido aprobada. Además, indica que no se le indicó el cese de su nombramiento, y que en su lugar se encuentra laborando otra docente de forma interina.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción de personal número 7157244, por la que se efectuó el cese del nombramiento interino de la tutelada en la Escuela El Maná, y se restituye a ésta en el pleno goce de sus derechos. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que mantenga el nombramiento de la servidora, o de cualquier otro funcionario o funcionaria que cumpla con los requisitos para ocupar la plaza de la recurrente, mientras dure la  incapacidad de la dicha servidora, y en caso de ser necesario por motivos médicos, se prorrogue la misma hasta que la accionante pueda retornar a su plaza. CL
4806-10. JURISPRUDENCIA SOBRE CARÁCTER SALARIAL DE LA PROPINA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que se establece la naturaleza salarial del 10% de servicio en la Ley de Creación de derecho de propina a trabajadores de restaurante. El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad de jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que se establece la naturaleza salarial del 10% de servicio en la Ley de Creación de derecho de propina a trabajadores de restaurante. Alega que la jurisprudencia impone a los empresarios del sector la obligación de contribuir con una serie de cargas sociales y legales que encarecen sus costos, distorsionan los conceptos de salario, propina y salario mínimo, desnaturaliza una obligación de carácter parafiscal al convertirla en salario, lesiona la libertad de comercio, el principio de igualdad y el principio de solidaridad social. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL

4802-10. JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE CESANTÍA, QUE ES TRASLADADA A LA ASOCIACIÓN SOLIDARISTA. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte que establece la Naturaleza Jurídica de la Cesantía como un Derecho Adquirido.  Se acusa que la Jurisprudencia de la Sala Segunda pretende extender los beneficios de ese derecho a los ex asociados, reconociéndoles rendimientos financieros por los aportes patronales  que la Asociación mantiene en custodia por disposición legal. Considera que otorgarle beneficios económicos a los trabajadores no asociados, viola la libertad de asociación.  Se rechaza de plano la acción. RP
4659-10. SOLO SE RECONOCEN INCENTIVOS DE LA LEY A LOS PSICÓLOGOS CLÍNICOS. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 17, 18 y 19 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 y los Artículos 1 y 2 de la Ley No. 8423, específicamente en cuanto a la reforma del artículo 40 de la Ley General de Salud y del artículo 19 de la Ley No. 6836. Se acusa que la norma reconoce exclusivamente a los psicólogos con especialidad en Psicología Clínica, como profesionales en Ciencias de la Salud y como los únicos que reciben los incentivos de las normas cuestionadas, no así los demás profesionales en psicología. Lo anterior, es considerado por la Defensoría como discriminatorio. Se rechaza por el fondo la acción. En este caso, la Sala analiza el principio de igualdad general y el principio de igualdad salarial, se citan los votos 138-93, 3496-05 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
4574-10. DEMORA EN EL PAGO DE PRESTACIONES LEGALES. Indica la recurrente que presentó ante el Departamento de Control de Pagos del Ministerio de Educación Pública, una solicitud para que se efectuara el pago de sus prestaciones legales. Sin embargo, a la fecha no se le ha entregado resolución alguna al respecto ni tampoco se le indica la fecha en la cual se le va a resolver su petición. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos y a la Jefa a. i. del Departamento de Control de Pagos, ambos del Ministerio de Educación Pública, que INMEDIATAMENTE giren las instrucciones pertinentes para que se proceda al pago de las prestaciones legales de la recurrente, si otra causa ajena a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL

4605-10. ELIMINAN PROHIBICIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Indica el recurrente que desde el diez de febrero de mil novecientos noventa y ocho fue contratado por el Ministerio de Educación Pública para laborar en la Unidad Coordinadora del Programa de Mejoramiento de la Calidad de la Educación General Básica. Manifiesta que  sin procedimiento previo, el Director de la Unidad Coordinadora del PROMECE, le comunicó que a partir de ese momento dejaba de percibir la prohibición que corresponde al 65% del salario base. Estima que dicho proceder, sin mediar proceso de lesividad alguno, impidió que ejerciera sus derechos de defensa y debido proceso ante una actuación que deja sin efecto un acto declarativo de derechos a su favor.  Se declara con lugar el recurso, por infracción del principio de intangibilidad de los actos propios. Se anulan los oficios PRO-003-10 del 04 de enero de 2010, PRO-014-10 del 05 de enero de 2010, ambos de la Dirección del Programa de Mejoramiento de la Calidad de la Educación General Básica del Ministerio de Educación Pública, y la acción de personal Nº 02-10, por medio de los cuales se suprimió el pago del 65% por concepto de prohibición al amparado,  a partir del 1° de enero de 2010. Restitúyase al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales.  CL

4495-10. NO FUE SELECCIONADO PARA PUESTO DE CUSTODIO DE DETENIDOS. Manifiesta  el recurrente que ingresó a laborar para el Poder Judicial el día 04 de enero de 1999 en forma interina. Afirma que a raíz de su deseo de obtener la propiedad como custodio de detenidos, formó parte del proceso de selección, concurso 010-2009. Alega que  le informaron que obtuvo un resultado negativo para el proceso de custodio de detenidos, por lo que la solicitud de participación fue desestimada, sin que le fueran indicados los motivos, razones y circunstancias por los cuales no logró una aceptación positiva en el concurso interno, además no publicaron los requerimientos de dicho concurso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

4632-10. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Aduce la recurrente que labora en el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Puntarenas que pertenece a la Municipalidad de Puntarenas; no obstante, asegura que ha recibido acoso por parte de la nueva Junta Directiva,  ello por cuanto no ha estado de acuerdo con las actuaciones de los restantes directivos. Alega que fue despedida por la supuesta comisión de una serie de faltas graves que provocaban tal despido. Manifiesta que con el despido no se le otorgó el debido proceso legal. Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto el despido acordado contra la recurrente por el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Puntarenas en la Sesión Ordinaria realizada el lunes 30 de noviembre del 2009 y comunicado mediante oficio CCRPM-0280-11-09 y se ordena su restitución en el pleno goce de sus derechos. Esto, sin perjuicio de la posibilidad con que cuenta la administración de iniciar el procedimiento administrativo respectivo, respetando previamente el debido proceso. CL

4490-10. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. Indica la recurrente que le fue  notificada resolución de apertura del procedimiento administrativo que se sigue en su contra, emitida por el órgano Director del Procedimiento. Objeta dicha resolución, porque considera que ni por la forma ni por el fondo cumple con los requisitos mínimos de intimación e imputación, no se hace una relación precisa y circunstanciada de los cargos que se formulan en su contra, no especifica con claridad cuáles son los deberes o prohibiciones funcionariales violados y las normas específicas que contienen esos deberes o prohibiciones y que por ende resultan transgredidas con la conducta. Aduce que tampoco se especifica, de qué se le acusa, ni se le otorgaron quince días hábiles para que ejerciera su defensa. Señala que la supuesta conducta infractora no puede quedar sujeta a la interpretación de informes o publicaciones periodísticas que realizó en cumplimiento de sus deberes funcionariales, o en el ejercicio de derechos fundamentales y en los cuales no encuentra incorrección o falta alguna. Alega también, que se violenta el derecho de defensa pues no se le otorgaron al menos quince días hábiles entre la notificación y la audiencia oral y privada, para que pueda preparar adecuadamente su defensa, ya que se han citado otras audiencias los días 10 y 11 de marzo para recabar prueba testimonial en su contra, de dos diputados, por lo que no se cumple a cabalidad el plazo señalado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la resolución de las nueve horas con cinco minutos del veintisiete de febrero de dos mil nueve, del órgano director del procedimiento administrativo disciplinario establecido en contra de la recurrente, únicamente en relación al indebido traslado de cargos, en cuanto a la publicación de manifestaciones en los medios de comunicación escrita y radiofónica, y se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL

DERECHO PENAL
6190-10.PRISIÓN PREVENTIVA- AUDIENCIA.  Indica la recurrente que el amparado fue indagado el 25 de febrero del presente año, y sometido a prisión preventiva un día después por medio de una audiencia oral de medidas cautelares. Señala que una vez escuchadas las partes, el señor Juez dictó prisión preventiva por seis meses, por lo que presentó recurso de apelación fundamentado en forma oral en el mismo acto. Señala  que el 18 de marzo del 2010, se convocó a vista oral con el fin de conocer las apelaciones de las prisiones preventivas que se habían dictado oportunamente. Aduce que una vez apersonada  se declaró inexistente e ineficaz la audiencia oral que decretó la prisión preventiva, y se ordenó remitir el expediente al Juzgado Penal para lo que a bien tuviera por resolver, y en lugar de ordenar la libertad de los presos, por no haber resolución ni oral ni escrita que ampare la prisión preventiva, ordenó dejar presos a todos los imputados, con el supuesto fin de que el Juez Penal reconstruya la audiencia oral de prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los tutelados. Se anula la resolución de las 13:33 horas del 19 de marzo del 2010 del Juzgado Penal de Alajuela. Se le ordena al Juzgado Penal de Alajuela que programe de inmediato una nueva audiencia oral para conocer la solicitud de  las 13:15 horas del 19 de marzo del 2010 del Ministerio Público. CL

6180-10. PRISIÓN PREVENTIVA- APELACIÓN. Manifiesta el recurrente que  dentro de la causa penal  que se le sigue a sus representados se ordenó la prisión preventiva, por  tres meses, los cuales vencieron el día 2 de marzo de 2010. Agrega que solicitó al Juzgado Penal que señalara audiencia oral a efectos de discutir la sustitución de la prisión preventiva por otra medida cautelar menos gravosa;  no obstante fue prorrogada y no le resolvieron el recurso de apelación. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los imputados. Se anulan el Voto No. 043-2010 de las 11:50 horas de 08 de marzo de 2010 y la resolución de las 16:30 horas de 23 de marzo de 2010, ambos del Tribunal Penal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José. Se le ordena a la Jueza del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José,  inmediatamente, resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensa en contra de la prórroga de la prisión preventiva, para lo cual, deberá realizar la audiencia oral correspondiente. CL

6185-10. DETENCIÓN POR MÁS DE 24 HORAS. Indica la recurrente que el amparado fue detenido el día 17 de marzo al 19 de marzo de este año, y no fue sino hasta las nueve horas del día 19, que se puso en conocimiento la detención, momento en el cual se realizó audiencia de solicitud de medidas cautelares, donde la recurrente solicitó a favor del amparado la inmediata libertad, en el tanto habían transcurrido más de veinticuatro horas desde que fue detenido, superando el plazo para poderlo a la orden del Juez.  No obstante, la petición fue rechazada y se ordenó la prisión preventiva. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto se dirige contra la Fiscalía y la Subdelegación del Organismo de Investigación Judicial, ambas de Nicoya, sin ordenar la libertad del amparado. Se declara sin lugar el habeas corpus en cuanto se dirige contra el Juzgado Penal de Nicoya. Se ordena el testimonio de piezas ante el Tribunal de la Inspección Judicial, a efectos de que determine las responsabilidades que puedan caber por los hechos que dieron origen a la estimatoria de este recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL Parcial

5890-10. INTERPRETACIÓN SOBRE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE NORMAS PROCESALES. Acción de Inconstitucionalidad   en contra de la aplicación retroactiva de la causal de interrupción de la prescripción prevista en el artículo 33 inciso d) del Código Procesal Penal. Se acusa que los jueces han interpretado que tratándose de normas procesales, el tratamiento es distinto que con las normas de derecho sustantivo, y que la norma aplicable es la vigente al momento de ocurrir el acto que ella regula y no opera la retroactividad de la ley.  Consideran los accionantes que ese criterio infringe lo dispuesto en los artículos 34 y 39 de la Constitución Política; 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 51 inciso 4) del Estatuto de Roma, dado que estiman que el principio de aplicación de la ley penal más favorable, debería utilizarse también para las normas de carácter procesal. Solicitan que se declare inconstitucional la línea jurisprudencial expuesta y además que se establezca que la causal del inciso d) del artículo 33 del Código Procesal Penal, sólo es aplicable a los procesos iniciados con posterioridad a la incorporación de esa norma, sea, a partir del treinta de agosto del dos mil siete. Sobre el tema, se citan las sentencias 4397-99 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
5676-10. PRISIÓN PREVENTIVA DURANTE LOS PRIMEROS TRES MESES. Indica  la recurrente que dentro de la causa penal que se tramita en contra de  su representado  se ordenó  prisión preventiva. Señala que el 18 de febrero de 2010, se presentó ante el juzgado recurrido solicitud de variación de medida cautelar, misma que resultó en la confirmación de la prisión preventiva,  resolución que fue apelada, solicitándose también vista oral ante el  superior.   Refiere  que por voto 50-2010 de las 14 horas del 04 de marzo de 2010, resolvió declarar inadmisible el recurso de apelación y señaló el juez, que no era necesario pronunciarse sobre la prisión preventiva en tanto no han transcurrido los primeros tres meses desde que se decretó por primera vez, dicha medida cautelar.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

5878-10. PRESENCIA DEL ACUSADO EN AUDIENCIA. Acusa el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue contra su representado  se  llevó a cabo una vista oral para conocer de la solicitud de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva por parte del Ministerio Público.  Acusa que el amparado no fue trasladado a dicha audiencia dado que por error de la autoridad recurrida, la remisión se envió al Centro de Atención Institucional San Sebastián y no al Centro de Atención Institucional La Leticia, en donde éste se encuentra recluido. Alega que por resolución del Juzgado recurrido dictada a las 10:30 horas del 11 de marzo del presente año, se dictó la medida cautelar de prisión preventiva por plazo de un mes en contra del amparado, sin contar con su presencia, por lo que se le dejó en indefensión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5275-10. PRÓRROGA PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Aduce la recurrente que el Juzgado recurrido  prorrogó la prisión preventiva del amparado y asegura que el Tribunal Penal recurrido accedió a la solicitud de prórroga de prisión planteada por la Fiscalía de Trámite Rápido, sin brindar audiencia a las partes, resolución en la cual estimó que la medida regiría hasta el 18 de marzo siguiente, fecha en la cual se llevará a cabo el juicio oral y público contra el amparado. Considera que la determinación dictada por el Tribunal recurrido, dejó en estado de indefensión al tutelado, con lo cual, fueron lesionados derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Se anula la resolución del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, de las trece horas del 18 de febrero de 2010, y, en consecuencia, se ordena a la Jueza integrante del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, que de inmediato convoque y realice una audiencia oral a efectos de conocer y resolver la solicitud de prórroga de la prisión preventiva presentada por la Unidad de Trámite Rápido del Ministerio Público el 18 de febrero de 2010, dentro de la causa penal número 09-013190-0648-PE. CL

4996-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SEPARACIÓN DE DEFENSOR. Refiere el  recurrente  que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional El Valle.  Señala que su caso se encuentra elevado a juicio y el debate respectivo inició el 15 de febrero pasado.  Que el 16 de febrero del año en curso, el Tribunal recurrido decidió separar a su defensora de manera ilegal y arbitraria, y a él se le indicó que, posteriormente, en una nueva fecha se le continuaría el juicio.  Acusa que a la fecha se encuentra sin abogado defensor, y no saber cuándo se continuará el juicio, además que el  plazo de la medida cautelar de prisión preventiva  venció sin que a la fecha se haya dictado una nueva resolución.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
4987-10. PRÓRROGA AUTOMÁTICA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Aduce  la recurrente que el Juzgado recurrido prorrogó la prisión preventiva del amparado, por el término de tres meses, los cuales vencían el 03 de marzo del 2010. Alega que el recurrido señaló como fecha para debate el día 11 de marzo de 2010 y dictó prórroga de forma automática y sin dar audiencia a las partes, de la prisión preventiva. Considera que la medida dictada por el Tribunal recurrido deja en indefensión al amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
4998-10. NIEGAN LIBERTAD A PESAR DE QUE EL FISCAL LA SOLICITÓ. Alega la recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue a su representado se le impuso prisión preventiva por dos meses. Indica que la Fiscal solicitó el 26 de febrero de 2010, el sobreseimiento definitivo a favor del amparado y su libertad; sin embargo, la Jueza sin mayor fundamento se opuso a la solicitud y omitió pronunciarse respecto a la solicitud de libertad del amparado. Posteriormente, la Jueza de oficio convoca a las partes a una audiencia oral, en donde la fiscal solicitó nuevamente la libertad del amparado, no obstante rechazó la gestión y lo mantuvo en prisión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

4804-10. DOBLE SANCIÓN A DEUDORES ALIMENTARIOS. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 185 del Código Penal.  Se acusa que se impone una doble sanción a la persona que no paga pensión  alimentaria, pues por no pagar se le detiene y por faltar a sus deberes alimentarios también. Sobre el tema se cita el voto 8124-99 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

4805-10.  IMPUTADO COMO OBJETO DE PRUEBA. Acción de Inconstitucionalidad  contra del Artículo 88 del Código Procesal Penal.  La norma señala que se podrá ordenar la investigación corporal del imputado para constatar circunstancias importantes para descubrir la verdad. Con esta finalidad y por orden del tribunal, serán admisibles intervenciones corporales, las cuales se efectuarán según las reglas del saber médico, aun sin el consentimiento del imputado, siempre que esas medidas no afecten su salud o su integridad física, ni se contrapongan seriamente a sus creencias. El recurrente la objeta, por cuanto se hace sin su consentimiento. La jurisprudencia de esta Sala ha distinguido los casos donde el imputado es considerado sujeto de prueba de aquellos donde se le tiene como objeto de prueba. Sobre el tema se cita la sentencia 1428-96, 6936-05, entre otras y, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

4685-10. MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA A TESTIGO DE LA CORONA SIN PLAZO.  Alega el recurrente que la Fiscalía de Grecia le requirió como testigo de la corona.  Aduce que originalmente fue imputado, pero su situación cambió a la de testigo al llegar a un acuerdo con esa fiscalía, que le ofreció la aplicación de un criterio de oportunidad si indicaba dónde se encontraba el dinero, así como el lugar en que los imputados habían botado las cajas de seguridad, y además le daba a los fiscales la llave de la caja respectiva e incriminaba a su hermano y a un primo, todo lo cual cumplió a cabalidad.  Añade que durante la comprobación de su testimonio se le impuso, como medida cautelar, la obligación de firmar cada quince días en el despacho respectivo.  Sin embargo, su hermano ya salió de la cárcel, junto con otro imputado, y el petente todavía tiene que ir a firmar, pese a que todos ellos ya están libres. Alega que la situación se ha prolongado por dos años y que las medidas, que tienen un plazo indeterminado, le impiden desplazarse libremente y acceder a nuevas oportunidades de trabajo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a quien ocupe su cargo como Fiscal Coordinadora de la Fiscalía de Grecia, y a quien ocupe el cargo como Jueza Penal de Grecia, que de inmediato resuelvan la situación del amparado en lo que respecta a las medidas cautelares que pesan sobre él, dictadas dentro del proceso 07-000615-075-PE. CL
4676-10. DEPORTACIÓN. Alega el recurrente  que  uno de los amparados padece de retardo mental significativo.  Menciona que en su país de origen China, no se les permite practicar su credo religioso, por lo que son perseguidos por las autoridades políticas y policiales.  Alega que los amparados son primos hermanos y cuentan con familia en segundo grado de consanguinidad en Costa Rica.  Refiere que por la situación de persecución de la que son objeto, se acogieron a la legislación internacional sobre refugiados. Sostiene que los amparados corren el riesgo de ser deportados a.  Solicita  se declare con lugar el recurso y se ordene en forma interlocutoria la no deportación de los amparados y su traslado al Centro de Aseguramiento de Extranjeros en Tránsito. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

4697-10. SE NOMBRA DEFENSOR  PÚBLICO POR AUSENCIA DE DEFENSOR PRIVADO. Aduce la recurrente que fue nombrada por el amparado como su defensora apersonándose al proceso el 10 de febrero del 2010. Indica que para el día 20 de febrero del 2010, se había programado el debate en dicha causa; no obstante, ese mismo día sufrió un accidente automovilístico en la mañana, que le impidió asistir al amparado en el juicio. Alega que en clara violación al derecho de defensa y de forma arbitraria, se le nombró a un defensor público, sin tomar en cuenta que el amparado ya tenía quien lo representara en el proceso. Acusa que en su ausencia el juez recurrido llevó a cabo el debate y decretó prisión preventiva en contra del amparado sin la debida fundamentación. Considera que el juez recurrido dictó una medida contraria a los derechos del amparado, de defensa y debido proceso.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
4567-10. SE ORDENA REALIZAR AUDIENCIA.  Alega el recurrente que el amparado soporta medidas cautelares a las que se ha sometido voluntariamente, pues ha cumplido al pie de la letra todas sus obligaciones. Explica que sin embargo, el Juzgado recurrido, prorrogó las medidas cautelares del amparado por seis meses sin que se citara a la parte afectada a una audiencia previa oral o escrita -aún cuando la Fiscal había pedido con suficiente antelación la medida- con lo que se le impidió al imputado ejercitar su derecho de defensa. Además reclama que cuando se ordenó ampliar las medidas no se les notificó de tal disposición, con lo que se dejó al imputado en absoluta indefensión. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la omisión de la autoridad recurrida de realizar la audiencia para conocer la prórroga de las medidas cautelares. En los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
4382-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Aduce el recurrente  que dentro de la causa penal que se sigue contra sus representados se decretó prisión preventiva desde el 8 de septiembre de 2009. Indica que la medida cuestionada fue prorrogada a fin de cubrir la continuación del juicio, que se fijó para el día 22 de febrero. Acusa que como uno de los miembros del Tribunal no asistió al debate, y éste fue suspendido, la medida cautelar contra los amparados se prorrogó de nuevo hasta la celebración de un nuevo juicio, lo que estima atenta contra sus derechos fundamentales, debido al retardo en la aplicación de la justicia.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

5137-10. ANULAN NACIONALIDAD COSTARRICENSE OTORGADA A EXTRANJERO Y SE ORDENA SU EXTRADICIÓN. Alega el amparado que cumplió todos los requisitos y obtuvo de forma legal la nacionalidad costarricense, posteriormente. Posteriormente, fue sometido a un trámite de Nulidad de su ciudadanía, porque el gobierno de Canadá emplazó a las autoridades costarricenses, por supuestos antecedentes penales, que el amparado tiene en ese país, y porque, con una sentencia firme y dentro de un régimen de confianza, huyó de las autoridades canadienses hacia Costa Rica. En el proceso de extradición se concluyó que el amparado engañó a las autoridades del Tribunal Supremo de Elecciones y obtuvo fraudulentamente la naturalización. Señala que, sin previa notificación y dejándolo en completo estado de indefensión, le anularon abruptamente su ciudadanía y lo entregan a las autoridades para ser detenido como un extranjero. Considera que no debe responsabilizarse al amparado por la negligencia del Tribunal Supremo de Elecciones. Agrega que ahora su representado se encuentra en un proceso de extradición absolutamente nulo según el artículo 32 de la Constitución Política. Refiere que el amparado es un hombre de 70 años con padecimientos en la próstata, por lo que solicita ordenar al Juzgado Penal de Santa Cruz ponerlo en libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL  
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

6036-10. NIEGAN INCRIPCIÓN DE PERSONA CON DISCAPACIDAD, QUE ESTUVO GRAN PARTE DE SU VIDA EN UN HOSPITAL. Reclama la recurrente que el amparado es persona con capacidades especiales y desde muy joven es paciente de larga estancia en el Hospital Nacional Psiquiátrico, su madre lo abandonó en casa de sus abuelos maternos, originarios de Puntarenas, quienes lo tenían consigo, pero hace muchos años han desaparecido; nadie de su familia lo ha visitado ni ha tenido contacto con él. El amparado egresó del Hospital hacia un programa del Consejo Nacional de Rehabilitación para albergar a personas con discapacidad que sufren el abandono de sus familias y están en estado de pobreza y vulnerabilidad. Sin embargo, toda persona beneficiaria de ese programa debe ser identificada para que pueda permanecer en él y mejorar su calidad de vida por medio de un subsidio. Pero nunca fue concluido el trámite de cedulación del amparado y no se ha determinado por qué no aparece inscrito. Su caso no cumple con los requisitos administrativos establecidos por el Registro para otorgar la cédula, pues no se logra determinar un nexo familiar que permita reconocerlo, a pesar de constar en el expediente del Hospital. Se declara con lugar el recurso.- En consecuencia se ordena a la Directora General del Registro Civil, girar las órdenes correspondientes a fin de que la solicitud de inscripción de mayor de 10 años presentada a favor del amparado el 23 de junio de dos mil nueve, sea resuelta inmediatamente conforme a derecho corresponda, y se notifique lo pertinente al interesado. Tome nota el Presidente del Tribunal Supremos de Elecciones de lo dispuesto en el considerando cuarto de la sentencia. CL
FAMILIA
6184-10. SE ORDENA QUE MENOR SIGA RECIBIENDO LECHE MATERNA EN ALBERGUE DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA. Alega la recurrente que la menor amparada, quien tiene once meses,  fue trasladada a un albergue del PANI y que los funcionarios de la institución han puesto trabas para la devolución o entrega provisional de la niña amparada, y le han dicho que lo procedente es interponer la denuncia por violencia doméstica contra su compañero. Afirma que su hija se encuentra en período de lactancia, y aún así, se le ha prohibido el contacto con la menor. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso por violación del derecho de lactancia. En consecuencia, se ordena al Presidente del Patronato Nacional de la Infancia, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se disponga lo necesario a fin de garantizar que la menor amparada siga recibiendo leche materna de forma regular en el Albergue donde se encuentre, si las condiciones fisiológicas de la madre lo permiten. CL Parcial 

INTIMIDAD

5396-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. Refiere  el recurrente  que gestionó un crédito en el año  2008, en donde fue informado que tenía un cobro judicial por parte de la empresa Credomatic de Costa Rica. Señala solicitó información del supuesto cobro, dado que nunca había sido notificado. Argumenta que desde esa fecha, no ha recibido una respuesta definitiva por parte de Credomatic o Tecnicobros, lo que le causa un perjuicio en su record crediticio, pues la accionada no ha rectificado la información de su registro crediticio. Se declara con lugar el recurso contra la firma WWWDATUMNET SOCIEDAD ANÓNIMA, y en lo demás se desestima el amparo. Se ordena a l Presidente de la empresa WWWDATUMNET SOCIEDAD ANÓNIMA, que en forma inmediata esa firma elimine de su base de datos, y además, se le prohíbe seguir consignando en sus reportes, los procesos civiles del amparado que tengan más de cuatro años desde el inicio del respectivo proceso. CL Parcial
5320-10. INFORMACIÓN CREDITICIA BLOQUEADA. Expresa el recurrente que el 19 de noviembre del 2008 se apersonó a las oficinas  de la empresa recurrida, donde solicitó verbalmente y por escrito se corrigieran las malas referencias suyas consignadas en sus bases de datos, sin embargo, no le dieron una respuesta objetiva,  y más bien le que se encuentra limpio de todo tipo de referencias negativas, lo cual es totalmente falso. Indica que se apersonó al Banco Nacional para solicitar un crédito y le informaron que no podían recibir sus documentos, por cuanto sus datos en la página de TELETEC se encontraban totalmente bloqueados. Agrega que anteriormente no estaban bloqueados pero aparecían las mismas malas referencias que había solicitado suprimir, y ahora no se puede acceder a los datos porque están bloqueados en la página. Indica que el dieciocho de enero pasado le informó vía fax a TELETEC que sus datos se encuentran aún bloqueados en la página, pero no recibió respuesta alguna, lo que comprueba que los registros que constan en las bases de datos de la recurrida se mantienen por plazos indeterminados, a perpetuidad, y además desactualizados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
5403-10. DESAFILIACIÓN. Señala la recurrente que el 14 de mayo de 2009, puso en conocimiento a la cooperativa recurrida su deseo de retirarse como asociada, igualmente solicitó la devolución de su aporte económico. Indica que, hasta el momento no le han brindado una respuesta a su gestión. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena a la Presidenta de la Cooperativa de Vivienda de Zapote Responsabilidad Limitada,  desafiliar inmediatamente a la recurrente. En  los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

4844-10. DENEGATORIA DE AFILIACIÓN. Manifiesta la recurrente que solicitó su afiliación a la asociación recurrida y se le denegó en forma discriminatoria, sin fundamento alguno, simplemente alegando que no es indígena a pesar de que su hermano fue admitido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente con facultades de apoderado general de la Asociación de Desarrollo Indígena Huetar de Zapatón de Puriscal, que gire las directrices que sean necesarias para que se conozca de manera inmediata la solicitud de afiliación de la recurrente a esa asociación y si ella reúne las condiciones y requisitos establecidos para ser miembro, deberá ser incorporada como tal. CL
LIBERTAD DE PRENSA
5273-10. DERECHO DE IMAGEN. Manifiesta la recurrente que la amparada fue aprehendida por supuestos hechos de robo agravado. Acusa que en la edición de Telenoticias de inicios de mayo del presente año se transmitió un video de dos minutos treinta y cinco segundos durante el cual se hicieron tomas  directas de la imagen de la imputada desde su aprehensión por parte del oficial de tránsito hasta que fue llevada por los oficiales de la Fuerza Pública. Aduce que en el video mencionado se observa la residencia de la amparada, la cual al enterarse que los medios de comunicación estaban  presentes se trata de cubrir el rostro. Por otra parte se indica que en el momento de la transmisión televisiva se mencionó que la amparada era la sospechosa del robo de un taxi que minutos antes había robado junto a tres hombres. Argumenta que  las  tomas que se realizaron de la amparada, fueron fabricadas en el estudio, además que la voluntad de la amparada en todo momento fue no ser filmada ni entrevistada. Considera que a la amparada le fue vulnerado su derecho de imagen, y su derecho de defensa, este último al considerar que tienen como sospechosa el derecho de abstenerse de declarar o hacer manifestaciones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

4657-10. DECOMISO DE INFORMACIÓN A MEDIO DE COMUNICACIÓN, POR PARTE DEL O.I.J. Argumenta el recurrente que el 1 de mayo de 2009 se conoció la noticia del accidente de un helicóptero en el Cerro de la Muerte. En horas de la tarde periodistas de Diario Extra, La Prensa Libre y Canal 42 se hicieron presentes con el fin de informar a la ciudadanía de lo sucedido. El sábado encontraron el helicóptero accidentado, los cuerpos sin vida de los dos ocupantes de la aeronave y una cantidad muy importante de estupefacientes. Indica que el amparado documentó y tomó fotografías y videos de la escena para mostrarla a la ciudadanía, siendo entrevistado al día siguiente por agentes del Organismo de Investigación Judicial, y le pidieron  una copia de la tarjeta de memoria en la que tenía almacenadas las fotografías y los videos, a lo que el amparado accedió para colaborar con el trabajo policial;  no obstante, posteriormente, le prohibieron difundir los hechos que había presenciado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Director General del Organismo de Investigación Judicial de lo dicho en el último considerando de esta sentencia. SL

4454-10. PUBLICACIÓN DE FOTOGRAFÍA. Indica el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional de San José. Acusa que el día 19 de noviembre de 2009 fue publicada su fotografía en el Diario La Extra, medio de información que indicó que él era uno de los criminales más grandes de Costa Rica. Indica que con esta actuación se vieron lesionados sus derechos fundamentales, pues no le fue pedido su consentimiento para proceder a una publicación de esta índole. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

5348-10. PROBLEMAS CON INGRESO A RESIDENCIAL.  Señala el recurrente que suscribieron un contrato de arrendamiento de una casa ubicada en el Residencial Real de Castilla, en Heredia, en donde los guardas de seguridad se niegan a darles los distintivos para los vehículos y el control remoto del portón principal, aduciendo que el anterior inquilino dejó una deuda pendiente -situación que refiere ser completamente ajena a ellos-  y que no les realizan ningún trámite hasta tanto no sea cancelado el monto pendiente, porque esa casa está sancionada. Solicita se ordene al recurrido cesar el hostigamiento y las constantes violaciones a la libertad de tránsito, se elimine la aguja de seguridad que impide el libre acceso a su vivienda, y el portón eléctrico que también impide el libre ingreso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5444-10. SE ORDENA NO UTILIZAR EL ACCESO PEATONAL DEL PUENTE  FERROVIARIO UBICADO SOBRE EL RÍO BARRANCA-PUNTARENAS. Expresa  el recurrente las autoridades  recurridas no toman acciones para evitar accidentes en  el  puente que está ubicado en el Cruce de Barranca de Puntarenas, Indica que pese a que ya no se usa,  constituye  un peligro para la integridad física de las que personas que lo utilizan. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Ferrocarriles, que de forma inmediata tome las medidas y gire las instrucciones que sean precisas para impedir de forma efectiva el acceso peatonal al puente ferroviario ubicado sobre el río Barranca. CL
4651-10. AUSENCIA DE BARANDAS Y SEÑALIZACIÓN DEL  PUENTE BLANCO EN PÉREZ ZELEDÓN. Argumenta  la recurrente que en la carretera entre San Isidro de El General y La Palma se ubica un puente conocido como el puente blanco, es de una sola vía y se caracteriza por ubicarse al pie de una pendiente y en una curva de poca visibilidad, en donde a sus lados se encuentra un precipicio de unos diez metros de altura que da al río Pacuar.  Indica que este puente no cuenta con ninguna señalización ni barandas de contención que eviten la caída libre al río, y tampoco cuenta con aceras peatonales, lo que incrementa la posibilidad de accidentes y muerte de algún peatón. Alega que ninguna de las autoridades recurridas ha llevado a cabo las obras de reparación correspondientes. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes y de Presidente del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, dictar en forma inmediata, las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que el puente a que se refiere este caso, conocido como  Puente Blanco, sea acondicionado de conformidad con la ley, a efecto de proteger la seguridad de las personas y bienes que por él transitan. CL

MINORIAS
4835-10. INSTALACIONES DE LA AGENCIA REGIONAL DEL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA DE SAN MARCOS DE TARRAZÚ NO CUENTA CON CONDICIONES DE ACCESIBILIDAD PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Señala el recurrente que las oficinas de la dependencia recurrida incumplen con lo preceptuado en la Ley N° 7600 y su Reglamento, pues no se ha adaptado la entrada de ese lugar para las personas con discapacidad.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Jefe de la Agencia en San Marcos de Tarrazú, así como al Jefe del Departamento de Administración de Bienes y Servicios, y al Ministro, todos del Ministerio de Agricultura y Ganadería, que, de manera inmediata giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las instalaciones de la Agencia Regional del Ministerio de Agricultura y Ganadería en San Marcos de Tarrazú cuenten con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con alguna discapacidad. CL
4889-10. PUENTE PEATONAL DE LA ROTONDA DE LAS GARANTÍAS SOCIALES  NO CUENTA CON RAMPAS DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Indica  la recurrente que el amparado  es un menor de edad que posee una condición de parálisis cerebral, que le impide caminar por sus propios medios, razón por la cual depende de otras personas para su desplazamiento. Señala que su residencia está ubicada en Barrio Quesada Durán, y para acudir a citas o realizar todo tipo de visitas o gestiones en compañía de su hijo debe atravesar la pista conocida como “circunvalación”, específicamente en el tramo que se encuentra ubicado entre la Rotonda de la Garantías Sociales y la Rotonda de “La Y Griega”. Dicha necesidad resulta aún más urgente ahora que su hijo ingresa al Kinder, razón por la cual es necesario desplazarse hasta dicho centro lectivo el cual está ubicado en Barrio Córdoba. Debido a que el amparado no tiene capacidad de caminar por sus medios, para trasladarse con él a cualquier lugar deben utilizar el puente peatonal ubicado entre las rotondas señaladas, debido a que no existe ningún otro paso peatonal seguro en los alrededores de dicho puente. Señala que el  puente peatonal que debe usar el amparado es completamente inaccesible para personas con discapacidad ya que no cuenta con acceso de rampa, solo de gradas y es muy angosto, lo cual provoca que en el caso de su hijo deba alzarlo para pasar el puente pues no hay posibilidad de acceder en coche o silla de ruedas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, adoptar las medidas necesarias para que, en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta sentencia, la vía de circunvalación, en el tramo ubicado entre las rotondas de la Y Griega y la Garantías Sociales, cuente con un paso peatonal accesible para personas con discapacidad. CL 

4494-10. AUSENCIA DE VENTANILLAS EN CAJAS DE SUPERMERCADOS MAS X MENOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  Manifiesta el  recurrente que sufre de sordera bilateral, y  otros padecimientos que afectan su salud. Señala que se presentó al Mas por Menos del Centro Comercial Plaza América, específicamente a las cajas de Servimás,  a cancelar un recibo de servicio público, donde había una larga fila, por lo que indicó que la Ley 7600 obliga a las empresas tanto públicas como privadas a contar con ventanillas especiales para personas con discapacidad; no obstante, no lo atendieron y tuvo que esperar su turno. Señala que converso con la Gerente de dicho centro comercial, quién le dio la razón y le indicó que a pesar de haber gestionado personalmente con la empresa para que se instalen ventanillas para atender a personas con discapacidad,  la empresa ha hecho caso omiso .Aduce que en ningún supermercado Mas X Menos hay trato preferencial para personas discapacitadas.Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva de Corporación de Supermercados Unidos Sociedad Anónima, realizar las acciones necesarias para que en los puestos de Servimás se brinde atención prioritaria a las personas con discapacidad, adultos mayores, mujeres en estado de gravidez y personas que por sus condiciones de salud requieran de un trato especial. CL Parcial
4623-10. FALTA DE RAMPAS DE ACCESO PARA PERSONAS ADULTAS MAYORES Y CON CAPACIDADES ESPECIALES EN EL CEMENTERIO DE JUAN VIÑAS. Manifiesta la recurrente que es arrendataria de un lote en el cementerio Municipal de Jiménez de Cartago, el cual es administrado por una Junta de Administración, bajo la responsabilidad del Alcalde Municipal.  Señala que el terreno donde se ubica el cementerio presenta una irregularidad topográfica en la parte del fondo de la finca, la cual dificulta el ingreso de personas mayores de edad, así como de aquellas personas con  discapacidades físicas que deben trasladarse en sillas de ruedas.  Por esa razón presentó una solicitud  de construcción de rampa al Concejo Municipal de Jiménez y a  la fecha de  no se le ha resuelto nada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Santa Cruz, que de inmediato adopte todas las medidas que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que en el plazo de tres meses contados a partir de la comunicación de esta sentencia, el cementerio de Juan Viñas cuente con una rampa de acceso entre la parte antigua y la parte nueva para el acceso y movilización de las personas adultas mayores y personas con capacidades especiales. CL
PODER EJECUTIVO
4476-10. DEFINICIÓN DEL DEBER DE PROBIDAD POR VÍA REGLAMENTARIA.  Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 1, numeral 13, letra F del Decreto Ejecutivo No. 32333-MP-J, publicado en la Gaceta No. 82 del 29 de abril del 2005. La norma señala: “abstenerse de conocer y resolver un asunto cuando existan las mismas causas de impedimento y recusación que se establecen en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Código Procesal Civil, y en otras leyes. Se acusa que se pretende definir el “deber de probidad”, contenido en el artículo 3 de la Ley contra la Corrupción, extendiendo su contenido por vía reglamentaria, violando con ello el principio de reserva de ley. Acusa que esta norma reglamentaria, permite que una simple conducta administrativa que normalmente sólo podría ser objeto de una sanción disciplinaria, pueda ser objeto de una sanción penal, como en este caso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se resuelve que la disposición impugnada no lesiona el principio de potestad reglamentaria, por lo que se rechaza por el fondo la acción. RF
5893-10. POTESTAD REGLAMENTARIA DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 6 del Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Asegurados de la Caja Costarricense de Seguro Social.  El accionante cuestiona la competencia de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social para dictar el Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Asegurados, tomado en sesión número 7485 celebrada el cinco de octubre del dos mil, publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 221 del diecisiete de noviembre del dos mil, y, en concreto, lo dispuesto en el artículo 6 de dicho reglamento.  A su juicio, la potestad reglamentaria corresponde al Poder Ejecutivo y la Caja sólo puede emitir y poner en ejecución reglamentos relativos a la materia administrativa o de organización y estructura de las diferentes divisiones y oficinas públicas que la componen, con carácter y valor interno, por lo que no puede crear tributos, contribuciones, ni cargas sociales, por ser esas materias reserva de ley. Sobre la potestad reglamentaria de la Caja, se citan entre otras sentencias las 2571-00, 378-01, 2355-03 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
5424-10. HACINAMIENTO EN MÓDULO  DE CENTRO PENITENCIARIO. Acusa  el recurrente que se encuentra ubicado en el módulo A-2 del Centro de Atención Institucional San Rafael, conocido como Barrio Chino. Dice que en ese centro hay siete módulos con capacidad para cincuenta personas por módulo, capacidad que actualmente se ha sobrepasado por sobrepoblación. Indica que hay privados de libertad durmiendo en el suelo en condiciones inhumanas, hay camas que no tienen una sola tabla y las que están ocupadas les faltan tablas.  Por otra parte, dice que no hay suficientes servicios sanitarios y baños, pues hay dos por módulo. Manifiesta que no existe higiene suficiente pues el Sistema Penitenciario lo que da es un galón de cloro y uno de desinfectante por quincena para limpiar el piso y servicios, no dan jabón en polvo para lavar los sanitarios y baños, y no existen lavamanos en los servicios, por lo que tienen que utilizar la pila de lavar platos para ello y para lavarse los dientes, con los riesgos que ello implica para la salud.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Ministro de Justicia, que en FORMA INMEDIATA tome las medidas de su competencia para eliminar el problema de sobrepoblación y para que se les facilite una cama en igualdad de condiciones a los privados de libertad que se ubican en el módulo A2 del Centro de Atención Institucional de San Rafael de Alajuela. En lo demás, se impone declarar sin lugar el recurso. CL Parcial  
5667-10. ATENCIÓN MÉDICA. Indica  el recurrente que el 11 de enero de 2010 se realizó una colonoscopía en un consultorio privado, el examen detectó un crecimiento prostático y se recomendó examen de Urología, pero sin  embargo el médico no ha contestado su nota ni le ha dado cita con el especialista respectivo.  Señala que sus dolencias aumentan cada día, por lo que estima que su padecimiento se está agravando y teme consecuencias irreparables para su salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al  Director Médico de la Clínica, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, girar de inmediato las instrucciones correspondientes para que se le notifique al amparado el oficio No. CLR-397-2010 del 16 de febrero del 2010 y se le proporcione la atención médica que requiera tomando en cuenta el resultado de la prueba médica de colonoscopía que se le practicó el 11 de febrero del 2010. CL  

5671-10. ENTREGA DE MEDICAMENTOS A PRIVADAS DE LIBERTAD. Aducen las recurrentes que tienen una serie de inconformidades con el tratamiento penitenciario que se les da en el Centro de Atención El Buen Pastor.  Acusan que las autoridades penitenciarias a veces mantienen a las reclusas provenientes de lugares alejadas o separadas hasta por tres días en una celda sin ninguna facilidad o comodidad sanitaria.  Señalan que algunas de ellas son hipertensas diabéticas, pese a lo cual son conducidas en los automóviles de la Corte con tan poco aire que el viaje se les hace insoportable.  Además, alegan que el servicio médico es deficiente, y a veces transcurre hasta un mes desde que ellas se apuntan.  En el caso del médico dentista, éste sólo atiende a cuatro personas diariamente.  Los fines de semana, si se presenta un caso médico grave las trasladan a la Clínica Marcial Fallas, pero si no hay carro puede pasar largo tiempo sin que esto ocurra.  Refieren que los medicamentos les son entregados hasta ocho días después de haber sido atendidas por el médico.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, bajo pena de desobediencia, que de forma inmediata implemente un sistema estricto sobre las solicitudes de medicamentos, la  remisión y retiro de las recetas en la Clínica Marcial Fallas, además de garantizar la entrega expedita de medicamentos a las privadas de libertad. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial. 

4687-10. ATENCIÓN MÉDICA. Reclama el recurrente que el amparado padece enfermedades del hígado, y no recibe ningún tipo de tratamiento; pese a que en el centro recurrido se conoce de su padecimiento. Indica y que carece de tratamiento médico, por lo que está a la espera de una cita médica desde el mes de febrero de 2008 solicitada por el médico del CAI San Sebastián para que le traten una artritis reumatoide. Refiere que además tiene un serio problema dental, y,  ante la ausencia del expediente médico, el odontólogo de dicho centro, se niega a tratarle y a dictaminarle ni siquiera una aspirina. Que ha presentado la denuncia ante la Dirección del Centro Penitenciario en donde se encuentra privado de libertad sin haber tenido hasta la fecha ningún tipo de resultado y cada vez más su salud se deteriora y se pone en riesgo eminente su propia vida.  Se declara con lugar el recurso en cuanto se dirige contra el Director del  Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría. Se ordena al Director del  Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que DE FORMA INMEDIATA se haga una valoración del estado de salud del amparado, se le brinde la atención médica que requiere y de ser necesario se remita a los especialistas en atender enfermedades hepáticos, dentales, reumatológicas y del colon. CL

SERVICIOS PUBLICOS
5366-10. LIMITACIONES EN PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TELÉFONO. Señala el recurrente que el diecinueve de febrero pasado se presentó a las oficinas del Instituto Costarricense de Electricidad en Tibás para cancelar una deuda con la institución por un monto de ochenta y ocho mil doscientos sesenta y siete colones de telefonía celular, lo que no pudo cancelar oportunamente por estar desempleado desde junio de dos mil nueve. Afirma que en ese mismo momento solicitó una línea telefónica residencial por la cual canceló veintinueve mil novecientos seis colones, pero el funcionario que lo atendió le indicó que esta línea tendría restricciones a pesar de no tener deudas pendientes con la institución. Alega que dentro de las restricciones está el no tener Intenet por medio de ADSL, lo que lesiona sus derechos, pues el no tener acceso a ese servicio público actualmente le impide, especialmente en su caso, trabajar, pues es desarrollador de aplicaciones web e ingeniero en sistemas, y la única fuente de empleo que puede garantizarle un ingreso a él y a su familia es a través de la internet. Indica que al preguntar a la Supervisora de la Agencia, ésta le dijo que era una política de la institución el negar este servicio a quien en el pasado tuvo deudas atrasadas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5400-10. PROBLEMAS CON EL ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN JERICÓ DE DESAMPARADOS. Aduce el recurrente que adquirió una propiedad ubicada en la urbanización Villas de Jericó, para construir allí su casa de habitación. Refiere que la municipalidad recurrida otorgó el permiso para el desarrollo del fraccionamiento habitacional Villas de Jericó, en total desavenencia con las obligaciones que le asigna la legislación costarricense en materia urbanística, con lo cual hace incurrir a los habitantes del Cantón en serios problemas de orden social, de salud, y pecuniario.  Una vez que tuvo construida su casa de habitación, resultó que el supuesto servicio de agua era proveído por la Asada de Pinares de Jericó, pero ésta contaba únicamente con un tanque que estaba construido en un lote particular, el cual además no tiene capacidad para proveer el servicio a las pocas casas que ya están habitadas y mucho menos las que  serán construidas en todo el proyecto. Ante esta situación acudió a la Asada de Pinares de Jericó, en busca de una solución pero se le negó el servicio, con el argumento de que no existía capacidad,  además de que existía una lista de familias que lo habían solicitado previamente. De igual manera, ha acudido ante la Municipalidad de Desamparados en busca de apoyo, en razón de que es la entidad rectora del desarrollo cantonal, y por tal está en la obligación de velar porque sus habitantes dispongan de las condiciones mínimas necesarias para su residencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y, Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de San Miguel de Desamparados, a) lleven a cabo, de manera coordinada, todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de la presente resolución,  se solucione el  problema de abastecimiento de agua potable de la vivienda del recurrente; b) giren de inmediato, las órdenes para que, se garantice, por el medio más conveniente, el suministro continuo de agua potable al amparado y su familia, mientras se culmina con los estudios técnicos y se ejecutan las obras necesarias. CL

5322-10. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Aduce el recurrente que solicitó al Departamento de Acueductos y Alcantarillados de la Municipalidad de Alajuela, la instalación de una paja de agua, y le respondieron que luego de realizar una inspección, se determinó que no existe red de distribución de agua potable y que la calle que hay entre el tubo madre y la propiedad, no cumple con las medidas que exige la municipalidad. Señala que por tal razón, el 7 de enero siguiente presentó un recurso de reconsideración en el cual manifestó que asume la responsabilidad de colocar el tubo desde la tubería madre hasta su propiedad, de la misma forma en que lo han hecho todos sus vecinos; sin embargo le rechazaron su recurso negándole toda posibilidad de tener derecho al agua. Se declara sin lugar el recurso. SL
5377-10. SUSPENDEN FLUIDO ELECTRICO A NEGOCIO COMERCIAL. Alega el recurrente que la empresa amparada es arrendataria de las fincas del partido primero, San José, matrícula 19777-F-000 y 19801-F-000, cito en la planta baja del Mall San Pedro, en donde se ubica el establecimiento comercial “Bar Restaurante Fusión”. Afirma que  los representantes de las empresa recurrida y de la Administración del centro comercial, realizaron maniobras en las instalaciones eléctricas del Mall San Pedro, con el propósito de suspender el fluido eléctrico del establecimiento, lo cual concretaron en horas de la mañana del mismo día. Adujo que la medida se ejecutó con el fin de obligar a la sociedad amparada a que abandone el local, pues, presuntamente, se encuentra en mora en el pago del alquiler. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
4846-10. CONSTRUCCIÓN DE POZOS GENERA CONTAMINACIÓN DE AGUA EN LA COMUNIDAD DE OSA. Manifiestan  los recurrentes que al desaparecer la compañía Bananera los pozos de agua pasaron a la administración de Acueductos y Alcantarillados, la cual construyó dos pozos en las fincas, pero no instaló medidores, tampoco realizó ningún tipo de mejoras y estableció una tarifa fija por un monto no acorde con la situación económica de sus habitantes. Refieren que actualmente el agua se encuentra contaminada, llega sucia con sedimentos, materia fecal y herrumbre. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al  Jefe de la Oficina del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en el Cantón de Osa, que en el término improrrogable de ocho días, contado a partir de la notificación de esta resolución debe iniciar los trámites necesarios para darle una solución definitiva al asunto de la contaminación de aguas que reclaman los recurrentes y comunicarlo a esta Sala. CL

4879-10. IMPIDEN INGRESO A TRABAJADORES PARA DARLE MANTENIMIENTO AL ACUEDUCTO RURAL DE LA COMUNIDAD DE CAÑA BLANCA DE BORUCA. Reclama el recurrente  que desde hace más de 40 años la comunidad de Caña Blanca de Boruca, ubicada dentro de la jurisdicción del territorio indígena de Boruca, cuenta con la explotación de un acueducto rural o servicio de agua para más de treinta y cinco abonados y que desde esa fecha y hasta la actualidad, el anterior Comité de Agua, han realizado enormes esfuerzos y obras en beneficio de la calidad de ese servicio a la comunidad. Señala que los dueños de la propiedad en donde se encuentran los tanques, no les permiten el ingreso para dar el mantenimiento requerido a ese acueducto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al propietarios del inmueble inscrito bajo sistema de folio real del Partido de Puntarenas, número 23349-001 y 002, o a quienes figuren como propietarios de dicho inmueble, permitir de inmediato que los personeros y trabajadores de la Asociación Administradora de Acueducto Rural de Caña Blanca ingresen al referido inmueble a efectos de reparar, dar mantenimiento y construir la infraestructura necesaria para la captación, utilización y distribución del recurso hídrico de conformidad con lo establecido en la resolución del Departamento de Aguas del Ministerio del Ambiente y Energía, número IMN-DA-01114-08, y permitir en lo subsiguiente el ingreso de trabajadores debidamente identificados a efectos de brindar mantenimiento y conservación a las obras de infraestructura del acueducto. Se ordena a los recurridos abstenerse de impedir o ejercer cualquier medida de presión o contención que imposibilite la ejecución de las obras necesarias y su posterior mantenimiento. CL
4634-10. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Aduce  la recurrente que solicitó el bono de vivienda, el cual se encuentra aprobado, pero aún está pendiente la construcción, por lo que solicitó el servicio de agua potable para dicha propiedad; no obstante, la Jefatura Cantonal de Pérez Zeledón del Instituto accionado le indicó de la imposibilidad de conectarle el servicio de agua potable no domiciliar. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo; y, al Director de la Región Brunca, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de inmediato procedan a otorgar la conexión de agua potable a la recurrente, debido a que su solicitud se formuló para la construcción de una vivienda unifamiliar, en virtud del otorgamiento de un bono familiar de la vivienda. CL
4600-10. NIEGAN SERVICIO DE AGUA POTABLE. Indica la recurrente que desde el mes de diciembre de 2009 solicitó por escrito a la Asociación recurrida una prevista para instalar el servicio de agua potable en su propiedad y de esa manera poder construir una casa de habitación. No obstante, el presidente de la ASADA le informó que no cuenta con disponibilidad de agua para abastecer nuevos servicios. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Santa Rosa de Pocosol y al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopten y ejecuten las medidas necesarias, a fin de que en el plazo improrrogable de TRES MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia, efectúen los trabajos que sean necesarios para garantizarle a la recurrente el disfrute del servicio de agua potable en el lote de su propiedad, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional. CL
4532-10. NIEGAN SERVICIO DE ELECTRICIDAD. Alega  el recurrente que los amparados son vecinos de Barrio Puerto Humo de Nicoya, comunidad que se ubica a veinticinco kilómetros al norte de Nicoya centro. Acusa que no les han querido instalar el servicio, a pesar de que han gestionado en reiteradas oportunidades ante la Cooperativa recurrida, pero siempre les dicen que para que les conecten el servicio deben aportar la suma de cuatro millones de colones, monto que no tienen, y por lo cual se les está privando del servicio público eléctrico. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
4867-10. SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA POTABLE. Aduce la recurrente que desde julio del año pasado sostiene una relación arrendataria con la recurrida y que el inmueble que arrienda abastece el servicio de agua potable ambas. No obstante, el 06 de febrero del año en curso, deliberadamente procedió a cortar la tubería que abastece la vivienda en donde reside, sin que la entidad que suministra el servicio lo suspendiera. Indica que en ningún momento la recurrida le mostró orden judicial alguna, o documento legal que la obligara a cortar el suministro de agua, sino que ello obedece a su actuar voluntario y malicioso con el fin de privarla de ese servicio. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la recurrida  que, en forma inmediata, reconecte el servicio de agua potable al local que alquila la amparada. CL  

MUNICIPALIDAD
6052-10. INUNDACIONES EN URBANIZACIÓN LA MESETA EN SAN PABLO DE HEREDIA  POR EL DESBORDAMIENTO DE ACEQUIA. Alegan los recurrentes que el 19 de junio de 2009 los vecinos de la Urbanización La Meseta, ubicada en San Pablo de Heredia sufrieron inundaciones en sus viviendas y propiedades, sin que las autoridades responsables hagan nada por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de San Pablo de Heredia. Se ordena a la  Alcaldesa de la Municipalidad de San Pablo de Heredia,  que de forma inmediata ejecute las acciones efectivas y necesarias, en coordinación con la Municipalidad de San Rafael de Heredia, para que en el plazo de TRES MESES contados a partir de la notificación de la presente resolución, se de una solución integral definitiva al problema de inundaciones en el Cantón de San Pablo de Heredia, provocadas por el desbordamiento de la acequia existente en el límite entre los cantones de San Rafael y San Pablo. CL

6040-10. MALAS CONDICIONES DEL PUENTE ROJO UBICADO EN BARRIO UNESCO EN PÉREZ ZELEDÓN. Acusa el recurrente que el puente denominado “El Puente Rojo” ubicado en la ruta que comunica Barrio UNESCO con la Ciudadela Municipal El Río,  pone en riesgo la vida de las personas que deben cruzar por dicho lugar. Menciona que la municipalidad recurrida en algún momento intentó construir otro puente en su lugar pero lo único que hizo fue colocar dos bastiones y no continuaron con la obra. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Pérez Zeledón. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Pérez Zeledón realizar las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de este sentencia, solucione, de manera definitiva, los problemas que se generan con el Puente Rojo ubicado sobre el Río Quebrada Rojo en Pérez Zeledón. CL

5440-10. SE ORDENA DAR MANTENIMIENTO Y DRAGADO AL ESTERO DE PUNTARENAS. Indica el recurrente que el estero de Puntarenas tiene una espesa sedimentación y acumulación de arena en el fondo, lo que hace imposible la navegación. Refiere que el decreto encargado del mantenimiento no tiene un rubro destinado al dragado. Explica que las embarcaciones quedan atrapadas en la arena cuando baja la marea, ya  que el mismo es un punto clave para Puntarenas, hay turismo, pescadores y mucha gente que depende de las actividades que se desarrollan ahí. Por lo que es urgente que el gobierno ayude con las mejoras al estero a la mayor brevedad posible. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal, así como a la Alcaldesa, ambas de la Municipalidad de Puntarenas, que tomen las medidas y giren las instrucciones que sean precisas para llevar a cabo las labores efectivas de mantenimiento y dragado del Estero de Puntarenas. CL
5436-10. SE ORDENA CONSTRUIR UNA ACERA A EDIFICACIÓN QUE DATA MÁS DE 75 AÑOS. Alega el recurrente que  por resolución número DU-13-2009 de las 07:00 horas del 30 de noviembre del 2009, el Departamento de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Turrialba le comunicó que en el plazo de 30 días deberá construir frente a su propiedad una  acera. Indica  que dicha resolución se dictó en violación al debido proceso y derecho de defensa, por cuanto no se llevó a cabo el procedimiento administrativo correspondiente, no dio traslado al procedimiento a efecto de poder ejercer su defensa y presentar los alegatos de descargo. Menciona que la Municipalidad accionada le estaría obligando a derribar una construcción que data de 75 años de construida, cuyas características de construcción obedecían a las normas vigentes de la época. Señala que la reducción o eliminación de las paredes externas de la edificación ocasionaría la disminución a la mitad del terreno.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. DU-13-2009 de las siete horas del 30 de noviembre del 2009 emitida por el Departamento de Desarrollo Urbano. CL
5412-10. MALAS CONDICIONES  DE LAS CALLES EN  RESIDENCIAL EL COLEGIO DE PALMARES. Argumenta el recurrente que desde el mes de enero de 2009 ha solicitado a la Municipalidad  recurrida en conjunto con un grupo de vecinos de la Urbanización Los Palmares, ubicada  en el centro de Palmares, el arreglo de las calles de dicha urbanización, las cuales se encuentran pésimo estado ya que no se les ha brindado ningún tipo de mantenimiento. Manifiesta que las calzadas se encuentran sin la capa asfáltica, convirtiéndose en una calle de lastre,  llena de huecos. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Palmares, que realicen todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y coordinen con las dependencias competentes, para que, en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a la reparación de las carreteras del Residencial Los Palmares, ubicado en barrio El Colegio. CL
5401-10.SE ORDENA CONSTRUCCIÓN DE MURO DE RETENCIÓN, ACERA Y CORDÓN DE CAÑO EN URBANIZACIÓN EL TIRRÁ 2 EN DULCE NOMBRE DE TRES RÍOS. Aduce el recurrente que el  tubo madre que abastece a la urbanización El Tirrá 2 en Dulce Nombre de Tres Ríos se reventó,  lo que provocó serios daños a su propiedad y sus bienes muebles, debido a la inundación de lodo. Indica que desde ese día, ha solicitado por todas las vías posibles entre ellas la Asociación de Desarrollo y la Municipalidad de La Unión, ante la cual dirigió una carta para que se le indicara cuándo se iba a realizar el arreglo de los daños, debido  a que  su propiedad está expuesta a un derrumbe, y hay un hueco sin arreglar, el cual pone en riesgo la vida de los miembros de su familia.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Alcalde y  al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de La Unión, que de inmediato giren las instrucciones correspondientes para que en el plazo improrrogable de quince días, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de este pronunciamiento, por un lado, se inicie la construcción del muro de retención, acera y cordón de caño, obra requerida para solucionar el problema formulado por el recurrente en su escrito recibido por esa corporación municipal el 20 de enero de 2010, y, por el otro, se responda al amparado dicha nota. CL

5441-10. INUNDACIONES PROVOCADAS POR FALTA DE MANTENIMIENTO DE ALCANTARILLAS EN PROPIEDAD EN LA AURORA DE HEREDIA Manifiesta la recurrente que la municipalidad recurrida no les ha querido solucionar un problema que tiene con las alcantarillas pues, por falta de mantenimiento, se inunda toda la acera con basural. Afirma que lo anterior, le afecta a ella y a los transeúntes de la zona por cuanto la acumulación de sedimentos sobre la acera y la calle pone en riesgo la salud de los usuarios de ese paso. Indica que en reiteradas ocasiones ha denunciado la situación ante la recurrida, pero ésta únicamente manda a limpiar superficialmente el lugar sin solucionar el problema de raíz.  Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Municipalidad del Cantón Central de Heredia y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de ese cantón, que resuelva el problema de inundaciones y saturación del alcantarillado en la zona aledaña a la propiedad de la recurrente, ubicada doscientos metros al este del parque, frente a los tanques de agua, dentro de un término de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

5464-10. DENUNCIA POR PROBLEMAS  QUE GENERA INSTALACIÓN DE CUARTERÍA. Alega la recurrente que desde el dos mil ocho planteó varias denuncias ante la  recurrida debido a que una vecina utiliza su propiedad como cuartería, lo que le ocasiona un peligro para su casa, pues no solamente cocinan con leña y han requerido en ocasiones de los bomberos, sino que las aguas negras se pasan a su inmueble, además los inquilinos le tiran la basura y producen ruidos insoportables hasta altas horas de la noche. A pesar de lo anterior, las autoridades no han intervenido para solucionar ese problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso por infracción de los derechos previstos en los artículos 21, 45 y 50 de la Constitución Política únicamente contra el Director del Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana. Se ordena en la condición dicha,  velar porque se ejecuten de forma completa y oportuna las órdenes sanitarias número RCS-DARS-SEM-064-2009 y RCS-DARS-SEM-0439-2009. De ello deberá el Director recurrido informar a la Sala en el plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Respecto del Instituto Mixto de Ayuda Social, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

5465-10. SE ORDENA EJECUTAR OBRAS DE ENTUBAMIENTO  Y CONSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLAS EN BARRIO LA AMISTAD EN JACÓ-GARABITO.  Manifiesta la recurrente que vive en la Urbanización La Amistad, ubicada en la Costanera Sur, Jacó Garabito. Refiere  que en dicho lugar se encuentran 45 familias y las mismas presentan serios problemas con las aguas fluviales desde hace más de 15 años ya que el alcantarillado es muy estrecho y no da abasto con la cantidad de agua que fluye, entre otros problemas existentes. Alega que la situación fue puesta en conocimiento ante las autoridades recurridas, sin embargo, aún se encuentra a la espera de una solución al problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se declara sin lugar respecto a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. Se ordena al de Alcalde de la Municipalidad de Garabito, y a  la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Garabito, adoptar en forma inmediata las medidas pertinentes para que se ejecuten las obras de entubamiento o construcción de alcantarillas y girar las órdenes necesarias para eliminar los desechos que se acumulan en caños y zanjas existentes en el barrio La Amistad, los cuales deberán estar concluidos a más tardar en seis meses. Asimismo se les ordena disponer lo que corresponda, para que el escrito presentado por la recurrente el catorce de setiembre de dos mil nueve, sea resuelto definitivamente y se notifique lo que corresponda, dentro del plazo de cinco días, contado a partir de la notificación de esta resolución. Se le ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Viabilidad,  adoptar las medidas pertinentes para que se ejecuten de manera inmediata las obras de mantenimiento de las alcantarillas del barrio La Amistad que atraviesan la Ruta Nacional 34. También se ordena a la  Ministra de Salud,  que de inmediato gire las órdenes sanitarias necesarias tendientes a evitar que se siga generando el problema de aguas negras y contaminación detectada en el barrio La Amistad, para lo cual deberá coordinar con el Consejo Nacional de Viabilidad y la Municipalidad de Garabito.  Se ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Garabito, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo.  CL  Parcial

5337-10. FIESTAS EN TURRUCARES GENERA PROBLEMAS A VECINOS DE RESIDENCIAL CERCANO. Alega el recurrente que desde hace dos años presentó ante la Municipalidad recurrida queja por las fiestas que se realizan cada año a finales del mes de agosto en la comunidad de Turrúcares de Alajuela. Explica que su queja es por que la ubicación de los carruseles obstaculizan el acceso a las viviendas del lugar, además el ganado de la subasta lo amarran al frente, sin que haya alguna persona responsable de su cuido, todo lo cual causa problemas a los vecinos de la zona residencial. Acusa también que se cierran vías y que la música proveniente de los toldos excede el sonido permitido, todo a vista de las autoridades del lugar. Cuestiona que a la fecha la Municipalidad recurrida, sigue otorgando los permisos para la realización de dichas fiestas, sin resolver en definitiva el problema. Se declara sin lugar el recurso. Sin embargo deben las autoridades recurridas tener en consideración que cualquiera que sea el lugar donde se desarrolle este tipo de actividad, debe ser un lugar idóneo y apto para ello, para no perjudicar los derechos fundamentales de aquellas personas que viven en sus cercanías, según los términos indicados en la sentencia. SL
5290-10. ENCAUZAMIENTO DE AGUAS NEGRAS EN PROPIEDAD  EN EL COCAL DE PUNTARENAS. Señala el recurrente que es vecino del Cocal de Puntarenas y que debido a la construcción de una vivienda vecina y a las irregularidades del patio, su casa se inunda con aguas negras, en especial en la temporada de lluvias. Indica que la Municipalidad recurrida determinó que efectivamente en la construcción del inmueble colindante a su propiedad se había cometido una infracción a la Ley de Construcciones, por lo que se solicitó a la propietaria del inmueble que debía colocar canoas y dejar bajante hacia su propiedad, no obstante, pese a lo grave de la situación, a la fecha no se ha cumplido con lo ordenado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y al Coordinador del Departamento de Planificación Urbana y Control Constructivo, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, que, inmediatamente, ejecuten  todas las medidas que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se solucione, en definitiva, el problema de encauzamiento de aguas denunciado por el recurrente. Adicionalmente, se ordena a la Alcaldesa  Municipal de Puntarenas, que lleve a cabo todas las actuaciones pertinentes, con el fin que se resuelva el recurso de apelación planteado contra el oficio No. PUC-1443-2009 de 11 de junio de 2009, dentro del plazo de QUINCE DÌAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
4873-10. PROBLEMAS DE RIESGO DE INUNDACIONES QUE SUFREN VECINOS DEL BARRIO SANTA EDUVIGES DE DESAMPARADOS POR LA CRECIDA DEL RÍO CAÑAS. Alegan los recurrentes que son vecinos del Barrio Santa Eduviges, en San Rafael Arriba, Desamparados y  desde hace muchos años han sufrido efectos negativos producto de inundaciones por las crecidas del río Cañas en la estación lluviosa, lo cual les causa grandes perjuicios a sus familias y a sus bienes. Establecen que el Comité del Barrio en cuestión y los vecinos han realizado esfuerzos ante la Municipalidad de Desamparados, con el fin de que se lleve a cabo la construcción de un muro de contención en dicho río, sin que hasta ahora hayan hecho nada concreto por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, así como a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados,  que de forma inmediata llevan a cabo las acciones pertinentes para coordinar de forma conjunta la realización de las obras que sean pertinentes para dar solución al problema de riesgo de inundaciones que sufren los vecinos del barrio Santa Eduviges, por las constantes crecidas del río Cañas durante la época lluviosa, obras que deberán llevarse a cabo en el término de SEIS MESES contados a partir de la comunicación de la presente sentencia. CL

4894-10. SE ORDENA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA CONSTRUCCIÓN DEL BULEVAR BARRIO CHINO EN CALLE NUEVE DEL CANTÓN CENTRAL DE SAN JOSÉ. Argumenta  el recurrente que la amparada posee un inmueble ubicado en calle 9, avenida 14 en San José, en el cual opera una estación de servicio para el suministro público de combustibles y otros servicios relacionados, todo al amparo de los respectivos permisos debidamente obtenidos para la operación de un negocio de esta índole. Manifiesta que por información difundida en los medios de comunicación escrita, se hizo pública la decisión de la Municipalidad de San José, de construir un boulevard dedicado a la celebración de la cultura china, razón por la cual solicitó al recurrido información para conocer los detalles de los planes municipales, requerimiento que fue atendido en el cual se indica que el proyecto Barrio Chino que supone la construcción de un boulevard a lo largo de la calle 9, estaría siendo sometido a concurso durante le primer trimestre del dos mil diez, para ser construido a partir del segundo trimestre de se mismo año. Dice que de acuerdo con al documentación aportada por el Alcalde, la construcción del Barrio Chino implica un cierre de la vía en la calle 9 aproximadamente desde la avenida 2 a la 14, para dedicar este tramo a un paso peatonal con la consecuente redistribución del tránsito vehicular. Alega que la estación de servicio de su propiedad encuentra su mayor fuente de clientes en el flujo vehicular que transita por la calle 9 en el tramo que estaría siendo dedicado a calle peatonal, por lo que al cerrar la calle estaría sufriendo un detrimento en sus ingresos, lo que equivaldría a más de mil cuatrocientos millones de colones por año. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la lesión del principio de participación ciudadana, así como el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, consagrados por los artículos 9 y 50 de la Constitución Política. Se ordena a la Alcaldesa a.i. de la Municipalidad de San José, que gire las órdenes pertinentes para que, antes del inicio de las obras de construcción del Bulevar denominado Barrio Chino, en la Calle 9 del cantón central de San José: a) se elabore el estudio de impacto ambiental exigido por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, b) se brinde a los vecinos de la zona afectada, la información sobre el proyecto, así como la oportunidad de manifestarse sobre el mismo y, c) se tomen en cuenta sus observaciones para la ejecución del proyecto. CL Parcial. 
4860-10. PROBLEMAS DE INUNDACIONES POR MAL ESTADO DE ALCANTARILLADO PLUVIAL EN EL ROBLE DE ALAJUELA. Manifiestan  los recurrentes que habitan en El Roble de Alajuela. Refieren que en dicho lugar se enfrentan serios problemas de inundaciones en época de invierno, puesto que allí caen las aguas que no han sido bien canalizados en otros terrenos, ya que se colocó una alcantarilla muy pequeña que no tiene capacidad para recoger las aguas como se debiera. Que el problema del alcantarillado pluvial debe ser resuelto, ya que en épocas de lluvia padecen mucho, pues es tan alto el nivel del agua pluvial que cae  al frente de sus viviendas, el suelo se ha ido minando y se formo un hueco en la carretera de más de un metro de fondo, el que ha llegado a ocupar el ancho total de la calle, con lo cual, se pone en riesgo también a los conductores y transeúntes de la zona. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal del cantón de Alajuela, que adopte las medidas pertinentes y ejecute las acciones necesarias para que, en el plazo de 1 año, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se erradique el problema de inundaciones que se presenta en El Roble, cantón de Alajuela, específicamente en las cercanías de donde habitan los recurrentes, a saber, 200 metros al sur y 100 metros al este del lugar en el cual, en su momento, se ubicó el local comercial denominado Pollos Nelssy. CL

4897-10. PROBLEMAS ORIGINADOS CON EL PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DEL PUENTE SOBRE QUEBRADA REYES Y EL PUENTE DE ACCESO AL PARQUE TECNOLÓGICO ACZARRI SOBRE RÍO GUATUSO.  Indica la recurrente que el 11 de julio de 2007, enviaron nota dirigida al Presidente de la República, para que interponga sus  buenos oficios y custodie las necesidades e intereses de sus comunidades, en razón de la instalación del proyecto Aczarri en el sector del Huazo, y que impacta directa e indirectamente, en todo el distrito de San Miguel de Desamparados, sin que hayan tenido respuesta alguna. Señala que en la resolución 1997-2006 dictada por SETENA, se solicitó a la empresa desarrolladora del relleno sanitario, que por medio de una declaración jurada cumpla con la carta de intenciones que firmó con las comunidades. Agrega que en dicha carta, se declaró que no entrarían camiones al parque hasta que las vías de comunicación estuvieran completamente habilitadas y cumplan con lo establecido en la resolución antes indicada. Manifiesta que el Concejo Municipal de Desamparados violentó la resolución  de SETENA al aprobar el ingreso de los camiones recolectores de basura al parque, por lo que se les solicitó el criterio que utilizaron para tomar dicho acuerdo, sin que a la fecha les hubiere contestado. Señala que los ingenieros del Ministerio de Obras Públicas hicieron inspecciones en los puentes del sector del Llano de San Miguel e indicaron que los mismos cumplían con los parámetros para soportar las toneladas de basura que diariamente transitarían por esas vías, sin embargo, esas estructuras colapsaron, aunque se está en construcción uno nuevo, pero quedan otros por reparar. Refiere que los camiones utilizados para el transporte de la basura, no son aptos para ese oficio, ya que dejan expuesta la basura y derrame de líquidos, sin que el Ministerio de Salud asuma su responsabilidad de velar por la salud de la población. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena  a  la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados,  al Representante de la Empresa Berthier EBI de Costa Rica y  a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, respectivamente, bajo pena de desobediencia que lleven a cabo las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se practiquen los estudios y se realicen las obras necesarias, para la ejecución del proyecto de construcción del puente sobre Quebrada Reyes y el puente de acceso al Parque Tecnológico Aczarri sobre río Guatuso. Asimismo se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados, disponer lo que corresponda para que el oficio ADE-PROM-CAPRI-P-23-07 de fecha diecinueve de noviembre de dos mil siete, sea resuelto definitivamente y notifique lo que corresponda, dentro del plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta resolución. CL Parcial

4807-10. TASA POR SERVICIO DE MANTENIMIENTO DE PARQUES Y ZONAS VERDES. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 74 del Código Municipal, la frase que dice se cobrará una tasa por el servicio de mantenimiento de parques, zonas verdes y sus respectivos servicios. La norma se impugna en tanto establece una tasa y no un impuesto,  para financiar el mantenimiento de parques y zonas verdes, pese a que dicho servicio es de naturaleza indivisible que satisface una necesidad general de la colectividad. Se considera que dado que es imposible determinar las unidades de uso o consumo que cada una de esas personas tiene del servicio de parques y zonas verdes (individualización), la figura de la tasa no es apropiada para financiar el servicio, porque en realidad se trata de un impuesto que  de acuerdo con el artículo 121, inciso 13) de la Constitución Política, corresponde a la Asamblea Legislativa establecer. La norma tampoco precisa con claridad, cuál es el sujeto pasivo de la obligación, pues establece que se cobrará a los contribuyentes del distrito según la medida lineal de frente de propiedad, sin determinar si debe ser el dueño de la propiedad, el inquilino, usufructuario o cualquier otro. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
4587-10. SE ANULA CLAUSURA DEL CENTRO NACIONAL DE ATENCIÓN EN DROGAS  PARA MENORES DE EDAD ORDENADO POR MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA. Argumenta el recurrente que en acatamiento de lo dispuesto por esta Sala, en el año 2007 se inició la construcción del Centro Nacional de Atención en Drogas para personas menores de edad en el Cantón de Montes de Oca, Distrito San Pedro, cuyo funcionamiento estaría bajo la responsabilidad del Instituto Sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA). Señala que la construcción del centro y la puesta en funcionamiento de su Programa se han encontrado múltiples obstáculos provenientes de las autoridades municipales del Cantón de Montes de Oca y de algunos vecinos del lugar. Señala que la Municipalidad de Montes de Oca ordenó la clausura de las obras del centro, bajo el argumento de que dicho Instituto no puede construir en ese lugar una edificación mayor a los quinientos metros cuadrados por tratarse de una zona eminentemente residencial y por resolución número D.ALC 23-2009 dispuso conceder un plazo de 30 días hábiles al IAFA para que suspendiera la actividad que se estaba realizando en el Centro señalado, por ser esa actividad incompatible con las reglas de zonificación local, en ese caso el Plan Regulador vigente del Cantón de Montes de Oca y los artículos de la Ley de Planificación Urbana. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. D.ALC 23-2009 de las quince horas del veinte de julio de dos mil nueve emitida por el Alcalde Municipal de Montes de Oca. CL
4639-10.PUESTO DE VENTA DE FRUTAS EN LIMÓN NO CUENTA CON LAS CONDICIONES DE SALUBRIDAD Y SEGURIDAD. Alega  el recurrente que  en el lugar en donde se trasladó su puesto de venta de frutas, no se cuenta con los servicios públicos básicos, tales como agua y luz, ni con un plan de contingencia en caso de desastres naturales. Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena a quien ocupe el cargo de Presidente del Concejo Municipal de Limón, disponer lo pertinente dentro del ámbito de sus competencias para que no se vuelva a incurrir en las faltas endilgadas, por lo que, si de nuevo se pretende reubicar el puesto del tutelado para la realización de una feria, el Concejo Municipal de Limón debe garantizar que el lugar donde se albergue la misma cumpla con las condiciones mínimas de salubridad y seguridad, de tal forma que se salvaguarde la salud e integridad tanto de los comerciantes como de los clientes. CL
4609-10. VIVIENDAS EN BARRIO CORAZÓN DE JESÚS DE ESCAZÚ CARECEN DE ALCANTARILLADO Y CORDÓN DE CAÑO. Aducen   los recurrentes que son vecinos del Barrio Corazón de Jesús en  Escazú y que la calle carece de cordón de caño y alcantarillado. Dicen que en virtud de que la Municipalidad no ha actuado, los vecinos se vieron en la necesidad de construir un caño tipo cuneta abierta con el fin de canalizar las aguas pluviales, pero éste no da abasto, pues no soporta la cantidad de agua que fluye por las lluvias calle abajo, lo cual ocasiona que la calle se inunde, impidiéndoles entrar o salir de sus viviendas, tornando peligroso e inseguro el transitar por esa calle. Indican que tuvieron que construir un pequeño muro para evitar el ingreso del agua a sus viviendas, pero ello no ha sido suficiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa a.i., que en el plazo de UN MES realice las obras necesarias para solucionar de forma definitiva el problema denunciado en Barrio Corazón de Jesús en Escazú. CL
4461-10. CORTA DE VEGETACIÓN DENTRO DE AREA DE PROTECCIÓN EN PACUARITO DE SIQUIRRES.  Manifiesta el recurrente que es  vecino de la comunidad de Pacuarito en Siquirres, donde se realizan en  forma constante diferentes cortas de la vegetación dentro de un área de protección, lo cual genera un grave daño al ecosistema por la erosión del terreno.  Acusa que también colocó una cerca con alambre de púas que impide la libertad de tránsito por el lugar, incluso el acceso del río Pacuarito del cual consumen el agua algunos vecinos del lugar, y que en  varias oportunidades han solicitado al propietario suspender los actos aquí denunciados, pero ha manifestado que continuará con sus actividades. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Siquirres. Se ordena al Presidente del Concejo, y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de Siquirres, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para investigar la naturaleza jurídica del camino. Asimismo, se ordena al Director del Área de Conservación La Amistad Caribe del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que investigue la supuesta corta de vegetación en el área de protección del Río Pacuarito en Siquirres por parte de un particular, y de ser necesario se proceda conforme a derecho. CL Parcial

PENSIONES ALIMENTARIAS

5136-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE LA PENSIÓN ALIMENTARIA.  Establece el recurrente que el juzgado recurrido le fijó el monto de pensión alimentaria provisional y las correspondientes órdenes de apremio en su contra, resolución contra la cual planteó un recurso de apelación, el cual se encuentra pendiente de resolver.  Acusa que se estableció  nuevamente el monto de pensión provisional, y que la resolución que careció de la fundamentación necesaria. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución del Juzgado Contravencional de San Carlos de las 16:20 horas del 08 de enero de 2010, en el expediente número 09-700602-318-PA, por falta de fundamentación, ello sin perjuicio de que la autoridad judicial recurrida resuelva fundadamente, la fijación del monto de pensión provisional anulada. CL






